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Prólogo

Juan A. Martens Molas1 

El procesamiento, la detención, la prisión y la condena de 
campesinos y campesinas que reivindican derechos fundamentales es 
la cara más visible de un Estado débil (no ausente), útil y funcional 
a poderes fácticos y a mafi as regionales/departamentales que violan 
impunemente la ley o utilizan algunas de ellas para la protección 
de sus negocios. Sin embargo, los delincuentes ambientales (como 
los cultivadores de soja en contravención de leyes y disposiciones 
administrativas, trafi cantes de rollos de madera y contaminadores) 
y los poseedores de tierras malhabidas, quedan impunes e incluso 
exceptuados de toda investigación y sanción penales. 

La mayoría de los procesamientos y condenas a quienes trabajan en 
el campo se da en violación a las normas constitucionales y procesales. 
Esta situación devela otro aspecto del proceso de criminalización de las 
luchas campesinas, cual es la cooptación de las instituciones policiales, 
fi scales y judiciales por estas mafi as, principalmente en aquellos 
departamentos de mayor incidencia de la soja, la agro ganadería y el 
narcotráfi co. En estos lugares, algunos agentes fi scales y magistrados 
intervinientes en los confl ictos se posicionan ilegalmente en contra de 
campesinos, campesinas y de comunidades indígenas, aún cuando 
estos reaccionan ante situaciones irregulares o cuando solicitan el 
cumplimiento de mandatos constitucionales, tales como la protección 
a las bases naturales de la vida y el acceso a mejores condiciones de 
vida. 

Este material que nos presenta BASE Investigaciones Sociales 
(BASE-IS) recopila y analiza los patrones del proceso de criminalización 
en los primeros tres años de gobierno de Horacio Cartes, que al igual 
que sus antecesores se ha posicionado a favor de la protección de los 
intereses de los violadores de la ley y continuó con la profundización de 
la solución penal (garrote y mano dura) a las demandas sociales. Es una 
excelente síntesis del fenómeno de la criminalización en los últimos 
años, de sus dimensiones; identifi ca a los actores y casos; evidencia los 

1 Director Ejecutivo. Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (INECIP-
Paraguay). Coordinador del Departamento de Criminología y Seguridad de la Facultad de 
Ciencias, Tecnologías y Artes de la Universidad Nacional de Pilar (UNP). 
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principios penales y procesales violados, así como los distintos tipos 
penales que el Ministerio Público viene usando, sin oposición de los 
jueces de garantías, en la criminalización de los medios de expresión 
de organizaciones y comunidades campesinas. 

La selectividad punitiva queda al descubierto en el proceso de 
criminalización secundaria emprendido por los y las fi scales, es decir, 
la actuación del Ministerio Público no afecta a todos ni todas las 
personas involucradas en los confl ictos judicializados, sino que recae 
de manera particular sobre aquellas que lideran la movilización o 
sobre quienes integran alguna comisión, inscripta ante los organismos 
administrativos. Precisamente, a través del sistema penal se busca 
estigmatizar a los actores más visibles de las demandas e intimidar a 
aquellos que ven en las movilizaciones posibilidades de acceso a sus 
reivindicaciones. 

Como se describe en la investigación, la criminalización no es un 
fenómeno reciente ni se ha mantenido uniforme. En cada periodo 
de gobierno ha ido variando de técnicas y estrategias, aunque de 
manera sostenida ha venido endureciéndose, buscando disciplinar 
y atemorizar cada vez más con sentencias y castigos aleccionadores. 
Ciertamente, en este último periodo se dictaron sentencias con las 
penas más altas2, en casos de supuesta invasión de inmueble ajeno, 
pero que analizadas las circunstancias y el discurso en torno a las 
acciones desplegadas por los manifestantes, bien podrían encuadrarse 
en el ejercicio del derecho a la protesta, que tan claramente explica 
Roberto Gargarella3. 

Con relación a los tipos penales utilizados, el material vuelve a 
confi rmar lo que venimos sosteniendo desde hace algunos años en 
cuanto al uso abusivo y desproporcionado de los delitos y crímenes 
que se imputan a campesinos y campesinas. Es decir, hechos como la 
ocupación de tierras, que anteriormente eran encuadrados en tipos 
penales menos lesivos, cada vez más se los confi gura como coacción 
grave, robos agravados e incluso homicidios y tentativas de homicidios 

2 Un tribunal integrado por los jueces de Ciudad del Este Ana María Arréllaga, Graciela Flores 
Almada y Efrén Giménez Vázquez, con la intervención de la fi scala Carmen Meza y los 
abogados querellantes Guillermo Duarte Cacavelos y Claudio Lovera, en representación de 
Tranquilino Favero condenó a Rosalino Casco, Victoriano López y Federico Ayala a cinco años 
de prisión por los delitos de invasión de inmueble ajeno y coacción. En otra causa, los jueces 
Ramón Trinidad Zelaya, Yanine Ríos y Marta Romero, condenaron en junio de 2015, a cuatro 
años de cárcel a José del Rosario Delgado por invasión de inmueble ajeno. El fi scal acusador 
fue Lorenzo Lezcano. Si bien el tipo penal posibilitaba la obtención de salidas alternativas al 
proceso, la causa llegó a juicio oral y público. 

3 Roberto Gargarella. El Derecho a la protesta social. El primer derecho, Editorial Ad Hoc, 
Buenos Aires, 2005. 
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dolosos, con expectativas de penas que llegan a 30 años y habilita la 
aplicación de medidas de seguridad durante otros 10 años. 

Es que de manera reiterada, en violación a los mandatos 
constitucionales y de los principios que rigen el sistema penal en 
Paraguay, los operadores y operadoras de justicia, principalmente del 
Ministerio Público y del Poder Judicial, defi enden los intereses de los 
poderosos de las regiones (municipios, departamentos) en casos de 
confl ictos de intereses que involucran al sector campesino, aunque 
éstos tengan razón y el ejercicio de la acción directa sea el mecanismo 
extremo para hacer oír sus voces y reclamos. 

Desmovilización por dos vías 
El estudio demuestra también que las organizaciones campesinas 

de mayor trayectoria han disminuido las acciones directas. En estos 
casos, los procesamientos, las detenciones y condenas tendrían el efecto 
desmovilizador que busca. En los últimos esta desmovilización se da 
por doble vía: por un lado, a través del endurecimiento del sistema 
penal (criminalización primaria), sancionándose leyes cada vez más 
restrictivas de las garantías penales y procesales o derogando las 
existentes; y, por otro, por medio de la aplicación de penas privativas 
de libertad cada vez más altas (criminalización secundaria).

Este endurecimiento penal también se da en un contexto de 
selectividad punitiva, al que se hacía referencia más arriba, ya que no 
se aplica a todas las presuntas responsables de delitos y crímenes, ni 
alcanza a todas las conductas punibles, sino que afecta principalmente 
a los miembros más visibles de organizaciones sociales; y de manera 
particular, a quienes cuestionan la exclusión social originada por el 
modelo de producción y económico dominante en el país. 

Las condenas y prisiones que se han dictado han sido de las más 
altas, por los mismos tipos penales que se vienen usando desde hace 
más de diez años: invasión de inmueble ajeno, coacción, coacción 
grave a los que se agregaron, como se ve en el estudio, los de tentativa 
de homicidio y homicidio doloso. En estos casos, las penas alcanzaron 
30 años y se aplicaron medidas de seguridad. 

Por otro lado, la relación entre procesos penales iniciados y 
culminados en condena, demuestra claramente que la intención 
subyacente en el proceso de criminalización secundaria no responde a 
la necesidad de determinación de responsabilidad en los hechos, sino 
que más bien busca sumergir a miembros de organizaciones y de las 
comunidades dentro del sistema penal y, con ello, generar mecanismos 
de restricciones y controles que conlleva el procesamiento. 
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Un elemento clave que explica este fenómeno son los procesos 
penales arbitrarios, ya que introduce a los militantes más activos 
al proceso penal, con lo cual se obstaculiza la reivindicación de las 
demandas, neutraliza las actividades de los dirigentes y envía un 
mensaje desmovilizador a los demás miembros.

Una vez más, con esta investigación, BASE Investigaciones Sociales 
contribuye a la literatura especializada sobre la problemática social 
en Paraguay, que demanda ser documentada, descripta y analizada, 
pero por sobre todo, visibilizada en aras a la ruptura del cerco del 
silencio y la impunidad.
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Introducción

El modelo extractivista se ha ido profundizando aceleradamente 
en los últimos años, particularmente en la dimensión de los agronego-
cios. A la fecha, ya son veinte las semillas genéticamente modifi cadas 
que fueron liberadas, dieciocho de ellas sin mayor control, posterior 
al golpe parlamentario de junio de 2012, la gran mayoría (catorce) du-
rante el gobierno de Horacio Cartes (González, 2015:19).. Asimismo, 
94% de las tierras aptas para cultivos (MAG, 2015) se utilizan para la 
producción de commodities y más de 17 millones de hectáreas eran 
usadas ya en 2008 por la ganadería (MAG, 2009). Estos datos son solo 
algunos indicadores de la dimensión del avance del modelo, avance 
que se da sobre el territorio de comunidades campesinas e indígenas. 
El rol que juega el Estado, además de generar las condiciones requeri-
das por el modelo, es el de criminalizar a quienes oponen resistencia, 
buscando defender sus territorios o frenar las fumigaciones ilegales.

Este estudio tuvo por objetivo general identifi car y analizar los ca-
sos de criminalización, particularmente los de judicialización a la lu-
cha campesina ocurridos durante los dos primeros años del gobierno 
de Horacio Cartes (15 de agosto de 2013 al 14 de agosto de 2015). Fue-
ron incluidos aquellos que se iniciaron o que se desarrollaron durante 
el periodo, y como objetivos específi cos: a. identifi car el contexto y los 
sujetos de la criminalización y b. analizar la dinámica de los procesos 
de la judicialización. Se partió de la hipótesis de que la judicialización 
es actualmente la principal dimensión de la criminalización, y que es 
el Ministerio Público la punta de lanza para frenar y disciplinar la lu-
cha campesina e indígena, como parte del patrón de ataques desde el 
Estado para favorecer a los sectores vinculados a los agronegocios, tal 
como plantea el informe Chokokué (Codehupy, 2014).

El libro está organizado en cuatro capítulos. En el primero, se ana-
lizan las diferentes dimensiones de la criminalización, no solo en base 
al material bibliográfi co seleccionado, sino también tomando en cuen-
ta entrevistas realizadas a referentes de las dos organizaciones campe-
sinas que mayor cantidad de casos de criminalización han registrado. 
Esta discusión fue clave para defi nir los criterios de selección de casos, 
aquellos en los que hubo intervención policial o fi scal.

El segundo capítulo, realiza un análisis general de los casos –expli-
cando la metodología utilizada– con un enfoque más cuantitativo, y 
posteriormente se pasa a describir cada uno de ellos. Se evidencia que 
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los confl ictos se dan mayormente por la tierra, y en segundo lugar, 
en el marco de resistencia a las fumigaciones ilegales. De los casos de 
confl ictos de tierra descriptos y analizados en este estudio, se puede 
apreciar que hay una disminución de la acción por parte de organi-
zaciones campesinas que anteriormente eran reconocidas por sus ac-
ciones reivindicativas y que la mayoría son lideradas por Comisiones 
Vecinales no agremiadas a una organización de carácter regional o 
nacional. En relación a la resistencia a las fumigaciones ilegales de 
manera organizada, es la Federación Nacional Campesina (FNC) la 
que se destaca por encarar una lucha frontal contra las fumigaciones 
ilegales y las violaciones de las leyes ambientales realizadas por los 
productores sojeros en diferentes puntos del país.

Se puede observar que en los dos tipos de confl ictos señalados, 
hay más campesinos imputados y menos heridos o golpeados, o sea, 
se produjeron hechos represivos de violencia policial, pero aumentó el 
papel represivo de agentes del Ministerio Público. Es evidente, con la 
mayor cantidad de imputaciones en los casos de tierras, la intolerancia 
de los sectores poderosos hacia esta reivindicación; pero también se 
aprecia que los campesinos ya no se dejan sorprender por las fuer-
zas represivas para ser golpeados y encarcelados, adoptan nuevas es-
trategias de resistencia, abandonando provisoriamente la ocupación, 
aunque generalmente sus cultivos, viviendas, utensilios y herramien-
tas son destruidos o robados por los intervinientes. En cambio, en los 
casos de resistencia a la fumigación ilegal, integrantes de las comuni-
dades y organizaciones campesinas, pareciera que no tienen otra al-
ternativa que enfrentar física y directamente a quienes atropellan sus 
derechos, por lo que son reprimidos con violencia, aunque no siempre 
son imputadas todas las personas involucradas; pareciera existir un 
patrón de judicialización selectiva.

En el capítulo tercero se puede observar el aumento de campe-
sinos condenados en juicios orales y públicos o por medio de otras 
alternativas procesales, como la del “procedimiento abreviado”, prin-
cipalmente los dirigentes que estuvieron involucrados en la lucha por 
la tierra. Las condenas no son únicamente por “Invasión de inmueble 
ajeno”, también son utilizadas otras fi guras penales para procesarlos 
y condenarlos.

En los casos de los confl ictos analizados, se puede apreciar que 
el Ministerio Público tiene un patrón de actuación y que se vale de 
ciertas fi guras penales para judicializar las reivindicaciones campe-
sinas y presentar esas acciones de las organizaciones y/o pobladores 
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y pobladoras de las comunidades, como simples hechos vandálicos, 
delictivos o criminales. También se constata el endurecimiento de los 
agentes fi scales en los procesos judiciales abiertos contra militantes de 
las organizaciones campesinas, ya no solo abren procesos judiciales 
con fi nes de desmovilizar y forzar el abandono de sus luchas o sus 
reivindicaciones, sino que insisten en llevarlos directamente a proce-
sos judiciales que los condenen, que vayan a la cárcel y queden con 
antecedentes judiciales.

En los distintos confl ictos analizados, se observan violaciones a de-
rechos del campesinado y de las comunidades indígenas, tanto de ca-
rácter constitucional como convencional. Es más, hay ciertos derechos 
que el Estado no llega a garantizar o efectivizar, como el Derecho a la 
Propiedad de la Tierra, y la Reforma Agraria, que siguen postergados 
en nuestro país, tal como se examina en el cuarto capítulo.

Se evidencian asimismo, atropellos a los derechos del campesina-
do por el modelo de los agronegocios, tanto por ser uno de los causan-
tes de los confl ictos en el campo, como por la intervención represiva 
que ejerce el Estado ante la resistencia o reivindicaciones campesinas 
por defender sus derechos a la salud, a la educación, al gozo de un 
ambiente saludable entre otros derechos económicos, sociales y cultu-
rales que está obligado el Estado a garantizar.

En este estudio se evidencia, con los datos concretos de cada uno 
de los casos, que la criminalización es una política explícita desde el 
Estado para privilegiar el avance del extractivismo en nuestro país, 
aunque sea violando la Constitución Nacional y los derechos huma-
nos de las comunidades campesinas e indígenas y que el Ministerio 
Público –violando asimismo la normativa que lo rige– sea quien lidera 
los procesos de judicialización, una dimensión que durante el gobier-
no de Horacio Cartes se ha profundizado.

Finalmente, agradecemos la colaboración de Juan Martens, del 
equipo de BASE-IS y el apoyo solidario de Misereor, para la elabo-
ración de este estudio, que esperamos pueda contribuir no solo a di-
mensionar los atropellos a las comunidades en el marco del avance del 
modelo, sino sobre todo a impulsar las rebeldías y las solidaridades en 
la lucha contra las diferentes facetas del extractivismo en nuestro país. 





19

1. Criminalización y sus procesos de 
judicialización: la percepción de las 

organizaciones

Este estudio parte de que la criminalización es “una estrategia 
pensada y montada desde el Estado para enfrentar las luchas socia-
les y colocar en el plano judicial (delictivo) los problemas sociales, de 
manera a deslegitimar las luchas por los derechos. Apunta a la des-
movilización social, ya sea por medio de la represión directa o de ate-
morizar a sectores sociales con perder su libertad. Al criminalizar, el 
Estado selecciona un acto de protesta (que está amparado legalmente) 
y lo transforma en delito, y sobre los sujetos que lo llevan adelante 
cae todo el poder coercitivo del mismo, lo cual se va agravando con el 
intento de endurecer aún más los marcos legales” (Palau y Corvalán, 
2008).

Los procesos de criminalización en nuestro país empezaron a ser 
denunciados sistemáticamente como tales a partir del nuevo siglo, sin 
embargo, su dimensión represiva en las movilizaciones y la violencia 
extrema en los desalojos fueron sus manifestaciones más corrientes 
durante toda la década del 90, así como el asesinato a militantes socia-
les y la estigmatización desde los medios empresariales de comunica-
ción a los sectores en lucha.

En el país “los sujetos sobre los que cae con mayor fuerza esta lógi-
ca de dominación, son principalmente las fuerzas campesinas, ya que 
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son ellas las que intentan frenar el avance del capital internacional en 
el país, es decir, quienes intentan frenar el avance de los agronego-
cios” (Palau M., 2009). Así, “la criminalización de los movimientos 
populares es un aspecto orgánico de la política de 'control social' del 
neoliberalismo. Articula distintos planos de las estrategias de domi-
nación, que van desde la criminalización de la pobreza y la judicia-
lización de la protesta social, hasta la represión política abierta y la 
militarización. Son distintos mecanismos tendientes a subordinar a los 
pueblos a las lógicas políticas del gran capital, para asegurar el control 
de los territorios, de los bienes de la naturaleza, de las poblaciones 
que los habitan, y para reducir o domesticar las disidencias” (Korol y 
Longo, 2009).

En este periodo, las organizaciones campesinas han sido las más 
criminalizadas y poseen mucha claridad de lo que eso implica. Así la 
FNC, considera que “la criminalización se expresa en la represión que 
parte del Estado en forma permanente contra el campesinado y con-
tra el pueblo organizado que reivindica sus derechos. Cada vez se va 
profundizando más con instrumentos jurídicos, fundamentalmente a 
través de las fi scalías y el Poder Judicial. Cualquier lucha, cualquier 
reacción por parte del campesinado para defender su comunidad, o 
los que luchan por mejores condiciones de infraestructura o servicios 
básicos en los asentamientos, o contra el envenenamiento de su comu-
nidad, o los que luchan por un pedazo de tierra, esos son imputados, 
procesados y condenados. Permanentemente el Estado con su polí-
tica, equipara con un criminal a los militantes de las organizaciones 
campesinas y a cualquier sector que lucha por mejores condiciones 
de vida y, sobre todo, a quienes defi enden sus derechos, y eso clara-
mente se expresa con mucha más fuerza en los últimos tiempos en la 
lucha contra la sojización, en la lucha contra el envenenamiento de las 
comunidades. En el caso de la FNC, por ejemplo, en un periodo de 
cuatro meses, más de 160 campesinas y campesinos miembros fueron 
imputados, reprimidos, detenidos y heridos, y varios fueron presos, 
por luchar contra el envenenamiento y el atropello a las comunida-
des”, tal como lo señaló Marcial Gómez (2015).

Por su parte, Esteban Irala, de la Organización de Lucha por la Tie-
rra (OLT), indicó que la criminalización “incluye el accionar de poli-
cías, fi scales y jueces; son herramientas de los ricos, que solo a los ricos 
van a defender, nosotros sabemos perfectamente eso en la OLT. No 
hay algo más peligroso que esta estructura policial-judicial, porque 
ellos directamente atacan a los que luchan por sus derechos”.
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En un entramado complejo se desarrollan los procesos de crimina-
lización e implican el accionar de diferentes “agentes involucrados en 
la legitimación de la persecución a través de la ley a grupos organiza-
dos: Ministerio Público, Poder Judicial y Policía Nacional” (Martens, 
2009:75) que “procesan, imputan, detienen, encarcelan y condenan a 
quienes realizan legítimos reclamos de acceso a la salud (Art. 68), a la 
educación (Art. 73), a un ambiente saludable (Art. 7), a una reforma 
agraria integral (Art. 114), a la calidad de vida (Art. 6); derechos que 
están reconocidos en la Constitución Nacional de 1992, históricamente 
incumplidos” (Martens et al., 2015:7).

Clave es el rol que juegan los medios empresariales de prensa que 
preparan las condiciones –estigmatizando a los sujetos y criminali-
zándolos– legitimando las acciones de los órganos represivos; la cri-
minalización de los movimientos sociales “viene estrechamente unida 
a una campaña de descalifi cación y de acusaciones que poco o nada 
tienen que ver con la realidad. Las acusaciones se desarrollan directa-
mente contra el movimiento o uno de sus líderes, presentándolo como 
un verdadero peligro contra la sociedad toda. De esta manera, pre-
tenden justifi car ante la opinión pública el uso indiscriminado de la 
fuerza contra las organizaciones sociales” (Palau M., 2009).

También tiene una gran importancia la participación activa de 
otras instituciones del Estado en este entramado, tal como relatan des-
de la OLT, señalando que “es muy grave que las instituciones públi-
cas, el propio Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra 
(INDERT), cómo propicia a veces para que la Policía y la fi scalía ac-
túen contra el campesinado. Me acuerdo que en una oportunidad en 
el INDERT un señor –que estaba como secretario general– nos dijo 
en una reunión ‘ustedes los líderes de la organización, le tienen que 
sacar todo a su gente de la ocupación, de lo contrario van a ser todos 
procesados’, y hasta abrieron un proceso contra la OLT en la fi scalía” 
(Irala, 2015).

Desde la caída de la dictadura hasta agosto de 2013, se han docu-
mentado 115 casos de asesinatos a dirigentes y militantes de organi-
zaciones campesinas en el marco de la lucha por la tierra, según datos 
del informe Chokokue (Codehupy, 2014). Desde la fi nalización de ese 
informe a la fecha, fueron denunciados por diferentes organizacio-
nes, otros cinco casos de asesinatos a dirigentes campesinos: Lorenzo 
Areco (14/08/2013), Inocencio Sanabria Osorio (17/09/2013), Julián 
Ojeda Espínola (18/12/2015) en Concepción, Nery Ramón Benítez 
Galeano (2/02/2014) en San Pedro y Eusebio Torres (6/03/2014) en 
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Itapúa, según datos del Observatorio de Derechos Humanos, Tierra y 
Agronegocios. Esta violencia extrema es parte de la criminalización al 
movimiento campesino.

Tal como lo señala el citado informe, los asesinatos “no ocurrie-
ron de un modo casual, inconexo o como consecuencia del descontrol 
de algún jefe policial. Estos atentados fueron planifi cados y tuvieron 
la coherencia de una fi nalidad política. Se perpetraron en el contexto 
de un plan general de ataque sobre una parte signifi cativa de la po-
blación campesina con el objetivo de forzar su desplazamiento para 
apropiarse de sus territorios, mediante la perpetración sistemática y 
generalizada de métodos de terrorismo de Estado que gozan de la 
impunidad judicial” (Codehupy, 2014:7).

La judicialización es una de las dimensiones de la criminalización 
que ha ido en aumento en los últimos años, la cual se manifi esta con la 
impunidad a los responsables de los asesinatos y con las imputaciones 
a militantes por luchar por sus derechos. Al respecto, es importante 
recordar lo señalado por Tomás Palau: “Las leyes son hechas por per-
sonas que forman parte de una sociedad concreta en determinados 
momentos de su evolución. Normalmente tampoco son hechas por 
personas cualquiera que representen a todos los sectores de la socie-
dad, sino por determinados exponentes, de determinados sectores so-
ciales, que suelen ser los que tienen más dinero y más poder político. 
Las leyes, en consecuencia, tienen un fuerte, muy fuerte sesgo oligár-
quico desde su concepción hasta su aplicación” (Palau T., 2009:16).

La estrategia de utilizar el aparato de justicia para frenar y silenciar 
la lucha campesina implica, tal como lo plantea Martens (2009:75), el 
“funcionamiento selectivo del sistema penal paraguayo como instru-
mento de persecución y desmovilización de grupos organizados que 
reivindican derechos humanos fundamentales”, que además tiene por 
objetivo “no solamente desarticular al movimiento campesino, sino a 
la vez, disciplinar a la población excedente a través de la aplicación 
de violencia excesiva y simbólica contra quienes resisten al modelo 
agroexportador” (Martens et al., 2015:34). Así, el sistema judicial en su 
conjunto actúa para dar un ropaje de legalidad a la represión, buscan-
do principalmente el disciplinamiento social.

Ante la persecución judicial, la FNC acude a instituciones como 
“la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (CODEHUPY) 
o al Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales 
del Paraguay (INECIP), que son organizaciones fraternas, y en algu-
nos casos a otros profesionales que voluntariamente nos ayudan en la 
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lucha que llevamos, en momentos de represiones y apresamientos” 
(Gómez, 2015). Señaló asimismo Marcial Gómez que “como organiza-
ción, nosotros no tenemos abogados contratados para asistir de forma 
permanente a los miembros procesados, porque no tenemos posibili-
dades económicas. Para contar con un abogado se requiere de recursos 
para contratarlo y también recursos para costear los gastos propios de 
los procesos que se abren a nivel nacional contra los miembros de la 
organización, eso tiene un costo grande”.

En la misma línea, desde la OLT relataron que “la organización 
desea que sus socios procesados se presenten ante la justicia y sean li-
berados, pero tenemos el problema de que la cuestión jurídica es muy 
cara; para llevar un caso, un abogado te pide de tres a cuatro millones 
de guaraníes y los socios muchas veces no tienen recursos ni para salir 
a las ciudades. La OLT, como organización, no cuenta con abogados, 
solemos coordinar con otras instituciones que sí cuentan con aboga-
dos. Pero los apoyos son voluntarios e intervienen solo en los momen-
tos más difíciles de la situación, siempre hay solidaridad de varias 
instituciones con la OLT en este tipo de situaciones”.

Continuó señalando que desde la OLT “se les trata de ayudar a 
los procesados, pero no es sufi ciente, las instituciones que nos ayudan 
no tienen tampoco la capacidad, porque casi no hay instituciones que 
fi nancian temas jurídicos –al menos yo no conozco una que fi nancie 
ese aspecto del trabajo en Paraguay–, que pueda ayudar fuertemente 
a los compañeros, porque ese aspecto es difícil, es pesado y es una 
necesidad de la organización, una necesidad muy grande. A nosotros 
ahora mismo, quien nos ayuda es CODEHUPY y también el Servicio 
Jurídico Integral Para el Desarrollo Agrario (SEIJA), estas institucio-
nes nos ayudan sobre las situaciones de tierras malhabidas o en casos 
muy complejos, nos brindan también asesoramiento y nos hacen de 
nexo con los abogados de la Defensoría Pública para la asistencia a 
los procesados; pero no tenemos un abogado que se comprometa de 
forma exclusiva para la intervención rápida, para asistir donde haya 
problemas, eso no tenemos y nos es muy difícil, porque hay muchos 
problemas”.

Las organizaciones no acuden con frecuencia a la Defensoría Pú-
blica, dado que –tal como señaló Marcial Gómez– “en algunos luga-
res, muy pocos cumplen bien con sus funciones, la gran mayoría no 
está como para representar y defender al campesinado y a todos los 
procesados perseguidos por la fi scalía y los jueces por luchar y defen-
der a sus comunidades, esa es una realidad”. Señaló asimismo que “el 
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funcionamiento mismo del Poder Judicial, en muchas cosas ata a los 
pequeños productores, porque, por más que se consiga la ayuda de al-
gún abogado privado, hay que pagar actas y otros trámites, el costo de 
un juicio es muy difícil para el pequeño productor o para las familias 
campesinas. En la Defensoría Pública, excepcionalmente hay algunos 
que cumplen bien con su trabajo, pero la mayoría no”.

La persecución “legal” a las organizaciones se inicia con el accionar 
de agentes del Ministerio Público que, contrariamente al rol que les 
corresponde, actúan como el primer eslabón de la judicialización de la 
lucha campesina. La experiencia de la FNC en el caso de Huber Duré, 
refl eja el típico accionar de la Fiscalía para con las organizaciones y las 
comunidades campesinas. “El asentamiento está totalmente rodeado 
por grandes extensiones de soja y las fumigaciones son constantes; se 
hicieron muchas movilizaciones, resistencia y denuncias ante todas 
las instituciones responsables y no hubo respuesta; por esa razón la 
gente salió a movilizarse y fueron reprimidos; dos pobladores queda-
ron heridos y fueron seis meses a la cárcel, así siguió la persecución. 
Posteriormente fallecieron dos criaturas, Adela y Adelaida; más de 35 
personas se enfermaron con los mismos síntomas que acabaron con la 
vida de las niñas, no se hizo caso a esta situación, se acudió al Minis-
terio de Salud con denuncias sobre la situación, pero todo terminó en 
nada. Después de un mes de estos hechos, 430 animales fallecieron en 
el asentamiento, no hubo ninguna investigación al respecto, se queda-
ron paralizadas las investigaciones, no hay ningún seguimiento por 
parte de la fi scalía sobre estos hechos, y así ocurre en todos los casos. 
No hay ningún hecho concreto de investigación seria hasta la actuali-
dad sobre las denuncias formuladas por los miembros de la organiza-
ción ante las instituciones correspondientes, sobre las violaciones de 
normas ambientales, fumigación sin barrera viva, utilización indiscri-
minada de los agrotóxicos, desmonte; todas las denuncias hechas se 
quedan encarpetadas; pero sí los fi scales y jueces actúan con mucha 
celeridad y fuerza para reprimir a los que reclaman sus derechos”.

Respecto a las formas como se inician los procesos judiciales con-
tra militantes de las organizaciones campesinas, Esteban Irala de la 
OLT, manifestó que “la fi scalía imputa a los que identifi ca al momento 
de enterarse cómo se llaman, sin son dirigentes, estando o no en el 
momento de la intervención, ahí ya le imputan. A mí me hicieron así 
y tuve que ir a fi rmar durante dos años en el Juzgado de Curuguaty. 
Siempre pedí para que se investigue como corresponde lo aconteci-
do, a modo de esclarecer el hecho, porque yo ni estaba en la acción 
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realizada por los compañeros, pero me imputaron por ser dirigente 
distrital y por ser miembro de la OLT. Fueron otros los que realiza-
ron una ocupación y por ese hecho me imputaron a mí, me abrieron 
una investigación. La fi scalía no busca primero contar con evidencias 
contundentes y después imputar; sino que, al identifi carle a uno, ya 
lo imputan; ellos solo necesitan nombres, a veces se valen de algunos 
políticos para averiguar los nombres de los miembros de la organi-
zación para poder imputar. En estos últimos tiempos, para imputar 
más fácil y rápidamente, los fi scales solicitan al INDERT, a través de 
nota, que informe sobre la Comisión Vecinal Sin Tierra y el censo de 
los mismos; esto es más grave aún, porque ellos entre instituciones se 
facilitan el trabajo, eso pasó en el caso del Asentamiento 1° de Marzo 
“Joajú” de la OLT. El fi scal Benjamín Maricevich solicitó el censo al 
INDERT, para poder identifi car a los pobladores del asentamiento. 
En ese momento el INDERT aún no contaba con el censo de esa co-
munidad, y empezaron a apurar para que haya una renovación de la 
directiva de la Comisión Vecinal mencionada, decían que la gestión 
solo seguiría así; y cuando la organización cumplió con ese requisito, 
cuando presentó el acta de renovación al INDERT, enseguida fueron 
imputados doce miembros de la Comisión Directiva y emitieron or-
den de captura sobre los mismos; es un aspecto muy preocupante esta 
forma de actuación para las organizaciones de los sin tierras, porque 
cuando se entra con la fi scalía se complica mucho la situación”.

En los casos de imputaciones masivas, los fi scales de la causa atri-
buyen a los procesados similares delitos y responsabilidades, por el 
solo hecho de haber participado en la acción a criminalizar. En este 
sentido, se visibiliza que para los fi scales no son necesarias pruebas 
contundentes para formular imputación o abrir un proceso contra los 
integrantes de las organizaciones y/o comunidades donde surgen 
confl ictos. El mensaje de estas imputaciones puede leerse como medi-
das para que las personas no muestren resistencia y no puedan orga-
nizarse para defender sus derechos básicos.

Este accionar del Ministerio Público –para la FNC– “se realiza cla-
ramente con el objetivo de desarticular la organización, atajar la ac-
ción de la gente y para que pueda avanzar el modelo de producción 
agroexportador y empresarial, que se sustenta sobre el latifundio, cla-
ramente eso está demostrado; el Poder Judicial es un instrumento más 
al servicio de los latifundistas y agroexportadores. Nosotros entende-
mos que el marco jurídico, las leyes existentes, se utilizan acorde a la 
correlación de fuerza existente, incluso muchas leyes, como la propia 
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Constitución Nacional y otras leyes medioambientales como la ley de 
deforestación cero, también las leyes que regulan la utilización de in-
secticidas; esas leyes, de alguna forma protegerían mínimamente a las 
comunidades, pero esas leyes no se respetan; por tanto, la única forma 
de defender y reclamar nuestros derechos es a través de la moviliza-
ción”.

Una reciente investigación (Martens et al., 2015:65) ya señaló que 
“la actuación de fi scales se reduce, lisa y llanamente, a la caza de cual-
quier disidente o grupo que pueda quebrantar o amenazar el negocio 
del modelo de producción dominante, ya que sus actuaciones carecen 
de racionalidad jurídico-penal y no se adecuan al modelo de persecu-
ción penal diseñado en la Constitución de 1992”.

La judicialización a las organizaciones, como ya se señaló, se da 
principalmente en el marco de la lucha por la tierra y de la resisten-
cia al modelo de los agronegocios. Al parecer de la FNC, esto ocurre 
dado que “lastimosamente el Estado asume como política, la defensa 
del modelo de producción agroexportador y latifundista que hay en 
nuestro país, y en ese sentido, todas las instituciones existentes, su-
puestamente para velar por el respeto de los derechos y en defensa 
de las comunidades campesinas e indígenas o del pueblo en su con-
junto, no funcionan. Nosotros siempre presentamos denuncias en la 
Secretaría del Medio Ambiente (SEAM), en el Servicio Nacional de 
Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE), en el Ministerio 
de Agricultura y Ganadería (MAG), en la Fiscalía del Medio Ambien-
te, en las Municipalidades, incluso en la Fiscalía General y nunca nos 
hacen caso, y como única forma para que la gente pueda defender su 
comunidad, su familia y su producción, se recurre a la movilización 
y resistencia a los atropellos, por no tener respuestas de parte de las 
instituciones” (Gómez, 2015).

Por su parte, desde la OLT, Irala (2015) expresó que “las ocupa-
ciones se realizan cuando los trámites ante el INDERT se agotan y 
dicha instancia no da respuestas“, se alarga demasiado la gestión en 
el INDERT, no se hacen los trabajos correspondientes y no encon-
tramos ningún resultado; entonces, cuando se llega a esa situación, 
los miembros de las Comisiones Sin Tierras también se cansan y se 
desilusionan. Cuando pasan mucho tiempo bajo las carpas, ya sufren 
hambre, sienten más el calor, el frío, y cuando ya se hartan de la situa-
ción, se toman las medidas para presionar a las autoridades responsa-
bles; es en ese momento en que se opta por realizar la ocupación del 
inmueble, como medida de presión. Las ocupaciones se realizan por 
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falta de resultados por parte de las instituciones estatales: INDERT, 
Procuraduría General de la República (PGR), Dirección General de 
Registros Públicos (DGRP), Ministerio de Obras Públicas y Comuni-
caciones (MOPC) etc.; los miembros de las Comisiones de Sin Tierras 
esperan mucho tiempo para llegar a esa determinación, la mayoría 
aguardan en campamentos frente a la fi nca pretendida, durante varios 
años; hay casos en donde se espera hasta siete años en campamentos 
la respuesta estatal a las gestiones; después, cuando no hay resultados 
a sus trámites, deciden ocupar para saber la situación de la tierra: si 
tiene dueño, dónde se encuentra su dueño, su condición jurídica ac-
tual, etc., para que posteriormente se le solicite su Carta de Oferta o 
se promueva la Mensura Administrativa o Judicial, o se encamine la 
gestión según sea el caso”.

El segundo escenario se da con mayor frecuencia en el marco de 
la resistencia al modelo de los agronegocios. Teodolina Villalba, de la 
FNC, expresó al respecto: “Los compañeros ya están conscientes de 
que la lucha acarrea consecuencias; cualquier acción, ya sea oposición 
a la fumigación u ocupación de tierra, implica una intervención por 
parte del Estado, y éste utiliza las instituciones como la Policía, fi scalía 
y el Poder Judicial para frenar las acciones; pero cada consecuencia 
–imputaciones, procesos, imposición de medidas alternativas a la pri-
sión–, nosotros desde la organización tratamos de politizar y eso tiene 
otra vez un resultado positivo. Por ejemplo, en uno de los casos en que 
se le impuso medida alternativa a la prisión a miembros de la FNC 
para plantar arbolitos en escuelas y colegios, se decidió acompañar 
la tarea impuesta por la justicia a los compañeros como organización, 
y así se aprovechó para concienciar a los alumnos de las escuelas y 
colegios, y a la ciudadanía en general, sobre la importancia de la refo-
restación y el cuidado de los bosques. Estas acciones políticas los ricos 
no hacen, a ellos no se les imponen medidas de este tipo; además, 
los compañeros que fueron procesados salen más fortalecidos para 
luchar, porque ven y sienten el acompañamiento que se les hace desde 
la organización. A nadie se le deja solo cuando se encuentra procesado 
por la justicia, varios de los que ya solucionaron su problema judicial, 
están ahora con más energía para luchar por sus derechos”.

“La acción también sirvió para instalar políticamente el tema; gra-
cias a esas acciones, se generaron más debates en la sociedad, también 
las instituciones estatales se vieron en apuros por la situación genera-
da en ciertos momentos en el campo, principalmente las instituciones 
encargadas de controlar y regular sobre el tema” (Gómez, 2015).
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Desde el 15 de agosto de 2013 hasta el 15 de agosto de 2015, se pro-
fundizó la resistencia a las fumigaciones ilegales en el campo, a partir 
de la decisión de la Federación Nacional Campesina de encarar una 
lucha frontal contra los atropellos que sufren las comunidades. Esta si-
tuación fue uno de los elementos de presión para que el 30 de enero de 
2014, el Comandante de la Policía Nacional fi rmara la Resolución N° 
87, que aprueba el Protocolo de actuación policial en caso de confl ictos 
generados por siembra, fumigación o cosecha de productos agrícolas, 
en el que se establece como órgano policial encargado de atender en 
los casos de confl ictos, al departamento de Bosques y Asuntos Am-
bientales y se estipula la forma de proceder en los casos4.

Esta resolución de la Comandancia de la Policía Nacional, además 
de ser un protocolo de actuación para los casos de confl ictos, es tam-
bién un posicionamiento institucional con relación a la situación legal 
de los cultivos o actividades agrarias, para que la Policía pueda ac-
tuar. Es sabido que en la mayoría de los casos, la Policía recibe orden 
de fi scales y jueces para intervenir, y son las instituciones judiciales 
mencionadas las que los obligan a incurrir en actuaciones ilegales o en 
contra de las normas establecidas, como el caso de la protección para 
las fumigaciones en condiciones no permitidas por las normas. Con la 
fi rma del Protocolo, la Comandancia de la Policía Nacional también 
sentó postura de no realizar protección o intervenciones en casos que 
no se ajustan a las leyes.

Las denuncias y la visibilización de los atropellos es una estrategia 
de protección a las comunidades. En la conmemoración de un año 
de fallecimiento de las hermanitas Adela y Adelaida del Asentamien-
to Huber Duré, por probable intoxicación con agrotóxicos, Teodolina 
Villalba (2015) señaló con relación a los productores de soja: “Mucho 
se cuidan para realizar las fumigaciones en los lugares donde hubo 
confl icto, varios dejan de fumigar, otros dejan de plantar y también 
algunos incluso ya abandonaron sus tierras “omuñama chupekuera lo-
mitá” (los echaron los compañeros). Es un ejemplo, de que a partir 
de la lucha, los productores sojeros que no respetan las normas am-
bientales, optan por ponerse en regla y dejan de fumigar en áreas no 
permitidas, e inclusive, abandonan sus cultivos en zonas cercanas a 
las comunidades en resistencia”.

Si bien la criminalización y judicialización a las luchas de las orga-
nizaciones campesinas va perfeccionándose, también las organizacio-

4 http://ea.com.py/v2/policia-ahora-protegera-a-campesinos-afectados-por-fumigaciones-
aseguran/



29

JUDICIALIZACIÓN Y VIOLENCIA CONTRA LA LUCHA CAMPESINA

nes campesinas han logrado generar acciones positivas para enfren-
tarlas; la alianza con organizaciones fraternas y las denuncias de las 
irregularidades de los procedimientos, son las que mejores resultados 
han dado. Ciertamente no logran evitar que los militantes sean im-
putados o inclusive procesados, pero sí evidenciar la completa par-
cialidad del aparato de justicia a favor de la oligarquía nacional y los 
actores del agronegocio.
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2. Casos de criminalización 
y judicialización a las 

luchas campesinas e indígenas

2.1 Una mirada introductoria a los casos
Los casos analizados en este estudio fueron identifi cados prime-

ramente a partir de la información registrada en la base de datos del 
Observatorio de Derechos Humanos, Tierra y Agronegocios5, la cual 
se nutre tanto de información periodística –comunitaria, alternativa 
y comercial–, como de pronunciamientos difundidos por las organi-
zaciones. Posteriormente, fueron seleccionados aquellos que reunían 
al menos una de las dimensiones de la criminalización: i. sufrieron 
procesos represivos (personas heridas durante la intervención, de-
nuncias de maltratos o torturas por fuerzas policiales –ya sea durante 
los procesos represivos o en centros de detención– y/o destrucción de 
bienes), y/o ii. se dio un proceso de judicialización que implicó impu-
taciones, detenciones o procesos judiciales. 

Dado que la información disponible no siempre contenía toda la 
información necesaria, se realizaron entrevistas a dirigentes de las or-
ganizaciones con las que se pudo contactar, quienes además de fa-
cilitar datos, ofrecieron información sobre otros casos conocidos por 
ellos, con los que se aplicaron los criterios ya señalados. Si bien se 

5 http://www.baseis.org.py/inicio-observatorio/
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pretendía realizar un análisis diferenciado de cómo afecta la crimina-
lización a mujeres y hombres, a menores de edad, jóvenes y adultos, 
esto no ha sido posible dado que no se puede acceder a información 
con este nivel de desagregación. Los casos analizados probablemente 
no sean todos los ocurridos, solo son aquellos que han sido difundi-
dos, por lo cual los datos presentados en este estudio son indicativos 
del proceso de criminalización, evidenciando una tendencia general.

Se han identifi cado 43 casos de criminalización, más de 60% de 
ellos vinculados a la lucha por la tierra, y cerca de 40% a la lucha con-
tra los agronegocios. Éstos se dan en nueve departamentos del país, 
y alrededor de 60% solo en dos departamentos, Canindeyú (32.5%) y 
San Pedro (27.9%), ambos caracterizados históricamente por una fuer-
te tradición de lucha campesina.

Cuadro 1. Tipo de confl icto según departamento

Departamento Tipo de confl icto TotalTierra Agronegocios

San Pedro 
5 7 12

41.67 58.33 100.00
19.23 41.18 27.91

Guairá 
0 1 1

0.00 100.00 100.00
0.00 5.88 2.33

Caaguazú 
3 2 5

60.00 40.00 100.00
11.54 11.76 11.63

Caazapá 
1 0 1

100.00 0.00 100.00
3.85 0.00 2.33

Itapúa 
3 0 3

100.00 0.00 100.00
11.54 0.00 6.98

Misiones
1 0 1

100.00 0.00 100.00
3.85 0.00 2.33

Alto Paraná 
4 1 5

80.00 20.00 100.00
15.38 5.88 11.63

Canindeyú 
8 6 14

57.14 42.86 100.00
30.77 35.29 32.56

Alto Paraguay
1 0 1

100.00 0.00 100.00
3.85 0.00 2.33

Total 
26 17 43

60.47 39.53 100.00
100.00 100.00 100.00

                     Fuente: elaboración propia.
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La lucha por la tierra que llevan adelante actualmente las orga-
nizaciones es por 52.863 hectáreas aproximadamente6. Las tierras en 
disputa, se encuentran mayoritariamente en manos de propietarios 
particulares (56.5%) y más de 60% de las tierras disputadas están sien-
do usufructuadas por extranjeros, incluyendo entre los mismos a los 
llamados brasiguayos.

Cuadro 2. Propietario y nacionalidad

Nacionalidad

Propietario

TotalEmpresa, 
Cooperativa,
Fundación

Particular Comunidades
indígenas

Paraguaya
2 5 2 9

22.2 55.6 22.2 100.0
25.0 38.5 100.0 39.1

Extranjera
6 8 0 14

42.9 57.1 0 100.0
75.0 61.5 0 60.9

Total
8 13 2 23

34.8 56.5 8.7 100.0
100.0 100.0 100.0 100.0

Fuente: elaboración propia.

Los casos de confl icto sobre resistencia al agronegocio identifi -
cados en el período, evidencian que es una problemática que se va 
agravando en el campo. Como se podrá apreciar en la descripción de 
los distintos casos, en varios lugares del país y con distintos tipos de 
organizaciones (comunitarias, regionales y nacionales), se ha llegado 
a enfrentamientos físicos directos, ya sea con la Policía Nacional o con 
guardias privados contratados por los empresarios del agronegocio.

Desde la asunción de Horacio Cartes, en agosto de 2013 a agosto 
de 2015, se registraron 43 casos considerados de criminalización y ju-
dicialización, en los que se dieron represiones violentas (87 personas 
heridas o torturadas) y destrucción de bienes (16 casos donde se que-
maron viviendas, se destruyeron cultivos y se robaron bienes de fami-
lias campesinas), así como también han sido imputadas 460 personas, 
detenidas 273 y condenadas 38.

Como puede observarse en el Cuadro 3, la violencia policial se da 
más frecuentemente en las acciones contra los agronegocios; mien-
tras que los procesos de judicialización en el marco de la lucha por la 
tierra. Esta diferencia podría estar explicada por la centralidad de la 

6 Esta cifra se desprende de la sumatoria de las hectáreas en disputa que se mencionan en cada 
caso de confl icto de tierra que son parte de este estudio.
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disputa por la tierra, por lo que el sistema represivo lleva las luchas 
a la judicialización. De iniciarse procesos serios de judicialización a 
la lucha contra los agronegocios, quienes deberían ser procesados y 
condenados por violar las normas ambientales son los grandes pro-
ductores sojeros, situación que evidentemente prefi eren evitar las y 
los agentes del Ministerio Público.

Cuadro 3. Criminalización por tipo de confl icto

Tipo de 
confl icto

Casos Personas 
heridas/

torturadas
Destrucción 

de bienes
Personas 

imputadas
Personas 
detenidas

Personas 
condenadas

 N % N % N % N % N % N %
Agronegocios 17 39.53 67 77.01 0 0.00 104 22.61 20 7.33 0 0.00
Tierra 26 60.46 20 22.99 16 100.00 356 77.39 253 92.67 39 100.00
Total 43  87 16 460  273  39  
Fuente: elaboración propia.

En cerca de 50% de los casos, los procesos de criminalización reca-
yeron sobre las formas más locales de organización social, como lo son 
las Comisiones Vecinales, Comisiones Sin Tierras y pobladores, que 
no se reconocen como parte de organizaciones de carácter regional o 
nacional, y las acciones que impulsan son principalmente luchas por 
el acceso a un pedazo de tierra en los diferentes departamentos del 
país ya señalados en el Cuadro 1. Éste es un dato llamativo, ya que la 
lucha por la tierra ha sido una de las demandas y acciones clásicas de 
las organizaciones campesinas y sin embargo, solo se han visibilizado 
seis casos bajo liderazgo de organizaciones: tres de ellos de la OLT, 
uno de la Coordinadora Nacional de Organizaciones de Mujeres Tra-
bajadoras Rurales e Indígenas (CONAMURI), uno del Movimiento 
Campesino Paraguayo (MCP), y uno de la Mesa Coordinadora Na-
cional de Organizaciones Campesinas (MCNOC), además de un caso 
llevado adelante por la Coordinadora de Defensa Por la Tierra y del 
Medio Ambiente de Capiibary, San Pedro.

Por su parte, la FNC es quien ha sido criminalizada casi en 90% de 
los casos, en el marco de la lucha de resistencia a los agronegocios; las 
demás acciones han sido llevadas adelante por Comisiones Vecinales 
o pobladores. Así, la oposición más fuerte al agronegocio como orga-
nización, la hizo la FNC, que en asambleas de diferentes asentamien-
tos decidieron resistir ante los atropellos a sus derechos. La resistencia 
encarada por la FNC tuvo como consecuencia cientos de integrantes 
golpeados, heridos, detenidos e imputados (como puede apreciarse 
en el Cuadro 4).
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Cuadro 4. Organizaciones por tipo de caso

Organizaciones
Tipo de confl icto

Total
Tierra Agronegocios

C.Vecinal/sin tierra/ Pobladores
19 2 21

90.5% 9.5% 100.0%
73.1% 11.8% 48.8%

FNC
0 15 15

.0% 100.0% 100.0%

.0% 88.2% 34.9%

OLT
3 0 3

100.0% .0% 100.0%
11.5% .0% 7.0%

Otras organizaciones campesinas
4 0 4

100.0% .0% 100.0%
15.4% .0% 9.3%

Total
26 17 43

60.5% 39.5% 100.0%
100.0% 100.0% 100.0%

Fuente: elaboración propia.

Dado que la gran mayoría de acciones son llevadas a cabo por las 
Comisiones Vecinales, sobre ellas recae con mayor fuerza la criminali-
zación, además, como probablemente tienen menos condiciones para 
hacer públicas las denuncias de violaciones a sus derechos, esto las 
hace más vulnerables a los atropellos.

Cuadro 5. Criminalización por organizaciones

Organizaciones 
campesinas

Casos Personas 
imputadas

Personas 
detenidas

Personas 
heridas/

torturadas

Destrucción 
de bienes

Personas 
condenadas

N N % N % N % N % N
Comisión Vecinal/
Sin tierra/
pobladores

21 293 63.70 248 90.84 15 17.24 10 62.50 39

FNC 15 104 22.61 18 6.59 63 72.41 0 0.00 0

OLT 3 35 7.61 3 1.10 3 3.45 3 18.75 0

Otros 4 28 6.09 4 1.47 6 6.90 3 18.75 0

Total 43 460  273  87  16  39
Fuente: elaboración propia.

Se observa asimismo un aumento de la cantidad de militantes 
campesinos condenados en el marco de las luchas. Previa a la identi-
fi cación de estos cuatro casos de juicio concluidos que resultaron en 
la condena a 39 personas, solo se conocían el caso de Evelio Ramón 
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Giménez dirigente de la OLT, que en el año 2009 fue condenado a 2 
años (Valiente, 2014) y el de los labriegos Nery Saracho, Nicanor Var-
gas y Bernardino Figueredo, integrantes de la Federación Nacional 
Campesina del distrito de José Fassardi, que en el año 2004 fueron 
condenados a 3 años de prisión. 

El refl ejo más fi el de la criminalización y de la perversión del siste-
ma judicial, es que la mayoría de los campesinos fueron condenados 
por delitos como “Robo, Coacción, Coacción Grave, Privación de Li-
bertad, Invasión de Inmueble Ajeno y Asociación Criminal”, los mis-
mos tipos penales identifi cados en los distintos casos analizados en 
este estudio, como los que más frecuentemente son utilizados por el 
Ministerio Público contra los militantes de las organizaciones sociales 
que reclaman sus derechos.

Por otra parte, en el periodo de este estudio se encuentran abier-
tos procesos judiciales a 460 personas y no se puede conocer aún el 
resultado fi nal de estos procesos. Recién una vez que los mismos ter-
minen, se podrá identifi car si la intención del Ministerio Público es el 
amedrentamiento buscando el disciplinamiento social o efectivamen-
te hay una intencionalidad de profundizar los procesos de judicializa-
ción hasta las condenas de quienes luchan por sus derechos. 

Cuadro 6. Síntesis de casos de condenas

Tipo de caso
31/10/2013 20/12/2014 12/02/2015 22/03/2015

Tierra Tierra Tierra Tierra
Cant. de 
personas 36 1 1 1

Departamento Alto Paraná San Pedro Canindeyú Canindeyú
Tipo de 
Defensa Particular S/D Particular Defensoría 

Pública

Delito 
atribuido

“Coacción e 
Invasión de 

Inmueble Ajeno”

“Atropello a la 
propiedad privada 

y Robo”

“Coacción, Coacción 
Grave y Privación 

de Libertad”

“Asociación 
Criminal”

Tribunal
Ana Arréllaga, 
Efrén Giménez, 
Graciela Flores

Tito Derlis Gauto, 
Mario Estigarribia y 
Juan Carlos Molas

Ramón Trinidad 
Zelaya, Ramón 

Silvero, Arminda 
Alfonso

Yanine Rios

Organización Comis. Sin Tierra. 
Sta. Lucía.

Comis. Sin
Tierra. Tapirakuai 

Loma.

Comis. Sin Tierra 
Naranjaty.

Comis. 
Sin Tierra 
Naranjaty.

Fuente: elaboración propia

Las condenas no siempre son impuestas porque se haya llegado a 
probar en juicio oral y público la responsabilidad de los acusados. El 
menor que fue condenado por los hechos en Marina Kué, Curuguaty 
(Caso Nº 30), fue por procedimiento abreviado; muy probablemente 
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aceptó los cargos que le atribuyó el Ministerio Público, a cambio de su 
permanencia en libertad condicionada y evitar así cumplir una con-
dena dentro de la cárcel, aunque quede de por vida con antecedentes 
judiciales. Este caso no es el único, se tiene conocimiento de que otros 
también se resolvieron de esta forma, es decir, la aceptación de un 
juicio abreviado a propuesta de agentes fi scales, que se daría por la 
desconfi anza hacia el funcionamiento del sistema judicial.

El alto número de imputaciones y la bastante menor cantidad de 
condenas, estaría indicando que agentes del Ministerio Público proce-
san a integrantes de organizaciones campesinas y les otorgan medi-
das alternativas a la prisión, con el fi n único de desmovilizarlos y que 
abandonen la lucha por sus reivindicaciones. Si bien esa dinámica se 
mantiene, pareciera ser que se estaría iniciando una nueva tendencia, 
ya que en los casos de condenas identifi cados en este estudio, se evi-
dencia que el Ministerio Público está endureciendo su postura contra 
integrantes de organizaciones campesinas, ya no solo imputan con el 
objetivo de desmovilizar y desalentar las luchas, sino que ahora llevan 
los procesos hasta la condena.

Teniendo en cuenta los casos en los que hubo un proceso de ju-
dicialización y se tuvo información respecto al tipo de defensa con 
la que contaron, se observó que son las organizaciones de derechos 
humanos y abogados o abogadas particulares a las que con mayor 
frecuencia recurren. Es llamativo que prácticamente no se recurre a la 
Defensoría Pública en casos de tierra, así como tampoco a profesiona-
les particulares del derecho en casos vinculados a los agronegocios, tal 
como puede observarse en el siguiente cuadro.

Cuadro 7. Tipo de defensa según tipo de confl icto 

Tipo de Defensa Tipo de confl icto TotalTierra Agronegocios

1 Defensa Pública
0 5 5

.0% 100.0% 100.0%

.0% 41.7% 20.8%

2 Particular
9 0 9

100.0% .0% 100.0%
75.0% .0% 37.5%

3 Institución DDHH 
3 7 10

30.0% 70.0% 100.0%
25.0% 58.3% 41.7%

Total
12 12 24

50.0% 50.0% 100.0%
100.0% 100.0% 100.0%

Fuente: elaboración propia.
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La Fiscalía debería ser el ente que vela objetivamente por el respe-
to de los derechos de cualquier ciudadano o ciudadana, sin embargo, 
como es denunciado por las organizaciones, es uno de los eslabones 
más importantes de la criminalización, ya que otorga un manto de 
legalidad a la violencia policial, al tiempo de iniciar los procesos de 
judicialización. En el siguiente Cuadro se puede apreciar el accionar 
de cada uno de ellos en los casos que son parte de este estudio7.

Cuadro 8. Actuación fi scal

 Casos Imputados
José Zarza 5 34
Lilian Ruiz 4 38
Lorenzo Lezcano 3 15
Benjamín Maricevich 2  
Diosnel Giménez 2 87
Fany Aguilera 2 30
Jalil Amin Rachid 2 57
María Luján Estigarribia 2 30
Néstor Cañete 2 8
Pedro Clever Cubilla 2 20
Aldo Javier Moreira 1  
Alfi rio González 1 150
Alfredo Mieres 1  
Alfredo Ramón Báez Pedotti 1 4
Bernardo Elizaur 1 20
Celso Morales 1  
Cristian Royg 1 15
Delio González 1  
Ninfa Aguilar 1 57
Rafael Ojeda. 1 10
Romy Riveros 1 16
Troadio Galeano 1 28

           Fuente: elaboración propia.

La represión a la lucha campesina se da principalmente por el 
accionar de la Policía en sus diferentes reparticiones especializadas 
como el Grupo Especial de Operaciones (GEO), Fuerza de Operacio-
nes de la Policía Especializada (FOPE), Agrupación Ecológica y Ru-
ral (APER), Policía Montada, Antidisturbios, de Orden y Seguridad y 

7 Es importante señalar que en algunos casos actúan conjuntamente varios fi scales, por lo que 
la sumatoria de las intervenciones no coincide con la cantidad de casos analizados.
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otras; pero es llamativo que en 9.4% de los casos actúa conjuntamente 
con guardias privados y en un 12.5% se da directamente por guardias 
privados, según la información y las denuncias recabadas.

En relación a la Policía Nacional, se debe resaltar que desde el año 
2009 ha tenido importantes incorporaciones, tanto en sus formacio-
nes como en el acceso a equipamiento e infraestructura8. Teniendo en 
cuenta el tipo de equipamiento adquirido, se puede deducir que han 
potenciado a la institución para asumir un rol represivo antes que de 
resguardo a la “seguridad ciudadana”, contando con una serie de gru-
pos especializados. Estos cambios, no estuvieron orientados a mejorar 
la efi ciencia de la institución; en los casos analizados se puede apreciar 
que estos grupos participan activamente en desalojos, y en los casos 
de confl ictos por fumigaciones ilegales. La incorporación de mujeres 
al grupo antidisturbios o cascos azules, es lo más reciente y novedo-
so, como parte de los grupos especializados. La conformación de un 
cuadro antidisturbios integrado solo por mujeres, es una señal de que 
ellas entrarán a intervenir en forma directa, tal vez con objetivos más 
específi cos o selectivos, que podrían ser las mujeres y niños que suelen 
participar en las movilizaciones.9

8 En el 2009, el Ministerio del Interior adjudicó la compra de 7 helicópteros para la Agrupación 
Aérea Fluvial de la Policía Nacional, a la empresa Proibérica S.A., por valor de 66. 212 millones 
de guaraníes. El primer contrato se fi rmó el 23 de setiembre de 2009, por valor de 18.322 millones 
de guaraníes. Incluye tres naves de la marca Robinson Raven II con maquinaria de tecnología 
infrarroja termal (usada para rastreo). El segundo contrato fue fi rmado el 30 de noviembre 
de 2010, por 4 helicópteros tácticos de transporte policial (UH-1H). Con esto, la inversión 
total del gobierno por las adquisiciones, asciende a 66.212 millones de guaraníes. (http://
aeronauticaparaguay. blogspot.com/2011/06/millonario-desembolso-en-helicopteros.html)
El 19 de febrero de 2014, la Policía Nacional recibió tres vehículos blindados LAPV. Un 
automóvil blindado militar es más ligero que otros vehículos blindados de combate 
(principalmente llevando blindaje y armas para la defensa de sus tripulantes), por la suma de 
1,35 millones de dólares. Los vehículos blindados fueron asignados a la FOPE, para la lucha 
contra el grupo terrorista, EPP. htp://www.infodefensa.com/ltatam/2014/02/19/noticia-
policia-paraguay-recibe-blindados-inkas-canadienses.html.
El 13 de octubre de 2015, el Ministro del Interior, Francisco José De Vargas, entregó a la Policía 
en representación del Gobierno Nacional: 3 carros hidrantes para uso de las agrupaciones 
tácticas, 4 camiones refrigerantes para el transporte de bienes perecederos y 3 ómnibus para 
el trasporte de personal policial. La adquisición de las unidades fue fi nanciada con fondos 
presupuestarios del Gobierno Nacional y representa una inversión de 11 mil millones de 
guaraníes. http://www.mdi.gov.py/index.php/component/k2/item/5552-ministro-del-
interior-entrega-a-polic%C3%ADa-veh%C3%ADculos-para-el-transporte-del-personal-y-
de-log%C3%ADstica
El 15 de abril de 2015, la Policía Nacional recibió 55 camionetas D-MAX y 201 motocicletas 
KTM. El Gobierno Nacional realizó una inversión de 14.394.999.946 guaraníes. http://www.
ulthimahora.com/gobierno-invierte-g-14-mil-millones-patrulleras-y-motocicletas-n887873.
html

9 El 19 de febrero de 2014, por primera vez en la historia de la Policía paraguaya, egresaron 
10 mujeres ofi ciales y 7 mujeres subofi ciales en el grupo de antidisturbios o antimotines, 
es decir 17 mujeres cascos azules, ya que anteriormente no existían mujeres en este grupo 
especializado de la Policía Nacional (http://www. paraguay.com/nacionales/egresan-
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Se puede apreciar en la descripción de los casos, que para las in-
tervenciones en caso de confl ictos de tierra o fumigación, intervienen 
grupos especializados de la Policía Nacional, que por sus característi-
cas fueron preparados para otro tipo de operaciones. También se iden-
tifi caron casos en los que se reúnen varios de estos grupos especializa-
dos; como ejemplo, cabe recordar el Caso Curuguaty, donde estuvie-
ron participando varios de los distintos grupos especializados como 
la GEO, FOPE, Antimotines, de Investigación de Delitos, de Orden y 
Seguridad, Agrupación Aérea Fluvial y otros; el operativo desembocó 
en la masacre que hoy es de conocimiento internacional10. Los casos 
identifi cados y estudiados refl ejan las formas violentas e ilegales de 
proceder de estos grupos especializados, que actúan con brutalidad 
y sin ningún criterio profesional, pocas veces acorde a normas que 
regulan las funciones y formas de actuación policiales11.

17-mujeres-antimotines-103264; http://www.abc.com.py/nacionales/cascos-azules-
incorporaran-a-mujeres-policias-649941.html)

10 En el caso mencionado, además de la masacre, se realizaron denuncias formales ante 
instituciones correspondientes por casos de torturas, ejecuciones extrajudiciales y omisión 
de auxilio, cometidos por los agentes policiales intervinientes. Así también, en otros casos 
como el del Asentamiento 1° de Marzo “Joajú” de Canindeyú, que está descripto entre los 
casos de confl ictos sobre tierra y el caso de la Estancia Panambí de San Pedro, se registraron 
intervenciones violentas de las policías especializadas, y que fueron denunciadas por casos 
de torturas, robos, daños a la propiedad, etc. Igualmente, en los casos de resistencia a la 
fumigación ilegal, como el caso Crescencio González, donde a consecuencia de la brutalidad 
policial un labriego perdió el ojo izquierdo y en Colonia Maracaná de Canindeyú, donde un 
campesino fue herido con balas de plomo por los agentes de la Policía Nacional.

11 La Constitución Nacional en su Artículo 175 establece que: “…La Policía Nacional es una 
institución profesional, no deliberante, obediente, organizada, con carácter permanente y en 
dependencia jerárquica del órgano del Poder Ejecutivo encargado de la seguridad interna de 
la Nación. Dentro del marco de esta Constitución y de las leyes, tiene la misión de preservar el 
orden público legalmente establecido, así como los derechos y la seguridad de las personas y 
entidades y de sus bienes; ocuparse de la prevención de los delitos; ejecutar los mandatos de 
la autoridad competente y, bajo dirección judicial, investigar los delitos…”.
El Código Procesal Penal, la Ley N° 1286/98, establece en su Art. 58: “Función: Los agentes 
y funcionarios de la Policía Nacional, en su función de investigación de hechos punibles, 
actuarán a través de cuerpos especializados designados al efecto, y a iniciativa del Ministerio 
Público ejecutarán los mandatos de la autoridad competente, sin perjuicio del régimen 
jerárquico que los organiza”.
La Ley N° 222/93 Orgánica de la Policía Nacional reza en su Art. 3: “La Policía Nacional 
ajustará el ejercicio de su función a las normas constitucionales y legales, y fundará su acción 
en el respeto de los Derechos Humanos”.
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Cuadro 9. Accionar represivo según tipo de confl icto

Organismo
Tipo de confl icto

Total1 Tierra 2 Agronegocios

Pol icial
16 9 25

64.00 36.00 100.00
76.19 81.82 78.13

Policial y 
Guardias Privados

3 0 3
100.00 0.00 100.00
14.29 0.00 9.38

Guardias Privados
2 2 4

50.00 50.00 100.00
9.52 18.18 12.50

Total
21 11 32

65.63 34.38 100.00
100.00 100.00 100.00

Fuente: elaboración propia.

La Policía Nacional es la encargada de fi scalizar las actividades de 
las empresas de servicios de seguridad privada12. Teniendo en cuenta 
lo que acontece en la práctica, es poco probable un control efi ciente so-
bre las intervenciones de estas instituciones privadas y mucho menos 
una sanción en los casos de mala actuación, en los casos de confl ictos 
de tierra y resistencia al agronegocio que fueron analizados, se cons-
tatan las intervenciones de los guardias privados, en algunos de los 
casos, actuando directamente con los policías o con el aval de ellos13.

Esta breve introducción da cuenta en general de los escenarios de 
lucha en los que desde el Estado se responde con políticas de crimina-
lización, así como también los Departamentos en los que se realizan 
y sobre los actores sobre los que recae, cuantifi cando sus diferentes 
dimensiones e identifi cando a los principales agentes públicos que las 
implementan. En el siguiente apartado, se presenta una breve síntesis 
de cada uno de los casos identifi cados, los cuales están ordenados por 
departamento, distrito y fecha de ocurrencia de los mismos.

Se debe tener en cuenta que, tal como ya se señaló, los casos que 
se describen a continuación, son solamente los que han sido difundi-

12 Ley N° 222/93 Orgánica de la Policía Nacional, en su Artículo 6 establece: serán funciones, 
obligaciones y atribuciones de la Policía Nacional, numeral 24. Fiscalizar las actividades de los 
detectives particulares, empresas de vigilancia, serenos y de quienes ejerzan funciones afi nes.

13 También cabe destacar que aumentan las empresas que se dedican a este rubro cada vez 
más. Un artículo publicado por el diario ABC color, en fecha 7 de mayo de 2012, sostiene 
que “aumenta la intervención de guardias privados tanto en las calles como en los campos 
de Paraguay”; señala que “unos 12.000 guardias de seguridad están legalmente registrados 
ante la Policía Nacional”. (http://www.abc.com.py/nacionales/aumenta-la-seguridad-
privada-398573.html)
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dos a través de los medios comerciales y alternativos, o de los cuales 
se tuvo conocimiento a través de los dirigentes de las organizaciones 
campesinas. Los casos al momento de la elaboración de este estudio, 
se encuentran en distintas etapas del proceso judicial, a excepción de 
los casos sobre condenas, que son los ya concluidos.

2.2  Casos de criminalización

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO

Caso 
1 Tapirakuai Loma, Capiibary

El 5 de noviembre de 2013 fueron desalojadas unas 300 familias 
pertenecientes a la Comisión Sin Tierra Tapirakuai Loma, que ocupa-
ban un inmueble de 700 hectáreas, donde se encuentra la Estancia Pa-
nambí. Aproximadamente unos 200 uniformados, entre cascos azules 
y de la fuerza de orden y seguridad, procedieron al desalojo.14

El 20 de noviembre de 2013, el Ministro del Interior, Francisco José 
De Vargas, brindó explicaciones del caso tras ser convocado por la 
Comisión de Asuntos Constitucionales de la Cámara de Senadores, 
manifestando “sostenemos que la acción policial fue adecuada, y afi r-
mamos que la comitiva policial fue atacada. Hubo que recurrir lasti-
mosamente a la fuerza15”.

El 15 de enero de 2014, nuevamente unos 60 policías ingresaron 
al asentamiento, oportunidad en la que procedieron a detener a ocho 
campesinos a quienes golpearon brutalmente. La intervención se llevó 
adelante a raíz de que el capataz de la Estancia Panambí había denun-
ciado hechos de abigeato en la comisaría16.

Según publicación periodística, las familias campesinas sostienen 
que la tierra pertenece al INDERT, sin embargo, el Abog. Gustavo De 
Gásperi, propietario de la Estancia Panambí, alega tener legítimo títu-
lo de propiedad sobre la misma17. Según nuestra entrevistada, que so-

14 http://www.hoy.com.py/nacionales/desalojo-a-300-familias-sintierras-en-capiibary
15 http://ea.com.py/v2/ministro-del-interior-dice-que-represion-quema-de-escuela-y-casas-

de-campesinos-fueron-acciones-adecuadas/
16 http://www.paraguay.com/nacionales/la-policia-destrozo-una-escuela-durante-desalojo-

en-capiibary-98776
17 http://www.hoy.com.py/nacionales/desalojo-a-300-familias-sintierras-en-capiibary
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licitó anonimato por temor a procesos judiciales, la Comisión presume 
que el título que posee De Gásperi es un título falso.

El 20 de diciembre de 2014, fue condenado el líder campesino Pán-
fi lo Martínez. El tribunal de San Pedro del Ykuamandiyú, integrado 
por los jueces Tito Derlis Gauto, Mario Estigarribia y Juan Carlos Mo-
las, modifi cando la califi cación de la fi scalía, condenó a dos años de 
cárcel al líder campesino “por robo”. El dirigente fue procesado por 
la fi scala de San Estanislao, María Luján Estigarribia, junto a otros 30 
campesinos más por “Atropellos a la propiedad y robo” a la estancia 
Panambí. Según los campesinos, parte del inmueble de la Estancia Pa-
nambí es tierra fi scal usurpada ilegalmente por De Gásperi. La trein-
tena de campesinos, integrantes de la Comisión Tapirakuai Loma, es-
taban realizando gestiones ante el INDERT para la recuperación de las 
tierras, presuntamente fi scales.

El senador Luis Alberto Wagner, según ABC Color, también fue 
procesado por el fi scal de Sta. Rosa del Aguaray, Christian Roig, por 
los presuntos hechos de “Invasión de inmueble ajeno e instigación a 
cometer hechos punibles”18.

18 http://www.abc.com.py/nacionales/condenan-a-lider-campesino-1318394.html

Fotos: Radio Ñanduti.
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Organización involucrada Comisión Sin Tierra Tapirakuai Loma.
Personas imputadas 30 
Personas detenidas 8
Personas torturadas 8 
Tipos penales atribuidos Asociación Criminal, Invasión de Inmueble Ajeno, 

Perturbación de la Paz Pública, Robo y Abigeato.
Fiscales intervinientes Diosnel Giménez, María Luján Estigarribia (San Estanislao).
Defensa Fernando Rojas, Cristian González.
Situación al momento de la 
Investigación

Según nuestra entrevistada, la Comisión Vecinal Tapirakuai 
Loma está debilitada y una parte de los Integrantes ahora 
se adhiere a la FNC. En el lugar de la ocupación entró un 
brasileño a plantar soja y está fumigando sin ninguna franja 
de protección.

Personas condenadas 1 
Delitos atribuidos Robo.
Años de condena 2 años. 
Integrantes del Tribunal Tito Derlis Gauto, Mario Estigarribia y Juan Carlos Molas
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

La Comisión Vecinal Tapirakuai Loma, sigue con su 
lucha por un pedazo de tierra, sosteniendo su presunción 
de que el abogado Gustavo De Gásperi está usurpando 
tierra perteneciente al Estado paraguayo. Integrantes de la 
comisión sufrieron varios desalojos violentos y hasta torturas, 
desde que iniciaron su lucha.

Fuentes consultadas:
http://www.hoy.com.py/nacionales/desalojo-a-300-familias-sintierras-en-capiibary
http://ea.com.py/v2/ministro-del-interior-dice-que-represion-quema-de-escuela-y-
casas-de-campesinos-fueron-acciones-adecuadas
http://www.paraguay.com/nacionales/la-policia-destrozo-una-escuela-durante-
desalojo-en-capiibary-98776
http://ea.com.py/v2/ocho-campesinos-detenidos-y-heridos-deja-nueva-represion-en-
capiibary-denuncian/
http://www.abc.com.py/nacionales/condenan-a-lider-campesino-1318394.html

Caso 
2 Colonia Cabo Kué, Capiibary

El 15 de marzo de 2014, campesinos de la Colonia Cabo Kué, de-
nunciaron que unos 30 civiles armados contratados por colonos brasi-
leños, atropellaron un asentamiento sin orden judicial y procedieron a 
quemar 16 casas de las familias campesinas.

Según los denunciantes, el operativo estuvo encabezado por el 
concejal municipal Tito Toledo, quien participó directamente en la 
quema de las casas con arma en mano, conjuntamente con otro conce-
jal de Yhú, el Sr. Zenón Almada.
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Las y los miembros de la Coordinadora en Defensa de la Tierra 
y del Medio Ambiente, sostienen que la tierra en litigio, de unas 260 
hectáreas, pertenece al INDERT; sin embargo, el Abog. Gustavo De 
Gásperi también sostiene que le corresponde al inmueble en el cual se 
encuentra ubicada su estancia19.

Organización involucrada Coordinadora en Defensa de la Tierra y del Medio Ambiente.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas No hubo
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente No hubo.
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada:
http://www.ultimahora.com/violento-desalojo-nocturno-y-quema-ranchos-
capiibary-n775145.html

19 http://www.ult imahora.com/violento-desalojo-nocturno-y-quema-ranchos-
capiibary-n775145.html

Foto: Última Hora.
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Caso 
3 Norte Poty, Gral. Aquino

El 6 de diciembre de 2013, los pobladores del Asentamiento Norte 
Poty de Gral. Aquino, departamento de San Pedro, se opusieron a la 
fumigación que pretendían realizar los colonos menonitas de Volen-
dam en una parcela cercana a la población.

Las y los pobladores, miembros de la FNC, manifestaron según 
Última Hora20 que después de mucho tiempo se están despertando 
para denunciar el atropello que vienen sufriendo a sus derechos, des-
de hace mucho tiempo, por parte de los menonitas, a partir de la rea-
lización de fumigaciones en la zona, sin cumplir con lo establecido en 
la ley.

Walberto Núñez, antiguo poblador de Norte Poty, manifestó: 
«siempre nuestros derechos fueron atropellados por estos menoni-
tas. La situación es grave, aquí ya hubo muertes a causa de esto y 
hemos decidido que lucharemos por nuestra vida, no importan las 
consecuencias, pero vamos a defender la vida21». En el lugar, ante el 
confl icto llegaron autoridades departamentales, varios integrantes de 
la Junta Departamental y funcionarios del SENAVE, quienes se com-
prometieron a dar seguimiento a las inquietudes de los pobladores 
para que las instituciones competentes en el tema cumplan con su rol.

20 http://www.ultimahora.com/pobladores-gral-aquino-se-oponen-la-fumigacion-
sojal-n747335.html

21 Ídem.

Foto: Última Hora.
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Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 7 
Personas detenidas 1 
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Homicidio doloso en grado de tentativa.
Fiscala interviniente Lilian Ruiz.
Defensa Abogados de la CODEHUPY.
Situación al momento de la 
Investigación

Sobreseídos en Juicio Oral y Público, dejaron de plantar soja 
en el lugar.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://www.ultimahora.com/pobladores-gral-aquino-se-oponen-la-fumigacion-
sojal-n747335.html.

Caso 
4 Ara Verá y Crescencio González, Gral. Resquín

El 10 de diciembre de 2013, pobladores de la comunidad de Ara 
Verá, del distrito de General Resquín, se opusieron al cultivo de soja 
que se pretendía realizar con custodia policial, en las cercanías a la 
comunidad.

Según difundió la FNC en su página web, unos 600 efectivos po-
liciales entre antimotines, la montada y fuerzas del orden y seguri-
dad, con maquinarias pesadas, ambulancia y helicóptero, acudieron 
para garantizar el cultivo de soja en la Comunidad Ara Verá, en un 
inmueble de aproximadamente 95 mil hectáreas perteneciente a un 
brasileño de apellido Araujo. En el inmueble, existen 1.500 hectáreas 
mecanizadas utilizadas para la plantación de soja, lugar donde se pro-
dujo la oposición de las y los pobladores vecinos, que derivó en una 
represión22. Seis campesinos resultaron heridos de gravedad y fueron 
trasladados a centros asistenciales de la jurisdicción23. El 22 de enero 
de 2014, hubo otra represión en el lugar24.

22 http://www.fnc.org.py/?p=298
23 http://demoinfo.com.py/tag/asentamietno-crescencio-gonzalez/
24 http://www.abc.com.py/nacionales/enfrentamiento-entre-campesinos-y-policias-1207778.

html
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Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas No hubo
Personas detenidas No hubo
Personas heridas 8 Un manifestante perdió un ojo).
Tipos penales atribuidos No hubo
Fiscal interviniente No hubo
Defensa: No hubo
Situación al momento de la 
Investigación

Los sojeros dejaron de cultivar y pusieron barrera viva hacia 
la comunidad.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://www.fnc.org.py/?p=298
http://demoinfo.com.py/tag/asentamietno-crescencio-gonzalez/
http://www.abc.com.py/nacionales/enfrentamiento-entre-campesinos-y-
policias-1207778.html

Fotos: FNC
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Caso 
5 8 de Diciembre, San Vicente, Gral. Resquín

El 12 de diciembre de 2013, pobladores de San Vicente marcharon 
por las calles de la localidad en reacción a un acto de represión que 
sufrió un grupo de pobladores por parte de la Policía, por oponerse al 
cultivo de soja en una parcela cercana a la comunidad.

El día 11 de diciembre, un grupo de pobladores fue reprimido bru-
talmente por policías de la montada y antimotines que custodiaban 
una parcela para el cultivo de soja. El resultado de la represión fue de 
14 personas heridas con balines de goma y un detenido. Según el Co-
misario Pedro Leguizamón, jefe de seguridad de San Pedro, la Policía 
cumplió con una orden fi scal para proteger los trabajos de cultivos, or-
den emitida por la agente fi scal Fanny Aguilera de Sta. Rosa del Agua-
ray. Los cultivos de soja se encuentran en medio de la vecindad y no 
cumplen con las exigencias de la ley. Según Última Hora, los poblado-
res manifestaron “nuestra lucha continuará a pesar de la represión”.

“Nuestro problema es grave, muchas familias perdieron todos sus 
cultivos de autoconsumo a causa de la masiva fumigación, existen ni-
ños y personas de la tercera edad con problemas de salud. Estos soje-
ros no respetan ninguna ley ambiental y en vez de defender la vida de 
los pobladores, las autoridades nos envían las fuerzas represivas. No 
vamos a permitir que esto siga, decidimos defender como sea nuestra 
comunidad ante este avasallamiento”, expresó Isidoro Ortellado, po-
blador de 8 de Diciembre de la Colonia San Vicente.

Foto: Última Hora.
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Eugenio Rodas, intendente de General Resquín, manifestó su pre-
ocupación por la venta masiva de lotes agrícolas. Plantea que el IN-
DERT intervenga la situación, de lo contrario la población en el campo 
se irá acabando25.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 1
Personas heridas/
torturadas

14 

Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscala interviniente Fanny Aguilera.
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC
http://www.ultimahora.com/en-san-vicente-sigue-la-tension-los-campesinos-y-
policias-n749059.html

Caso 
6 Luz Bella, Guayaibí

El 28 de enero de 2014, aproximadamente a las 18:00 hs., según el 
diario ABC Color, militantes de la Federación Nacional Campesina de 
la Colonia Luz Bella, interceptaron dos camiones de la Agroganade-
ra Dos Marías S.A. que transportaban soja y procedieron a derramar 
el grano en un camino terraplenado y se perdieron aproximadamente 
7.000 kilos de soja. Los camiones se dirigían al silo ADM de Guayaibí26.

La fi scalía abrió un proceso judicial en contra de los miembros de 
la FNC por coacción y amenazas de hechos punibles.

25 http://www.ultimahora.com/en-san-vicente-sigue-la-tension-los-campesinos-y-
policias-n749059.html

26 http://www.abc.com.py/nacionales/campesinos-arruinan-cargamento-de-soja-1209756.
html
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Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 6 
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas/torturadas Varias 
Tipos penales atribuidos Coacción y Amenaza de Hechos Punibles
Fiscala interviniente Lilian Ruiz
Defensa Defensor Público de San Estanislao
Situación al momento de la 
Investigación

El proceso está para Audiencia Preliminar

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC
http://www.abc.com.py/nacionales/campesinos-arruinan-cargamento-de-soja-1209756.
html
http://www.ultimahora.com/campesinos-atajan-camiones-sojeros-y-queman-
granos-n762842.html

Caso 
7 San Francisco, Colonia Luz Bella, Guayaibí

El 1 de febrero de 2014, pobladores de San Francisco de la Colonia 
Luz Bella, asociados a la Federación Nacional Campesina, fueron re-
primidos brutalmente por protestar contra un desmonte que se realizó 
con el objeto de cultivar soja. El inmueble donde se estaba realizando 
el desmonte con custodia policial, es considerado como tierra malha-
bida por los pobladores.

De la represión resultaron heridos con balines de goma 16 pobla-
dores y fue detenido uno de ellos. Luego de la represión, los opera-

Foto: ABC Color.
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dores de las maquinarias pesadas, conjuntamente con los policías que 
custodiaban el desmonte, se retiraron del lugar abandonando el des-
monte, por lo que fue considerada como exitosa la protesta a pesar de 
la represión27.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 1 
Personas detenidas 1 
Personas heridas 16 
Tipos penales atribuidos Coacción y Amenaza de Hechos Punibles.
Fiscala interviniente Lilian Ruiz.
Defensa Defensor Público de San Estanislao.
Situación al momento de la 
Investigación

Dejaron los trabajos de desmonte iniciados. El proceso se 
anexó al caso Felipe Aveiro y Otros s/ Coacción y Amenaza 
de Hechos Punibles.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC
http://ea.com.py/v2/reprimen-a-campesinos-que-protestaban-contra-desmonte/

27 http://ea.com.py/v2/reprimen-a-campesinos-que-protestaban-contra-desmonte/

Fotos: Radio Comunitaria Luz Bella Comunicaciones.
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Caso 
8 Colonia Naranjahai, Guayaibí

El 21 de mayo de 2014, una comitiva fi scal y policial realizó una 
intervención en una ocupación ubicada dentro del Establecimiento 
Ganadero Ko´e Verá, en la Colonia Naranjahai, distrito de Guayaibí.

El operativo estuvo encabezado por los agentes fi scales María Lu-
ján Estigarribia y Alfredo Mieres de San Estanislao, como así también 
por los comisarios Silvio Escobar y Paulino Argüello, al mando de 300 
uniformados que llegaron en patrulleras y con la caballería montada, 
más un helicóptero de la Policía Nacional. Los Sin Tierra de la Comi-
sión 15 de Abril, al momento de la intervención, ya habían abando-
nado el lugar, dado que se enteraron un día antes de los preparativos 
para la intervención.

El inmueble tiene una dimensión de 3.000 hectáreas, pertenece a 
Nelson Clari Nicora, Mario Clari Nicora y María Josefi na Nicora Vda. 
de Clari y está destinado a la producción agrícola y ganadera; una 
parte de la misma, 700 hectáreas, fueron destinadas como reserva, esta 
parte es la que ocupan las y los asociados a la Comisión 15 de Abril, 
quienes dicen que van a plantear la expropiación del inmueble a favor 
de las y los campesinos28.

Llamativamente, en el mes de setiembre de 2014, el presidente del 
INDERT, Justo Cárdenas, mediante la resolución 1790/14, dejó sin 
efecto la resolución 1320/14, que declaraba colonia de hecho más del 
50% de la propiedad de 3.000 has. de la agroganadera Ko’ê Verá29.

Organización involucrada Comisión 15 de Abril
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas No hubo
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscales intervinientes María Luján Estigarribia y Alfredo Mieres. (San Estanislao).
Defensa Sin datos 
Situación al momento de la 
Investigación 

Los campesinos Sin Tierra volvieron a reocupar el inmueble, 
donde están produciendo actualmente.

Fuentes consultadas:
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/aparatoso-desalojo-sin-
detencion-de-personas-1247203.html
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/indert-revoca-resolucion-tras-
denuncia-de-abogado-1287034.html

28 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/aparatoso-desalojo-sin-detencion-de-
personas-1247203.html

29 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/indert-revoca-resolucion-tras-
denuncia-de-abogado-1287034.html
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Caso 
9 Asentamiento Cristo Rey, Guayaibí

El día 2 de diciembre de 2014, aproximadamente 200 efectivos po-
liciales –antimotines y policía montada– atropellaron el asentamiento 
con maquinarias pesadas, destruyeron los cultivos de los pobladores, 
derrumbaron y quemaron todas las carpas precarias y hasta la capi-
lla construida en el asentamiento30. No hubo ningún detenido, ya que 
los labriegos abandonaron el lugar cuando se enteraron del inminente 
desalojo, pero todas sus pertenencias fueron destruidas y robadas por 
los policías que intervinieron en la operación.

Unos días después del desalojo, integrantes de la comisión Cris-
to Rey volvieron a ocupar el inmueble, hasta que el 5 de agosto de 
2015, una comitiva policial realizó un nuevo atropello al asentamien-
to, destruyendo las viviendas precarias de los labriegos y llevando 
los productos agrícolas que producían en el lugar31. Esta vez tampoco 
hubo detenidos, ya que los ocupantes pudieron huir al percatarse de 
la intervención policial.

El Asentamiento Cristo Rey está ubicado en el distrito de Guayai-
bí, departamento de San Pedro; es un asentamiento de hecho con ocho 
años de ocupación. Los pobladores del asentamiento ya soportaron 
varios desalojos forzosos.

30 http://demoinfo.com.py/asentamiento-arrasado-por-la-policia-esta-rodeado-de-sojales/
31 http://ea.com.py/v2/denuncian-saqueo-en-desalojo-contra-asentamiento-en-guajaivi/

Fotos: Radio Comunitaria Luz Bella Comunicaciones y BASE- IS.
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El supuesto propietario del inmueble es el Sr. Miguel Ángel Mon-
taner. Integrantes de la Comisión Sin Tierra sostienen que el asenta-
miento está ubicado en un excedente fi scal de 800 hectáreas, y que 
desde hace muchos años están gestionando ante el INDERT la Mensu-
ra Judicial para determinar la cantidad exacta del excedente existente, 
pero hasta ahora, el INDERT no ha dado respuesta positiva al pedido 
de los mismos32. 

Organización involucrada Comisión Sin Tierra Cristo Rey (CONAMURI).
Personas imputadas No hay imputados en el periodo investigado, sí hubo 

imputados de años anteriores
Personas detenidas No hubo
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos
Defensa Asesoramiento de BASE IS
Situación al momento de la 
Investigación Sin datos

Fuentes consultadas:
http://demoinfo.com.py/asentamiento-arrasado-por-la-policia-esta-rodeado-de-
sojales/
http://ea.com.py/v2/denuncian-saqueo-en-desalojo-contra-asentamiento-en-guajaivi/

Caso 
10

San José Obrero, límite entre San Estanislao y 
Capiibary

El 23 de febrero de 2013, un grupo de campesinos asociados a la 
FNC, ingresó a la propiedad del Sr. Claudio Roberto Simón (colono 
brasileño), con el objetivo de detener la siembra de soja que se estaba 
realizando en un inmueble de 638 has.

Según el diario ABC Color, “el grupo de campesinos estaba lide-
rado por el Sr. Sixto Portillo, asociados y asociadas a la Federación 
Nacional Campesina, quien manifestó a un grupo de uniformados 
que realizó la intervención, que el grupo de labriegos decidió en una 
asamblea luchar contra el masivo cultivo de soja que se está realizan-
do en el país, porque este sistema de cultivo está obligando a muchos 
campesinos a dejar sus tierras”33.

Según el periódico citado, el dirigente manifestó además que en-
tran al inmueble con el objetivo de dialogar con la persona que está 

32 Idem.
33 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/interior/campesinos-pretenden-evitar-cultivo-

de-soja-en-fi nca-de-colono-brasileno-621084.html
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realizando cultivos en el lugar. Por su parte, el señor Claudio Roberto 
Simón expresó que cuenta con toda la documentación pertinente para 
realizar los trabajos en el lugar34.

Según Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC, la 
parcela en cuestión no contaba con las exigencias establecidas en la 
ley, para la realización de cultivos mecanizados.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas No hubo.
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos No hubo.
Fiscal interviniente No hubo.
Defensa No hubo.
Situación al momento de la 
Investigación

Dejaron de cultivar soja en el lugar, nadie fue procesado en el 
caso, según el dirigente de la FNC, Marcial Gómez.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/interior/campesinos-pretenden-evitar-
cultivo-de-soja-en-fi nca-de-colono-brasileno-621084.html

34 Idem.

Foto: ABC Color.
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Caso 
11 Mataburro, Tacuatí

El 6 de marzo de 2015, unos 200 efectivos policiales, acompañados 
por la Fiscala de Sta. Rosa del Aguaray, Fanny Aguilera, procedieron 
a desalojar a 170 familias de una propiedad que estaban ocupando en 
la compañía Mataburro. Unos 30 campesinos y campesinas integran-
tes de la Comisión Sin Tierra 15 de Agosto, fueron detenidos en la 
intervención y trasladados a la Penitenciaría Regional de San Pedro.

Las y los labriegos estaban ocupando un inmueble de aproxima-
damente 2.000 hectáreas; los mismos aseguran que unas 700 hectáreas 
de las mismas son excedente fi scal, que aseguran son del INDERT, 
además manifi estan tener documentos que prueban esa situación.

El confl icto es con la Sociedad Civil Nuevo México (menonitas), 
que según los sin tierra, está usurpando ilegalmente tierras del Esta-
do para la plantación de soja. Las y los labriegos reclamaron que no 
se les haya exhibido ninguna orden judicial para la intervención. Los 
intervinientes destruyeron totalmente un puente de madera que costó 
mucho sacrifi cio y dinero a los labriegos para su construcción35.

35 http://www.concepcion-py.com/2015/03/detienen-30-campesinos-en-san-pedro.html

Foto: BASE-IS.
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Organización involucrada Comisión Sin Tierra 15 de Agosto.
Personas imputadas 30 
Personas detenidas 30
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno.
Fiscala interviniente Fanny Beatriz Aguilera Espinoza
Defensa Abog. Rosa Escobar.
Situación al momento de la 
Investigación

Reocupación, varios de los procesados consiguieron medidas 
alternativas a la prisión, algunos todavía siguen en la cárcel.

Fuente consultada:
http://www.concepcion-py.com/2015/03/detienen-30-campesinos-en-san-pedro.html

Caso 
12 Imputación masiva a integrantes de la FNC

El 30 de enero de 2014, según publicaciones de Última Hora36, la 
Fiscala de Sta. Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro, imputó 
a 24 dirigentes campesinos de la FNC por movilizarse en contra de la 
fumigación ilegal de soja.

La imputación es por Coacción y Amenaza de Hechos Punibles. La 
agente fi scal Lilian Ruiz, manifi esta “que en su unidad fi scal obran va-
rias denuncias presentadas por productores sojeros paraguayos y bra-
sileños de la zona de Luz Bella, Yrybu Kuá y Choré”. Las denuncias 
son, por atropello a propiedades, daños a maquinarias, retención de 
camiones con granos y hasta corte de decenas de hectáreas de cultivos.

La agente fi scal califi có de hecho vandálico la oposición de los 
campesinos a las fumigaciones ilegales. Entre los imputados se en-

36 http://m.ultimahora.com/fi scala-imputa-24-dirigentes-campesinos-movilizaciones-n763291.html

Foto: Última Hora
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cuentran dos referentes de la FNC, Odilón Espínola, ex secretario ge-
neral, y Felipe Aveiro, dirigente departamental37.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 24 
Personas detenidas No hubo
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Coacción y Amenaza de Hechos Punibles
Fiscala interviniente Lilian Ruiz.
Defensa Defensor Público de San Estanislao
Situación al momento de la 
Investigación

Se consiguió con el Juez de la Causa Criterio de Oportunidad 
para dar salida al proceso, la fi scala no estaba de acuerdo con 
la salida decidida por el juez.

Fuentes consultadas: 
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://m.ultimahora.com/fi scala-imputa-24-dirigentes-campesinos-
movilizaciones-n763291.html

GUAIRÁ

Caso 
13 Kaguare’i, Fassardi

En la madrugada del 11 de marzo de 2014, tres casas del asenta-
miento Kaguare´i fueron arrasadas por policías que llegaron al lugar 
en 8 patrulleras. Los uniformados actuaron con mucha violencia, rea-
lizando tiros al aire, derribando puertas y tirando gases lacrimógenos 
al interior de las viviendas. Según E´a, cinco agricultores fueron de-
tenidos y uno de ellos imputado por oponerse a la fumigación ilegal.

El allanamiento fue realizado por orden del Juez Penal de Garan-
tías de Villarrica, Jorge Garcete, en base a la imputación fi scal de 20 
pobladores por Coacción, formulado por el Agente Fiscal Víctor Ma-
nuel Vera, respondiendo a la denuncia formulada ante la fi scalía por 
el Sr. Klaus Escher (productor sojero) contra los labriegos, por oponer-
se a la fumigación de una parcela de soja que le pertenece38.

En el mismo lugar, en el año 2005, fueron condenados a 3 años de 
cárcel, cinco pobladores por las acciones llevadas adelante en el año 
2004 contra la fumigación ilegal de cultivos de soja. Los mismos fue-
ron acusados por el Ministerio Público de haber cometido delito de 

37 Idem
38 http://ea.com.py/v2/la-policia-atropello-casas-de-agricultores-que-se-oponen-a-las-

fumigaciones-ilegales-en-guaira/
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Coacción Grave. El dirigente Bernardino Figueredo continúa detenido 
en la cárcel de Villarrica.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 20 imputados.
Personas detenidas 5 detenidos.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Coacción Grave e Invasión de Inmueble ajeno y resistencia.
Fiscal interviniente Bernardo Elizaur.
Defensa Defensa Pública de Villarrica, Mauro Fernández.
Situación al momento de la 
Investigación

Medidas Alternativas a la Prisión. En este lugar, los sojeros 
prosiguieron con los cultivos de soja.

Fuentes consultadas: 
Entrevista a Nicanor Vargas dirigente de la comunidad y a Marcial Gómez, secretario 
adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/la-policia-atropello-casas-de-agricultores-que-se-oponen-a-las-
fumigaciones-ilegales-en-guaira/

DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ

Caso 
14 Laterza Cué, Mcal. López

El 10 de octubre de 2013, pobladores de Laterza Cué, distrito de 
Mcal. López, se resistieron a un desalojo ejecutado por 300 efectivos 
policiales, integrado por la GEO y APER39.

39 http://www.ultimahora.com/comitiva-fiscal-policial-desaloja-cien-familias-laterza-
cue-n730396.html

Foto: FNC
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El Sr. Félix Benítez, dirigente del Movimiento Campesino Pa-
raguayo, relató al periódico digital E´a40, que la comitiva policial se 
acercó a la vecindad, resguardando maquinarias pesadas –tractor, 
pala cargadora y una topadora– que iban destruyendo cultivos y la 
vivienda de un poblador. Cuando la comitiva se dirigió hacia la escue-
la de la comunidad, los pobladores formaron una barrera humana y 
ahí los policías empezaron a dispararles con balines de gomas y gases 
lacrimógenos. De la intervención resultaron 6 campesinos heridos y 
4 mujeres demoradas. “Orejuka va’erã la oremosê haguã (tiene que 
matarnos a todos para sacarnos), sentenció Benítez41. 

La profesora Natalia Samaniego González relató que algunas mu-
jeres fueron detenidas por fi lmar con sus celulares la intervención. 
Denunció asimismo que, con ayuda de la Policía, echaron las casas, 
quemaron y entraron a plantar soja, señalando que “las compañeras 
están con mucho miedo”42.

“La orden de allanamiento fue emitida por el juez penal de garan-
tías de la Unidad 2 de Caaguazú, Ángel Rafael Baranda, sobre des-
acato a la orden de no innovar dentro del asentamiento, dictada por 
la jueza de primera instancia del primer turno en lo civil y comercial, 
Gladys Escobar Melgarejo”. El agente fi scal Troadio Galeano estuvo a 
cargo de la operación.43

Los pobladores ocupan la propiedad de 3.000 hectáreas desde hace 
más de 40 años, donde incluso tienen dos escuelas y una iglesia44.

El confl icto data del año 1967, cuando Euthymios Gregorios Ioan-
nidis, terrateniente de origen griego, se apropia de las tierras que 
pertenecían al empresario Mario Laterza. Con Ioannidis, ingresaron 
al lugar además 170 familias, asimismo también Ioannidis vendió de 
manera irregular lotes a colonos brasileños.

“Unos 20 años después, el griego convenció a los pobladores para 
realizar un juicio de usucapión para obtener la titulación de las tierras, 
pero a nombre de José Díaz Filho. Tras ganar el juicio en 1992, Filho 
le vendió la propiedad a la empresa Arcadia S.A. con los pobladores 
adentro. Tras sucesivas ventas de las tierras, cuyos habitantes nun-
ca quisieron abandonarla, terminaron en manos de la Agrícola En-

40 http://ea.com.py/v2/laterza-cue-fuerzas-policiales-atacan-las-afueras-de-una-escuela-
primaria-y-realizan-desalojo-violento/

41 Idem.
42 Idem.
43 http://www.ultimahora.com/comitiva-fiscal-policial-desaloja-cien-familias-laterza-

cue-n730396.html
44 Idem.
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tre Ríos (Bioenergy). Los colonos denuncian que constantemente son 
amedrentados por la fi rma para que les vendan sus derecheras”45.

Organización involucrada Movimiento Campesino Paraguayo.
Personas imputadas 28 personas fueron citadas en la Fiscalía.
Personas detenidas 4 
Personas heridas 6.
Tipos penales atribuidos Perturbación de la Paz Pública y Tentativa de Homicidio 

Doloso.
Fiscal interviniente Troadio Galeano (Campo Nueve).
Defensa Jorge Dos Santos (Particular).
Situación al momento de la 
investigación

La dirigencia del MCP llegó a un acuerdo con el INDERT 
y los directivos de la empresa Bioenergy, aceptando una 
reubicación en una fracción de tierra donada por la empresa 
al INDERT, con el compromiso de que el INDERT realice una 
asistencia integral a las familias reubicadas. Al momento de 
este estudio, según señaló el Sr. Antonio Farías del MCP, el 
gobierno no está cumpliendo con los compromisos asumidos, 
además otro grupo de Sin Tierras volvió a ocupar el lugar 
donde estaban ellos antes de la reubicación.

Fuentes consultadas:
Entrevista a don Antonio Farías, poblador de Laterza Kué, miembro de MCP 
(Movimiento Campesino Paraguayo).
http://www.ultimahora.com/comitiva-fi scal-policial-desaloja-cien-familias-laterza-
cue-n730396.html
http://ea.com.py/v2/laterza-cue-fuerzas-policiales-atacan-las-afueras-de-una-escuela-
primaria-y-realizan-desalojo-violento/
htp://www.gabinetesocial.gov.py/articulo/158-gobierno-pone-fi n-a-confl icto-de-
laterza-cue.html

45 Idem.

Foto: Marcos Ibáñez
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Caso 
15 Colonia San Francisco, Mcal. Francisco Solano López

El 19 de junio de 2014, unas 47 familias fueron desalojadas de la 
Colonia San Francisco, distrito de Francisco Solano López. El procedi-
miento movilizó a 500 policías antimotines y de la montada, un carro 
hidrante, un helicóptero de la Policía y diez tractores. Procedieron a 
destruir varias viviendas precarias de las familias campesinas, 300 per-
sonas aproximadamente. La intervención se realizó en cumplimiento 
de un ofi cio judicial emitido por la jueza Máxima Meza Maldonado.

El inmueble en confl icto de 2.000 hectáreas, pertenece a colonos 
dedicados al cultivo de soja, aglutinados en la Coordinadora Vecinal 
San Roque González de Sta. Cruz, de las cuales 300 hectáreas estaban 
siendo ocupadas por las familias campesinas46.

El 3 de julio de 2014, se produjo un nuevo enfrentamiento entre 
guardias privados y campesinos de la colonia. Casas quemadas, culti-
vos destruidos y personas heridas fue el resultado del enfrentamiento 
producido. Según el periódico digital Vanguardia, de Alto Paraná, el 
abogado de los campesinos, Marcos Torales, manifestó que denuncia-
ron formalmente ante la unidad Fiscal de Aldo Moreira, agente fi scal 
de Campo 9, todo lo sucedido y aguardan que se investigue el caso.

Los pobladores manifestaron estar con mucho temor, ya que en 
el lugar se encuentran apostados unos 20 guardias privados; según 
sospechan las familias del lugar, los guardias privados fueron contra-
tados por la Comisión Vecinal San Roque47.

46 http://www.ultimahora.com/desalojan-47-familias-dos-inmuebles-caaguazu-n805135.html
47 http://www.vanguardia.com.py/v1/index.php/puenteguype/item/18836-denuncia-con-

disparos-impiden-que-se-desarrollen-clases-en-escuela-de-mcal-l%C3%B3pez

Fotos: Última Hora.
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Organización involucrada Pobladores de San Carlos y San Lorenzo.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos 
Tipos penales atribuidos Sin datos 
Fiscal interviniente Aldo Javier Moreira (Campo 9).
Defensa Marcos Torales (abogado particular)
Situación al momento de la 
Investigación

S/D.

Fuentes consultadas: 
http://www.ultimahora.com/desalojan-47-familias-dos-inmuebles-caaguazu-n805135.
html
http://www.vanguardia.com.py/v1/index.php/puenteguype/item/18836-denuncia-
con-disparos-impiden-que-se-desarrollen-clases-en-escuela-de-mcal-l%C3%B3pez

Caso 
16 San Carlos, Caaguazú, Mcal. López

El 28 de noviembre de 2013, según publicación del diario ABC Co-
lor, un grupo de campesinos que ocupaba un inmueble en San Carlos, 
distrito de Mcal. López, departamento de Caaguazú, se enfrentaron 
con el presidente de la Comisión Vecinal San Roque González de San-
ta Cruz, el Sr. Odir Gobei, quien estaba iniciando los preparativos para 
realizar una fumigación de cultivos de soja, en una parcela colindante 
al inmueble reivindicado por los sin tierra.

El enfrentamiento se produjo según la publicación, por el hecho de 
que los sin tierras no estaban de acuerdo con la fumigación que pre-
tendía realizar el Sr. Gobei, por considerarla ilegal. Los involucrados, 
se acusan mutuamente sobre lo acontecido48.

En este caso, la disputa es entre dos comisiones; la Comisión Veci-
nal San Roque González de Santa Cruz (de los colonos) y la Comisión 
Vecinal Mcal. López de los Sin Tierra49.

Organización involucrada Comisión Vecinal Mariscal López.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos
Personas heridas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos

48 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/amedrentamiento-y-disparos-contra-
colono-644429.html

49 http://www.abc.com.py/articulos/la-policia--sigue-impidiendo-la-labor--de-los-
agricultores-en-mcal-lopez-52106.html
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Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada: 
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/amedrentamiento-y-disparos-
contra-colono-644429.html

Caso 
17 Tacuapí Guasú, San Joaquín

El 4 de diciembre de 2013, pobladores de la Comunidad de Tacua-
pí Guasú, San Joaquín, Caaguazú, denunciaron al periódico E´a los 
atropellos que soportan por parte de productores sojeros de la zona. 
Señalaron que civiles armados dispararon contra un grupo de perso-
nas que se oponían a la fumigación ilegal de un sojal en la comunidad.

Asimismo, pobladores del lugar manifestaron que un grupo de ci-
viles armados dispararon contra sus casas, ante la total inacción de los 
policías de la zona. Otros lugareños denunciaron que hay permanentes 
amenazas a los pobladores por parte de los sojeros y acusan al fi scal 
Rafael Ojeda de perseguir a los pobladores del lugar, ya que el mismo 
está formulando imputaciones masivas contra los que se oponen a la 
fumigación que se pretende realizar violando las normas ambientales50.

Nuestro entrevistado sobre el caso, Marcial Gómez, Secretario Ge-
neral Adjunto de la FNC, manifestó que los denunciantes son inte-
grantes de la FNC y que a consecuencia de las acciones, 10 personas 
fueron imputadas.

50 http://ea.com.py/v2/campesinos-que-se-oponen-a-fumigaciones-denuncian-ataques-
perpetrados-por-sojeros/

Foto: E’a.



66

ABEL ARECO Y MARIELLE PALAU

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 10 
Personas detenidas No hubo
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Coacción y Coacción Grave
Fiscal interviniente Rafael Ojeda.
Defensa Defensor Público de Caaguazú.
Situación al momento de la 
Investigación

Se encuentra en convocatoria a Juicio Oral. Cesó el cultivo de 
soja en el lugar.

Fuentes consultadas: 
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/campesinos-que-se-oponen-a-fumigaciones-denuncian-ataques-
perpetrados-por-sojeros/
http://www.ultimahora.com/campesinos-atacan-tractor-evitar-fumigaciones-n749589.html

Caso 
18 Asentamiento Guahory, Tembiaporá

El jueves 12 de febrero de 2015, aproximadamente 400 policías en 
compañía de brasiguayos armados desalojaron violentamente a po-
bladores de un asentamiento de Guahory, distrito de Tembiaporá.

Según publicó el periódico E´a, el procedimiento dejó varios heri-
dos y detenidos; también, según denunciaron los pobladores al perió-
dico mencionado, los brasiguayos con sus tractores procedieron a la 
destrucción de las casas y los cultivos de autoconsumo de los pobla-
dores, que hace más de un año vivían en el lugar.

El inmueble en confl icto cuenta con una dimensión de 4.000 hectá-
reas; los labriegos aseguran que es propiedad del INDERT y en proce-
so de adjudicación a ellos; sin embargo, los brasiguayos sostienen que 
son ellos los propietarios y consiguieron el auxilio de los organismos 
judiciales y policiales para el desalojo51.

Posterior al desalojo realizado, el presidente del INDERT, Justo 
Cárdenas, declaró públicamente que el asentamiento desalojado esta-
ba asentado en propiedad del INDERT y que el procedimiento llevado 
adelante por el fi scal Alfi rio González es ilegal, porque el mismo no 
contaba con una orden judicial. El propio INDERT hizo una interven-
ción posterior para reubicar nuevamente en el lugar a las 250 familias 
afectadas52. Según señaló el señor Valentín González, poblador del 

51 http://ea.com.py/v2/policias-acompanados-de-brasiguayos-desalojan-a-campesinos-y-
dejan-heridos/

52 http://ea.com.py/v2/confi rman-que-brasileros-desalojaron-ilegalmente-a-campesinos-de-
tierras-del-indert/
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lugar, en la entrevista realizada, aproximadamente 150 personas ya 
fueron imputadas en este caso.

.
Organización involucrada Pobladores de Guahory, Tembiaporá.
Personas imputadas 150 (aproximadamente)
Personas detenidas Sin datos
Personas heridas Sin datos
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno.
Fiscal interviniente Alfi rio González Sandoval.(Caaguazú).
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Reocupación con nueva amenaza de desalojo.

Fuentes consultadas: 
Entrevista a Valentín González, poblador de Guahory.
http://ea.com.py/v2/policias-acompanados-de-brasiguayos-desalojan-a-campesinos-
y-dejan-heridos/
http://ea.com.py/v2/confi rman-que-brasileros-desalojaron-ilegalmente-a-campesinos-
de-tierras-del-indert/.

Fotos: BASE-IS
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DEPARTAMENTO DE CAAZAPÁ

Caso 
19 Asentamiento Pacurí, Tava´i, Caazapá

El 27 de abril de 2015, unas 75 familias campesinas, pobladoras 
del asentamiento Pacurí ubicado en el distrito de Tava´i, perdieron 
sus casas y sus animales. Un poblador del asentamiento manifestó al 
diario Última Hora que la orden de desalojo se emitió para intervenir 
una fi nca, sin embargo, los policías se excedieron y atropellaron las 
viviendas de los vecinos ubicados ya en otra propiedad, que no estaba 
incluida en la orden judicial. Según el denunciante, la orden judicial 
fue emanada a favor de un empresario brasileño, propietario de la 
empresa Colonial Agrícola.

Los pobladores de Pacurí manifestaron a Última Hora que es la 
tercera vez que realizan el desalojo de la fi nca. Las familias afectadas 
por el violento desalojo, solicitan al INDERT que investigue lo ocu-
rrido, ya que hace 23 años están ocupando el lugar y ni siquiera el 
INDERT puede determinar bien a quién le corresponde el inmueble.

El asentamiento Pacurí está ubicado en parte de un inmueble de 
7.000 hectáreas, los pobladores sostienen que es excedente fi scal y es-
tán realizando los trámites para legalizarlo53.

Según nuestro entrevistado respecto al caso, el Sr. Valdoneri, po-
blador de María La Esperanza, el desalojo se produjo en una fracción 

53 http://www.ultimahora.com/policia-quemo-75-casas-y-mato-animales-asentamiento-
campesino-caazapa-n891352.html

Foto Última Hora.
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colindante al Asentamiento María La Esperanza, ya que un grupo de 
personas tienen la intención de ampliar el asentamiento y por eso de-
cidieron ocupar la fracción en cuestión.

Organización involucrada Pobladores del Asentamiento Pacurí-María La Esperanza.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos
Personas heridas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos 

Fuente consultada: 
Entrevista al señor Valdoneri, poblador de María La Esperanza.
http://www.ultimahora.com/policia-quemo-75-casas-y-mato-animales-asentamiento-
campesino-caazapa-n891352.html

DEPARTAMENTO DE ITAPÚA

Caso 
20 Asentamiento Ysypo Ju, San Pedro del Paraná

El Asentamiento Ysypo Ju se encuentra en el distrito de San Pedro 
del Paraná, departamento de Itapúa. Pobladores del lugar, asociados 
a la Organización de Lucha por la Tierra, conformaron una Comisión 
Vecinal Sin Tierra para revisar la situación jurídica de un inmueble 
de aproximadamente 500 hectáreas, colindante a la comunidad, que 
estaba siendo alquilado para la producción de soja.

Según integrantes de la comisión vecinal, dentro del inmueble 
existirían unas 250 hectáreas de excedente fi scal, que los supuestos 
propietarios –los herederos del Sr. Diego Giménez– están usurpando 
y alquilando para plantación de soja, a un ciudadano de origen ruso. 
La Comisión Vecinal Ysypo Ju, con acompañamiento de la Organi-
zación de Lucha por la Tierra, estaba gestionando ante el INDERT la 
“Mensura Judicial” del inmueble, a fi n de detectar la cantidad exacta 
del excedente fi scal cuya existencia presumen.

Integrantes de la comisión vecinal Ysypo Ju, ya realizaron las ges-
tiones durante dos años ante el INDERT para la mensura judicial del 
inmueble, sin tener respuesta; esta situación motivó la ocupación del 
mismo, de manera a presionar a las autoridades para el avance de los 
trámites. El 26 de junio de 2014, después de 3 meses de la ocupación, 
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fueron desalojados nuevamente por una comitiva fi scal policial. En la 
intervención no hubo detenidos, pero los policías quemaron todos los 
ranchos precarios, destruyeron los cultivos y robaron pertenencias de 
los ocupantes, según manifestaron. Por su parte, el fi scal de San Pedro 
del Paraná imputó a 12 de los censados, integrantes de la comisión 
individualizada.

El 20 de junio de 2015, las y los integrantes de la comisión vecinal 
“Ysypo Ju” volvieron a ocupar el inmueble; nuevamente fueron des-
alojados el 30 de julio. No hubo detenidos porque huyeron del lugar, 
los policías quemaron nuevamente los ranchos y llevaron varias he-
rramientas de los sin tierra, según relató en una entrevista la señora 
Lidia Marina Paredes, de la Comisión Vecinal .

Organización involucrada Comisión Vecinal Ysypo Ju (OLT).
Personas imputadas 12 
Personas detenidas No hubo
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno
Fiscal interviniente Pedro Clever Aguilar Cubilla (San Pedro del Paraná).
Defensa No tienen abogado defensor.
Situación al momento de la 
Investigación

Reocupación y los imputados están en calidad de prófugos.

Fuente: 
Entrevista a Lidia Marina Paredes (Comisión Vecinal Ysypo Ju OLT).

Foto: BASE-IS
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Caso 
21 Asentamiento 12 de Junio, San Pedro del Paraná, Itapúa

El Asentamiento 12 de Junio, ubicado en el distrito de San Pedro 
del Paraná, departamento de Itapúa, es un asentamiento campesino 
de seis años de ocupación. El inmueble de 176 hectáreas donde está 
ubicado el asentamiento, estuvo ocioso durante mucho tiempo, sin 
que los vecinos supieran a quién pertenecía.

Por la necesidad de tierra para producir rubros de autoconsumo, 
un grupo de campesinos agremiados en la Organización de Lucha por 
la Tierra, conformó una Comisión Vecinal Sin Tierra denominada “12 
de Junio”, con el objeto de iniciar las gestiones de averiguación sobre 
el inmueble, con el fi n de convertirlo en un asentamiento. Después 
de varias gestiones ante el INDERT y la Dirección General de los Re-
gistros Públicos, se descubrió que el inmueble fi guraba a nombre del 
Banco Nacional de Fomento.

Las y los integrantes de la comisión decidieron ocuparlo. Un tiem-
po después, el Banco Nacional de Fomento vendió el inmueble al Sr. 
Carlos Ortega, quien inmediatamente denunció ante la fi scalía de San 
Pedro del Paraná a integrantes de la Comisión Vecinal por “Invasión 
de Inmueble Ajeno”. A partir de la denuncia entablada por el nuevo 
dueño, ocho campesinos censados en la comisión vecinal fueron im-
putados por delito de “Invasión de Inmueble Ajeno” y actualmente se 
encuentran con orden de detención.

La OLT está planteando ante el INDERT la compra de este inmue-
ble para las familias allí asentadas. Actualmente se está gestionando 
la solicitud de Carta de Oferta al propietario, a fi n de llegar a una ne-
gociación sobre el inmueble entre la OLT, el INDERT y el propietario.

Los imputados por Invasión de Inmueble Ajeno optan por no pre-
sentarse ante la justicia, debido a que están en conocimiento de que 
para que se les conceda la libertad en la causa, se les imponen medi-
das alternativas a la prisión, las que generalmente en casos similares, 
prohíben a los imputados reunirse o acercarse al inmueble, por tanto, 
ellos no están en condiciones de cumplir con esas restricciones, pues 
tienen sus viviendas dentro del inmueble en cuestión, según manifes-
tó Esteban Irala en una entrevista.
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Organización involucrada Organización de Lucha Por La Tierra.
Personas imputadas 8 
Personas detenidas No hubo
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno.
Fiscal interviniente Pedro Clever Aguilar Cubilla (San Pedro del Paraná).
Defensa A través del Abog. Alberto Alderete se está coordinando con 

la Defensoría Pública.
Situación al momento de la 
Investigación

Reocupación, y los imputados en calidad de prófugos.

Fuente:
Entrevista a Esteban Irala, Secretario de Sin Tierra de la OLT.

Caso 
22

Comunidad Indígena Makutinga, 
San Rafael del Paraná, Itapúa

El 12 de marzo de 2015, una comitiva fi scal-policial atropella la co-
munidad indígena Makutinga por tercera vez, las anteriores se ha-
bían producido en los años 2010 y 2011. Según el periódico digital 
E´a, la Federación por la Autodeterminación de los Pueblos Indígenas 
(FAPI), había denunciado los atropellos en su momento.

La comitiva llegó a la comunidad Makutinga, del Pueblo Mbyá 
Guaraní, con una orden judicial con objeto de resguardar al Sr. An-
toliano Sánchez, quien posee un título falso, según los denunciantes.

El operativo fue realizado por unos 70 efectivos policiales fuer-
temente armados, que ingresaron a la comunidad sin pedir permiso 
alguno, con la intención de cumplir una orden judicial emitida a favor 
del supuesto propietario. El procedimiento estuvo encabezado por el 
jefe de la comisaría de Itapúa, comisario Gerardo Crisóstomo Sosa, la 
asistente fi scal de la unidad 2 de María Auxiliadora, la abogada Mi-
riam Invernizzi y el juez de paz de Carlos A. López, abogado Crispín 
Ferreira.

Según E´a, los intervinientes manifestaron contar con una orden 
judicial, dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo civil y comercial 
segunda sala de Asunción (AI Nº 423) de fecha 25 de junio de 2012, 
que dispone la Explotación Agrícola al señor Antoliano Sánchez. La 
resolución mencionada, autoriza la explotación agrícola al señor Sán-
chez, de un inmueble individualizado como fi nca 1.468, del distrito 
de Carlos A. López, ubicado en un sitio diferente, no donde se en-
cuentra la fi nca de la comunidad indígena, la cual está asentada en un 
inmueble individualizado como fi nca 632, del distrito de San Rafael 
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del Paraná y que está a nombre del Instituto Paraguayo del Indígena, 
señaló la FAPI.

A pesar de que está claro que no se trata del mismo inmueble, el 
Sr. Antoliano Sánchez logró el apoyo de los jueces y la Policía para 
atropellar la comunidad indígena mencionada.

“Según señalaron las autoridades del INDI en su portal digital, 
además de atentar contra los derechos de los pueblos indígenas, este 
atropello constituye una violación de otra disposición judicial del 4 
de abril de 2013, en la que la Juez de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial del Quinto Turno, disponía la “prohibición de innovar de 
hecho y de derecho sobre la Finca Nº 1468 del Distrito de Carlos Anto-
nio López, anteriormente Capitán Meza, Padrón Nº 96 y sobre la Finca 
Nº 632 del distrito de San Rafael del Paraná”54.

Organización involucrada Comunidad Indígena Makutinga.
Personas imputadas 4 llamados a indagatoria, incluido el abogado Richard Báez, 

por denuncia del Sr. Antoliano Sánchez.
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno y Amenaza de hechos punibles.
Fiscal interviniente Alfredo Ramón Báez Pedotti (Encarnación).
Defensa Richard Báez

54 http://ea.com.py/v2/con-titulo-falso-comitiva-fiscal-policial-atropella-comunidad-
indigena-por-tercera-vez/

Foto: FAPI
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Situación al momento de la 
Investigación

Quedó abierta la investigación, se cambió la indagatoria por 
testifi cales.

Fuentes consultadas: 
Entrevista al Abog. Richard Báez de la FAPI.
http://ea.com.py/v2/con-titulo-falso-comitiva-fi scal-policial-atropella-comunidad-
indigena-por-tercera-vez/

DEPARTAMENTO DE MISIONES

Caso 
23 San Ignacio, Misiones

El 16 de abril de 2014, un grupo de 16 campesinos sin tierra fue de-
tenido e imputado por la fi scala Romy Riveros de San Ignacio, Misio-
nes55. Las y los campesinos procuraban conseguir la mensura judicial 
de un inmueble de 3.478 has., sosteniendo que parte del mismo es un 
excedente fi scal. El Sr. Víctor Zaputovich es quien alega ser propieta-
rio de la fi nca en cuestión; pero según los labriegos, el Sr. Zaputovich 
solo cuenta con un título sobre 1.762 hectáreas, fi nca N° 1.377. Las y 
los campesinos sostienen que el resto de la propiedad no le pertenece 
a Zaputovich y lo reivindican para un asentamiento56.

55 http://www.ultimahora.com/campesinos-imputados-invadir-propiedad-privada-
misiones-n814573.html

56 http://demoinfo.com.py/campesinos-que-reclaman-excedentes-de-tierras-fueron-
imputados/

Foto: Última Hora.
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Organización involucrada Comisión Vecinal
Personas imputadas 16 
Personas detenidas 16 
Personas heridas No hubo
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno.
Fiscal interviniente Romy Riveros. (San Ignacio Misiones)
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación 

Sin datos

Fuentes consultadas: 
http://www.ultimahora.com/campesinos-imputados-invadir-propiedad-privada-
misiones-n814573.html
http://demoinfo.com.py/campesinos-que-reclaman-excedentes-de-tierras-fueron-
imputados/

DEPARTAMENTO DE ALTO PARANÁ

Caso 
24 Sta. Lucía, Ñacunday

El 31 de octubre de 2013, treinta y tres campesinos fueron conde-
nados a 3 años y 6 meses de prisión. Además, a los líderes principales 
de la Comisión Vecinal Santa Lucía, Victoriano López, Federico Ayala 
y Rosalino Casco, el tribunal les impuso una condena de 5 años de 
prisión.

El Tribunal de Sentencia estuvo integrado por Ana Arréllaga, Efrén 
Giménez y Graciela Flores. Los principales líderes fueron condenados 
como autores de los delitos de “Coacción e Invasión de Inmueble Aje-
no”, los demás campesinos fueron condenados por los mismos delitos 
pero en calidad de cómplices.

Los campesinos fueron condenados como consecuencia de la ocu-
pación que miembros de la Comisión Vecinal Santa Lucía habían reali-
zado, entre febrero y julio de 2010, en un inmueble de 12.000 hectáreas 
en la colonia Paranambú, distrito de Ñacunday, donde se encuentra la 
hacienda Espigón, propiedad del Grupo Favero57. Según Última Hora, 
4.000 familias llegaron a ocupar la tierra de Favero entre febrero y julio 
del año 201058.

57 http://www.ultimahora.com/victoriano-lopez-y-sus-lideres-van-prision-cinco-
anos-n736237.html

58 Idem.
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Organización involucrada Comisión Vecinal Sta. Lucía.
Personas condenadas 36 
Delitos atribuidos Coacción e Invasión de Inmueble Ajeno.
Años de condena 5 y 3 años de prisión.
Integrantes del Tribunal Ana Arréllaga, Efrén Giménez y Graciela Flores.
Defensa José Gil López (particular).
Situación al momento de la 
Investigación

El INDERT reubicó a los Sin Tierra de la Comisión Sta. Lucía 
en un inmueble recuperado del poder de los sojeros, donde 
creó un Asentamiento Modelo denominado Sta. Lucía, con 
una propuesta de asistencia integral, con construcción de 
viviendas prefabricadas, infraestructura de servicios básicos 
y lotes para producir. Hasta la elaboración de este estudio, 
persiste en el lugar el confl icto, ya que los colonos que fueron 
despojados de las tierras del Estado no están permitiendo 
que los campesinos entren a trabajar en las supuestas tierras 
recuperadas, y hay una zozobra constante entre los viejos y 
nuevos pobladores de la zona.

Fuente consultada: 
http://www.ultimahora.com/victoriano-lopez-y-sus-lideres-van-prision-cinco-
anos-n736237.html
http://www.ultimahora.com/victoriano-lopez-y-sus-lideres-van-prision-cinco-
anos-n736237.html

Foto: Última Hora.
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Caso 
25 Ñacunday

El jueves 5 de junio de 2014, la Policía Nacional reprimió a un gru-
po de manifestantes en Ñacunday, que intentó marchar por los cami-
nos internos del nuevo asentamiento que estaba creando el INDERT 
en el lugar. De la represión policial resultaron tres pobladores heridos 
con balines de goma y 14 detenidos, quienes fueron puestos a disposi-
ción del fi scal Delio González.

Las personas reprimidas son los colonos del lugar que se oponen 
al proyecto del INDERT, que tenía proyectado un asentamiento mo-
delo en la Colonia Sta. Lucía, lugar donde fueron reubicados los cam-
pesinos que ocuparon la tierra de Tranquilo Favero59.

Organización involucrada Pobladores de Ñacunday.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 14
Personas heridas 3 
Tipos penales atribuidos: Sin datos 
Fiscal interviniente Delio González.
Defensa: Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada:
http://m.ultimahora.com/hay-14-detenidos-incidentes-entre-n800785.html

59 http://m.ultimahora.com/hay-14-detenidos-incidentes-entre-n800785.html

Foto: Última Hora.
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Caso 
26 Tavapy II, Alto Paraná 

El 29 de octubre de 2013, en Tavapy II, Alto Paraná, empleados de 
la fundación Francis Perrier iniciaron la fumigación de una parcela en 
la estancia Kuñataî. El inmueble tiene una superfi cie de 1.798 hectá-
reas y los trabajos estaban siendo custodiados por el Grupo de Ope-
raciones Especiales (GEO) y por la agrupación montada de la Policía 
Nacional, cumpliendo un ofi cio judicial fi rmado por el juez Rafael Ja-
cobo, de Santa Rita.

Según publicaciones de ABC Color, unos 150 labriegos se enfrenta-
ron con honditas, palos y machetes, con los policías que estaban custo-
diando el inmueble, intentando impedir la fumigación de los cultivos. 
Tres campesinos (Camilo Florentín, Alvino Benítez y Feliciano Acos-
ta) resultaron heridos con balines de goma, dos dirigentes campesinos 
(Raúl de los Santos Florentín y Catalina Núñez Samudio) quedaron 
detenidos, uno de los policías recibió golpes con disparo de hondita.

Era la tercera vez que se intentaba realizar la fumigación y siembra 
de soja en la parcela. En esta ocasión, los dueños de la estancia solici-
taron el refuerzo de una importante dotación policial, ya que estaban 
fuera de época para la siembra.

Melanio Bogarín, empleado de la Fundación Perrier, dijo que la 
fundación ayuda a 30 productores y sus familias, aportan para el cen-
tro asistencial público de la localidad, así también a escuelas, prove-
yendo muebles y elementos para huertas, señalando “ojalá que esta 
vez sea defi nitivo nuestro ingreso al inmueble y así podamos plantar, 
vender, recaudar y ayudar”60.

60 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/interior/campesinos-se-enfrentaron-a-la-policia-
con-machetes-y-honditas-633702.html

Foto: ABC Color
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Organización involucrada Comisión Sin Tierra.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 2 
Personas heridas 4
Tipos penales atribuidos: Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos
Defensa: Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada: 
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/interior/campesinos-se-enfrentaron-a-la-
policia-con-machetes-y-honditas-633702.html

Caso 
27 Colonia Yguazú, Ytakyry, Alto Paraná

El 8 de agosto de 2014, veintisiete campesinos Sin Tierra de la 
Comisión Vecinal San Rafael, fueron detenidos cerca de un inmue-
ble propiedad de la Cooperativa Yguazú Ltda. de colonos japoneses 
y tiene 67 mil hectáreas, según publicaciones del diario Última Hora. 
Los detenidos manifestaron que en el lugar estaban esperando a una 
comitiva del INDERT y sostuvieron que una fracción de la tierra que 
ellos reclaman es excedente fi scal, que los socios de la cooperativa es-
tán usufructuando irregularmente61.

El 2 de octubre de 2014, según el medio de prensa, el asesor pre-
sidencial Isao Taoka y el titular de la Asociación Japonesa de Colonia 
Yguazú (Alto Paraná), Ichiro Fukui, se reunieron con el presidente 
Horacio Cartes para agradecer que bajo su Gobierno lograran frenar 
las ocupaciones de sus tierras. El señor Fukui señaló que “hace tres 
años están siendo invadidos por los campesinos sin tierras. Remarcó 
que por primera vez, el fi scal de la zona imputó a un grupo de ocu-
pantes y que con eso prácticamente se enfrió la situación confl icti-
va que vienen arrastrando desde el gobierno de Fernando Lugo, en 
2012”62.

61 http://www.ultimahora.com/detienen-campesinos-tierras-colonos-japoneses-n819133.html
62 http://www.ultimahora.com/comunidad-japonesa-preocupada-la-ocupacion-

tierras-n835143.html
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El 9 de febrero de 2015, campesinos Sin Tierra de la Comisión 
San Rafael, se manifestaron a la altura del Km. 60, Santo Domin-
go, y fueron reprimidos por la Policía, uno de ellos quedó detenido. 
Los campesinos estaban reclamando unas 7.000 hectáreas de tierra, 
que sostienen son excedentes fi scales usurpados por la Cooperativa 
Yguazú63.

Organización involucrada Comisión Vecinal San Rafael.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 28 
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos
Defensa: Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuentes consultadas:
http://www.ultimahora.com/detienen-campesinos-tierras-colonos-japoneses-n819133.
html
http://www.ultimahora.com/comunidad-japonesa-preocupada-la-ocupacion-
tierras-n835143.html
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/nuevo-reclamo-de-tierras-en-
yguazu-1334938.html

Caso 
28 Asentamiento San Miguel, Itakyry 

El 28 de agosto de 2014, una comitiva de la GEO arrasó un asenta-
miento en Itakyry, los policías procedieron a desalojar a unas 80 fami-

63 http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/nuevo-reclamo-de-tierras-en-
yguazu-1334938.html

Fotos: Última Hora.
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lias ocupantes y quemaron sus viviendas, denunciaron los pobladores 
del asentamiento San Miguel, según E´a.

De acuerdo a lo dicho por los denunciantes, la Policía estaba cum-
pliendo una orden judicial emitida ilegalmente a favor de Celso Algo-
rín, ciudadano brasilero. Los campesinos manifi estan estar gestionando 
ante el INDERT la regularización del inmueble de 814 hectáreas, fi nca 
1574, padrón 1866, que según los mismos pertenece a la institución.

Todos los pobladores del asentamiento San Miguel quedaron en la 
calle, no es la primera vez que sufren un desalojo, según mencionaron; 
además, lamentan que este tipo de medidas la estén llevando a cabo 
las autoridades locales, policiales, judiciales y fi scales para favorecer a 
empresarios extranjeros64.

Organización involucrada Pobladores de San Miguel
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Sin datos
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada:
http://ea.com.py/v2/desalojaron-a-80-familias-y-quemaron-sus-viviendas-a-pedido-
de-sojero-brasilero/

64 http://ea.com.py/v2/desalojaron-a-80-familias-y-quemaron-sus-viviendas-a-pedido-de-
sojero-brasilero/

Foto: BASE-IS
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DEPARTAMENTO DE CANINDEYÚ

Caso 
29 Y’apó, Corpus Christi

El día 15 de junio de 2014, la comunidad Indígena “Y'apó”, ubi-
cada en el distrito Corpus Christi, departamento de Canindeyú, fue 
atropellada por un grupo de civiles armados sin orden judicial, con la 
intención de desalojarlos de su comunidad. La comunidad se opuso 
y se produjo un enfrentamiento donde falleció uno de los atacantes y 
varios nativos resultaron con golpes y heridas. Según el periódico E´a, 
los civiles armados que protagonizaron el ataque, fueron contratados 
por la empresa Laguna S.A. y son de la empresa de seguridad privada 
Leo S.A., de Curuguaty65.

El fi scal Lorenzo Lezcano manifestó a la radioemisora 7.80 A.M. 
que el atropello a la comunidad indígena fue ilegal y que se realizó sin 
orden judicial, además manifestó que dialogará con el INDI sobre el 
confl icto suscitado66.

El 20 de mayo de 2014, Raquel Peralta, de la Coordinadora Na-
cional de la Pastoral Indígena (CONAPI), de la Conferencia Episco-

65 http://ea.com.py/v2/yapo-matones-quisieron-hacer-desalojo-sin-orden-judicial-y-casi-
termina-en-masacre/

66 Idem.

Foto: CONAPI.
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pal Paraguaya, ya había denunciado al diario ABC Color un atropello 
a la comunidad indígena, protagonizado por fi scales, policías y los 
abogados de la empresa Laguna S.A. En esa oportunidad, la religio-
sa había denunciado la destrucción de unas 100 viviendas, señalando 
que “ellos, por suerte, no estaban en ese momento en el lugar, porque 
podría haber sido peor la situación con un enfrentamiento; la Policía 
entra a destruir y echar todo y quemar”, señaló67.

La CONAPI emitió un comunicado lamentando lo ocurrido y ma-
nifi esta que se trata de una práctica habitual de la empresa Laguna 
S. A.68. 

Organización involucrada Comunidad Indígena Y’ apó (CONAPI)
Personas imputadas Indígenas no hubo, sí los guardias privados.
Personas detenidas Indígenas no hubo, sí los guardias privados.
Personas heridas Varios.
Tipos penales atribuidos Indígenas imputados no hubo.
Fiscal interviniente Lorenzo Lezcano (Curuguaty).
Defensa No hubo. Acompañaron a los indígenas abogados de la 

CONAPI.
Situación al momento de la 
Investigación

Después del último ataque, las cosas se calmaron, pero 
siguen los litigios judiciales en torno al caso.

Fuentes consultadas:
http://www.conapi.org.py/interna.php?id=268
http://ea.com.py/v2/yapo-matones-quisieron-hacer-desalojo-sin-orden-judicial-y-casi-
termina-en-masacre/
http://www.abc.com.py/nacionales/queman-viviendas-en-ausencia-de-
indigenas-1246975.html

Caso 
30 Curuguaty, Canindeyú

El 15 de junio de 2012, una comitiva fi scal, acompañada por más 
de 300 policías de antimotines, la GEO, la FOPE, la montada y efec-
tivos de orden y seguridad, dotados con patrulleras, ambulancias y 
helicópteros, se adentraron en el inmueble denominado Marina Kué, 
actualmente ubicado en el distrito de Yvyrarovaná, departamento de 
Canindeyú, con el objetivo de desalojar a unos 60 campesinos, jóvenes, 
mujeres, ancianos y niños que ocupaban el inmueble mencionado. El 

67 http://www.abc.com.py/nacionales/queman-viviendas-en-ausencia-de-indigenas-1246975.
html

68 http://www.conapi.org.py/interna.php?id=268
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resultado de la intervención resultó en un confuso episodio, donde fa-
llecieron 11 campesinos y 6 policías, y varios campesinos procesados. 

El inmueble de 2.000 has. que ocupaban los campesinos y que el 
Estado paraguayo recibió en donación en el año 1969, destinado en el 
año 2004 para los fi nes de la Reforma Agraria a través de un decreto 
del Presidente de la República; estaba siendo usurpado por la empre-
sa Campos Morombí S.A.C. y A. de manera ilegal. Esta empresa logró 
el auxilio de la fi scalía para la intervención en Marina Kué, interven-
ción que derivó en la masacre.

Posteriormente, 57 personas fueron procesadas por la Fiscalía, por 
Homicidio Doloso Califi cado, Homicidio Doloso en Grado de Tenta-
tiva, Lesión Grave, Coacción, Coacción Grave y Asociación Criminal, 
pero terminó acusando solo por “Tentativa de Homicidio, Asociación 
Criminal e Invasión de Inmueble Ajeno”. Dieciséis de los procesados 
fueron detenidos, y están sometidos a proceso. Uno de los menores de 
edad ya fue condenado, dos fueron sobreseídos, 11 están encarando 
Juicio Oral y Público y 2 se encuentran aguardando la realización de 
su juicio oral, al momento de cierre del periodo de este estudio. El 
22 de febrero de 2013, el menor R.A.B., de 17 años de edad, fue con-
denado a 2 años y 6 meses, siendo el primer condenado en el Caso 
Curuguaty.

Foto: Articulación por Curuguaty
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El fi scal de la causa Jalil Rachid manifestó a Radio Monumental: 
"el adolescente le llevaba ropas y comidas a su hermano, eso es aso-
ciación criminal"69. El menor fue condenado por cometer delito de 
“Asociación Criminal”, bajo la fi gura de la Suspensión a Prueba de 
la Ejecución de la Condena, asumiendo su participación como apoyo 
logístico a los ocupantes de Marina Kué. La Sentencia fue dictada por 
la jueza de la Niñez y la Adolescencia Yanine Ríos70.

Organización involucrada Comisión Vecinal Naranjaty.
Personas detenidas 16 (dos tienen juicios abiertos independientes, 11 iniciándose 

el juicio oral a la fecha del estudio, tres personas fueron 
desvinculadas del proceso investigativo).

Personas imputadas 57
Personas heridas Varios policías y campesinos.
Personas condenadas 1 menor, por Asociación Criminal.
Delitos atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno, Asociación Criminal y Tentativa 

de Homicidio doloso.
Fiscales intervinientes Ninfa Aguilar, Diosnel Giménez, Jalil Rachid.
Años de condena 2 años y 6 meses.
Jueza Yanine Ríos.
Defensa Defensa Pública (Curuguaty). 
Situación al momento de la 
Investigación

De los 57 procesados en la Causa, 13 personas están enfrentan-
do Juicio Oral. En la Cámara de Diputados fue aprobado un 
proyecto para que las Tierras de Marina Kué sean convertidas 
en Reserva Pública con carácter Científi co y a Perpetuidad, 
con la denominación de Reserva “Yverá”, por vía de una do-
nación que realiza la empresa Campos Morombí a favor del 
Estado paraguayo. El proyecto ya fue incluido en la agenda 
del Senado para su estudio, pero hasta el momento, no ha sido 
estudiado.

Defensa Amelio Sisco, Víctor Azuaga, Albino Ramírez, Marcos 
Shirokawa y Pablo Aguayo para el caso de 11 procesados. La 
Codehupy para un caso y otro caso con defensa pública.

Situación al momento de la 
investigación

En Juicio Oral y Público, la tierra de Marina Kué fue 
declarada Reserva Pública por Ley.

Fuentes consultadas: 
Informes de la Articulación por Curuguaty.
http://www.paraguay.com/judiciales-policiales/curuguaty-condenan-a-adolescente-
por-abastecer-a-campesinos-91729?ep=true
http://www.hoy.com.py/nacionales/caso-curuguaty-menor-de-17-anos-es-el-primer-
condenado

69 http://www.paraguay.com/judiciales-policiales/curuguaty-condenan-a-adolescente-por-
abastecer-a-campesinos-91729?ep=true

70 http://www.hoy.com.py/nacionales/caso-curuguaty-menor-de-17-anos-es-el-primer-
condenado
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Caso 
31

Colonia Maracaná Primer Encuadre, Curuguaty, 
Canindeyú

El 16 de noviembre de 2013, según publicaciones del periódico di-
gital E´a, la Federación Nacional Campesina denunció que la Policía 
Nacional baleó a dos campesinos y detuvo a tres por oponerse a la fu-
migación de un sojal. El hecho ocurrió en la colonia Maracaná, límite 
con Huber Duré. Los labriegos baleados y detenidos por la Policía, sa-
lieron a pedir explicaciones a un grupo de policías sobre la detención 
de otros miembros de la organización. Los campesinos que resultaron 
heridos son Herminio Enríquez y Pablino Rojas, y fueron detenidos 
Basilio Agüero y los hermanos Elvio Villasanti y Simón Villasanti. Se-
gún la publicación de E´a, los campesinos se oponen a la sojización 
porque causan perjuicios a la comunidad contaminando cauces de 
agua, chacras de pequeños productores y por afectar la salud de la 
gente y de los animales71.

A consecuencia de los hechos relatados más arriba, siete campe-
sinos fueron imputados por el fi scal de Curuguaty José Zarza. Dos 
por Tentativa de Homicidio y cinco por Invasión de Inmueble Ajeno, 
coacción grave y portación de armas72.

71 http://ea.com.py/v2/policias-balean-a-dos-campesinos-y-detienen-a-tres-que-resisten-
fumigacion-de-sojal

72 http://www.paraguay.com/nacionales/fi scal-imputa-a-campesinos-baleados-98815

Foto: FNC
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Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas detenidas 7 
Personas imputadas 3 
Personas heridas 2 
Tipos penales atribuidos Tentativa de Homicidio, Invasión de Inmueble ajeno, 

coacción grave y portación ilegal de armas.
Fiscal interviniente José Zarza (Curuguaty).
Defensa Abogados de CODEHUPY en coordinación con Defensoría 

Pública de Curuguaty.
Situación al momento de la 
Investigación

Con medidas Alternativas a la Prisión.

Fuentes consultadas: 
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/policias-balean-a-dos-campesinos-y-detienen-a-tres-que-resisten-
fumigacion-de-sojal
http://www.paraguay.com/nacionales/fi scal-imputa-a-campesinos-baleados-98815

Caso 
32 Tava Jopoi, Curuguaty, Canindeyú

El 23 de noviembre de 2013, pobladores de la colonia Tava Jo-
poi impidieron la fumigación de un sojal de 150 hs., perteneciente a 
Cristino Eder Menuzzi. Unos 200 vecinos de Tava Jopoi, asociados y 
asociadas a la FNC, expulsaron del lugar a personal del Sr. Menuzzi 
que intentaban llevar adelante la fumigación del sojal que linda con 
la colonia. Según el diario Última Hora, el Sr. Menuzzi ya había lo-
grado una medida cautelar fi rmada por el Juez Penal de Garantías de 
Curuguaty, para contar con resguardo policial y así llevar adelante 
los trabajos de fumigación. Hasta el momento del hecho relatado, no 
logró reunir sufi ciente fuerza policial para impedir la reacción de los 
pobladores de la colonia Tava Jopoi73.

A consecuencia de la oposición a la fumigación por parte de los 
vecinos de Tava Jopoi, fueron citados e imputados nueve poblado-
res de la comunidad en la Fiscalía de Curuguaty, por el fi scal José 
Zarza74,asimismo uno de los pobladores fue detenido fue imputado.

El 3 de diciembre de 2013, el senador nacional Luis Alberto Wagner 
declaró públicamente: “En el día de hoy, en Curuguaty, departamento 
de Canindeyú, un campo de soja de 150 hectáreas, vecino a la comu-
nidad Tava Jopói, fue fumigado con resguardo policial”. El campo fu-
migado, según informó el diario Última Hora, sería de un brasileño de 

73 http://www.ultimahora.com/campesinos-corrieron-fumigadores-tava-jopoi-n743411.html
74 http://www.ultimahora.com/impiden-una-fumigacion-propiedad-canindeyu-n743584.html
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apellido Menuzzi. El resguardo policial contó con unos 60 agentes de 
la FOPE. El senador denunció que en el lugar existía un pozo de agua, 
una escuela, viviendas y una comunidad indígena. Al mismo tiempo 
también denunció que la fumigación se hizo a menos de 100 metros de 
la comunidad Tava Jopoi, violando las leyes ambientales. Expresó que 
la Policía Nacional no puede aceptar ninguna orden de un juez o fi s-
cal que infrinja las leyes ambientales. “No pueden ellos (los policías) 
recibir una orden ilegal, el comandante de la Policía no puede aceptar 
ninguna orden ilegal de ningún juez o fi scal. No puede decir el fi scal, 
vaya y resguárdele a aquel que le va a envenenar a la gente”, dijo.75

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 10 
Personas detenidas 1 
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Coacción y amenazas de Hechos Punibles
Fiscal interviniente José Zarza (Curuguaty)
Defensa Abogados de la CODEHUPY, en coordinación con la 

Defensoría Pública de Curuguaty.
Situación al momento de la 
Investigación

Los procesados con medidas alternativas a la prisión. Este 
caso se anexó a los dos procesos anteriores de Maracaná.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://www.ultimahora.com/campesinos-corrieron-fumigadores-tava-jopoi-n743411.
html
http://www.ultimahora.com/impiden-una-fumigacion-propiedad-canindeyu-n743584.
html
http://ea.com.py/v2/wagner-sobre-resguardo-policial-a-fumigaciones-no-puede-la-
policia-recibir-una-orden-ilegal/

75 http://ea.com.py/v2/wagner-sobre-resguardo-policial-a-fumigaciones-no-puede-la-policia-
recibir-una-orden-ilegal/

Fotos: FNC
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Caso 
33 Colonia Maracaná, Canindeyú, Curuguaty

El 28 de noviembre de 2013, asociados y asociadas a la FNC de la 
Colonia Maracaná, fueron reprimidos brutalmente por la Policía; los 
pobladores se oponían a la fumigación de cultivos de una parcela que 
no cumplía con los requisitos exigidos por la ley. Un grupo de policías 
estaban resguardando los trabajos de fumigación y cuando los pobla-
dores se dispusieron a detener los trabajos, los policías abrieron fuego 
con balines de goma y reprimieron con cachiporrazos a los mismos.

La parcela de soja custodiada por los efectivos policiales, perte-
nece al Sr. Claudemir Moreira Messias, ciudadano brasileño, según 
publicaciones. El cultivo no contaba con las barreras vivas exigidas 
por la ley en las cercanías de poblados.

Varios jóvenes, mujeres, niños y ancianos resultaron heridos y gol-
peados. Según los pobladores de Maracaná, la fumigación del sojal 
está haciendo mucho daño a la población, destruyen los cultivos de 
autoconsumo, matan a los animales menores y causan graves proble-
ma de salud a los pobladores. Lamentan que el Estado esté protegien-
do intereses de quienes violan abiertamente las leyes ambientales y 
perjudican a la población76.

76 http://ea.com.py/v2/policia-custodia-fumigaciones-ilegales-en-colonia-maracana/

Fotos: Radiotv Latinoamericana.
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Organización 
involucrada

Federación Nacional Campesina.

Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas Varios s/d cantidad exacta.
Tipos penales 
atribuidos

Invasión de Inmueble Ajeno, Coacción, Coacción Grave.

Fiscal interviniente José Zarza. (Curuguaty).
Abog. Defensor Abogados de la CODEHUPY, en coordinación con la 

Defensoría Pública de Curuguaty.
Situación al momento 
de la Investigación

Con medidas alternativas, prisión domiciliaria y medidas 
ambulatorias

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/policia-custodia-fumigaciones-ilegales-en-colonia-maracana/

Caso 
34

Imputación Masiva contra integrantes de la FNC de 
Huber Duré y Maracaná, Curuguaty, Canindeyú

El 19 de noviembre de 2013, el fi scal José Zarza de Curuguaty 
emitió once órdenes de captura contra campesinos de la zona de las 
colonias Huber Duré y Maracaná. Las órdenes de captura son a con-
secuencia de las acciones llevadas adelante por oponerse a la fumiga-
ción ilegal de soja que vienen realizando asociadas y asociados a la 
Federación Nacional Campesina77.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 11 
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno, Coacción, Coacción Grave.
Fiscal interviniente José Zarza. (Curuguaty).
Defensa Abogados de la CODEHUPY, en coordinación con la 

Defensoría Pública de Curuguaty.
Situación al momento de la 
Investigación

Con medidas alternativas, prisión domiciliaria y medidas 
ambulatorias.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://m.ultimahora.com/nuevas-ordenes-captura-contra-labriegos-que-rechazan-
fumigacion-n741879.html

77 http://m.ultimahora.com/nuevas-ordenes-captura-contra-labriegos-que-rechazan-
fumigacion-n741879.html
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Caso 
35 Colonia Tacuarí, Curuguaty, Canindeyú

El 3 de enero de 2014, integrantes de la Comisión Vecinal Km. 11 
de la Colonia Tacuarí, fueron desalojados violentamente de un inmue-
ble de 150 hectáreas que estaban gestionando ante el INDERT, para su 
adjudicación a personas censadas de dicha comisión vecinal78.

Según publicaciones del diario Última Hora, el desalojo violen-
to fue protagonizado por una compañía de seguridad privada, con 
acompañamiento policial, y la asistente fi scal abogada Fátima Mon-
tiel, quienes sin exhibir orden judicial alguna, procedieron a destruir 
las viviendas y los cultivos de los ocupantes79.

Integrantes de la Comisión sostienen que el dueño del inmueble ya 
falleció y que desde hace mucho tiempo la tierra se encuentra ociosa, 
sin que nadie la haya reclamado. También están promoviendo una 
Mensura Judicial ante el INDERT, para determinar la situación jurídi-
ca del inmueble80.

Según el fi scal de Curuguaty, Jalil Rachid, el inmueble de 150 hec-
táreas tiene dueño y le corresponde a un ciudadano de origen alemán 
de nombre Hans Melcher, por tanto, la fi scalía señaló que debe actuar 
conforme a la ley81.

78 http://m.ultimahora.com/surgen-nuevos-confl ictos-tierras-curuguaty-n755331.html
79 Ídem.
80 http://www.ultimahora.com/segun-rachid-tierras-que-piden-campesinos-tienen-

titulo-n756286.html
81 Idem.

Foto: Última Hora.
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Organización involucrada Comisión Vecinal KM 11.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Jalil Rachid. (Curuguaty)
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente:
http://m.ultimahora.com/surgen-nuevos-confl ictos-tierras-curuguaty-n755331.html
http://www.ultimahora.com/segun-rachid-tierras-que-piden-campesinos-tienen-
titulo-n756286.html

Caso 
36 Represión en la Fiscalía de Curuguaty, Canindeyú

El 6 de octubre de 2014, asociadas y asociados a la Federación Na-
cional Campesina fueron reprimidos duramente por la Policía en una 
manifestación que realizaban frente al Ministerio Público de Curu-
guaty. Los labriegos de la FNC se estaban manifestando por el apresa-
miento de varios de sus asociados, por oponerse a la fumigación ilegal 
de soja y contra el modelo productivo agroexportador82.

Hubo 23 personas heridas y varias detenidas como resultado de 
la represión; los manifestantes recibieron balas de goma, de plomo, 
cachiporrazos y también algunos fueron torturados por los policías 
durante el traslado y después de llegar a la comisaría de Curuguaty. 
Según relatan, los detenidos fueron torturados con picanas eléctricas 
y los policías les tiraron gases lacrimógenos mientras estaban en el 
calabozo83.

Los campesinos heridos en la represión, no pudieron ser atendidos 
en el Centro de Salud de Curuguaty, ya que los policías cubrieron la 
entrada al centro y detenían a todos los campesinos que llegaban al 
mismo en busca de asistencia. A uno de los baleados, se le extrajo la 
bala seis días después del hecho, en el Hospital de Emergencias Mé-
dicas de Asunción84.

El 7 de octubre de 2014, fueron imputados cinco miembros de la 
organización a consecuencia de la represión, entre ellos un menor de 
edad. El agente fi scal Néstor Cañete formuló imputación en contra de 

82 http://ea.com.py/v2/violenta-represion-a-campesinos-en-curuguaty/
83 http://demoinfo.com.py/fnc-denunciara-violenta-represion-y-tortura-en-curuguaty/
84 Ídem.
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los labriegos por los hechos punibles de Perturbación de la Paz Públi-
ca y Resistencia85.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 5 
Personas detenidas 2
Personas heridas 23
Tipos penales atribuidos Perturbación de la Paz Pública y Resistencia.
Fiscal interviniente Néstor Cañete (Curuguaty)
Defensa Abogados de la CODEHUPY.
Situación al momento de la 
Investigación

Los procesados están con medidas alternativas a la prisión. 
Este caso se anexó al de Mateo Rodríguez.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/violenta-represion-a-campesinos-en-curuguaty/
http://demoinfo.com.py/fnc-denunciara-violenta-represion-y-tortura-en-curuguaty/
http://www.abc.com.py/nacionales/imputan-a-miembros-de-la-fnc-1293423.html

85 http://www.abc.com.py/nacionales/imputan-a-miembros-de-la-fnc-1293423.html

Fotos: FNC
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Caso 
37 La Paloma, Canindeyú

El 24 de octubre de 2013, una comitiva fi scal-policial encabezada 
por el agente fi scal de Saltos del Guairá, abogado Lorenzo Lezcano 
y el comisario principal Odilio González, jefe de Orden y Seguridad 
de Canindeyú, ingresaron a un inmueble ubicado a la altura del km. 
29, límite entre Saltos del Guairá y La Paloma del Espíritu Santo, para 
desalojar a un grupo de campesinos que estaba ocupando unas 500 
hectáreas, parte de una fi nca de mayor dimensión.

El inmueble en cuestión abarca tres fi ncas, con un total de 1.500 
hectáreas. Según publicación del diario Última Hora, los campesinos 
sostienen que el inmueble pertenece a Ricardo Laterra y dicen tener 
autorización del mismo para ocupar. Sin embargo, el fi scal intervi-
niente alega que la propiedad le pertenece al ciudadano brasileño Luis 
Alberto Lanzoni, según título de propiedad acercado a la fi scalía.

Según lo publicado en Última Hora, la intervención resultó en la 
detención de 94 personas, 85 hombres y 9 mujeres. El comisario Gon-
zález manifestó: “Con la ayuda de Jesucristo se logró el éxito de la 
intervención”, “como ven no hubo ni empujones, mucho menos heri-
dos. Todo fue pacífi co86”.

86 http://www.ultimahora.com/94-personas-detenidas-un-desalojo-canindeyu-n734501.html

Foto: Última Hora.
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Organización involucrada Comisión Vecinal Saltos del Guairá.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 94 detenidos.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Lorenzo Lezcano (Saltos del Guairá).
Defensa Luz Barreto
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuente consultada:
http://www.ultimahora.com/94-personas-detenidas-un-desalojo-canindeyu-n734501.
html

Caso 
38 Caso Pindó, Yasy Kañy, Canindeyú

El 12 de febrero de 2015, el dirigente campesino de Canindeyú, 
Rubén Villalba, fue condenado a 7 años de prisión, por un caso ocurri-
do en el año 2008, en el asentamiento Pindó. El tribunal de Sentencia 
de Saltos del Guairá estuvo integrado por: Ramón Trinidad Zelaya, 
Ramón Silvero y Arminda Alfonso, quienes encontraron culpable al 
dirigente campesino por los delitos de: “Coacción, Coacción Grave y 
Privación de Libertad”.

La condena se dio por un caso ocurrido el 30 de octubre de 2008, 
cuando una comitiva fi scal-policial se constituyó en la propiedad de 
un ciudadano brasileño de nombre Wagner Menuzzi Da Silva, a raíz 
de una denuncia por Invasión de Inmueble Ajeno y comisión de deli-
tos ambientales.

La comitiva fi scal-policial que realizó la constatación de los deli-
tos, supuestamente fue rodeada por unos 40 campesinos con armas de 
fuego, machetes, foizas y garrotes, quienes despojaron a los policías 
de sus armas reglamentarias y retuvieron a los miembros de la comiti-
va por varias horas en el lugar, según la versión de los intervinientes87.

La comitiva acusó directamente a Rubén Villalba como líder del 
grupo campesino y de realizar disparos contra acompañantes de la 
comitiva que lograron huir. Sin embargo, los pobladores del Asenta-
miento Pindó tienen otra versión de lo sucedido y alegan que el alter-
cado se produjo en contra de la fumigación y el desmonte irracional 
para la plantación de soja.

87 http://www.abc.com.py/nacionales/condenan-a-ruben-villalba-1336005.html



96

ABEL ARECO Y MARIELLE PALAU

Organización involucrada Pobladores del Asentamiento Pindó.
Personas condenadas 1
Delitos atribuidos Coacción, Coacción Grave y Privación de Libertad.
Años de condena 7 
Integrantes del Tribunal Ramón Trinidad Zelaya, Ramón Silvero y Arminda Alfonso.
Defensa Cristián González y Gustavo Noguera.
Situación al momento de la 
Investigación

El dirigente Rubén Villalba, recluido en la Penitenciaría 
Nacional de Tacumbú y enfrentando Juicio Oral y Público 
por la “Masacre de Curuguaty”, ocurrido el 15 de junio del 
año 2012, donde la fi scalía lo sindica como líder del grupo 
campesino y principal responsable de lo acontecido

Fuente consultada:
http://www.abc.com.py/nacionales/condenan-a-ruben-villalba-1336005.html

Fotos: ABC Color.
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Caso 
39

Colonia 3 Fronteras-Sidepar 3.000, Yasy Cañy, 
Canindeyú

El 28 de mayo de 2014, una comitiva fi scal policial se constituyó 
en una ocupación en la Colonia Tres Fronteras-Sidepar 3.000, distrito 
de Yasy Cañy, departamento de Canindeyú. La comitiva estuvo en-
cabezada por el agente fi scal Benjamín Maricevich, acompañado por 
130 efectivos policiales. El grupo de campesinos que venía ocupando 
desde hace 6 años unas 700 hectáreas del inmueble intervenido, se 
retiraron antes de que llegara la comitiva.

El inmueble en cuestión, supuestamente pertenece al Sr. Marcos 
Aurelio Vela Vaesquen, sus hijos (Julio Vela y Benjamín Vela), que 
según publicaciones de Última Hora, durante la intervención fi scal 
policial, y sin autorización del fi scal, procedieron a quemar las casas y 
a destruir los cultivos de los labriegos en el lugar. Los campesinos se 
encontraban realizando gestiones ante el INDERT, para la compra de 
las 700 hectáreas que estaban ocupando88.

La MCNOC (Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones 
Campesinas), emitió un comunicado repudiando la intervención fi s-
cal-policial89.

88 http://www.ultimahora.com/destruyen-casas-inmueble-ocupado-campesinos-n798579.
html

89 http://www.biodiversidadla.org/Principal/Secciones/Noticias/Paraguay_MCNOC_
denuncia_desalojo_en_Sidepar_30

Fotos: Última Hora.
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Organización involucrada MCNOC 
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas Sin datos
Personas heridas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Benjamín Maricevich. (Curuguaty).
Defensa Sin datos
Situación al momento de la 
Investigación

Sin datos

Fuentes consultadas:
http://www.ultimahora.com/destruyen-casas-inmueble-ocupado-
campesinos-n798579.html
http://www.ultimahora.com/fi scal-ordena-el-desalojo-sintierras-yasy-cany-n787355
http://www.biodiversidadla.org/Principal/Secciones/Noticias/Paraguay_MCNOC_
denuncia_desalojo_en_Sidepar_3000

Caso 
40 Campos Morombi, Canindeyú, Yvy Pytá 

El 5 de febrero de 2014, Martina Paredes, Darío Acosta y Mariano 
Castro (integrantes de la Comisión de Víctimas Yvy Ñande Rekove), 
fueron imputados por realizar una ocupación simbólica en una fi nca 
cercana –supuesta propiedad de Campos Morombí– donde ocurrió la 
masacre de Marina Kué, el 15 de junio de 2012.

El fi scal José Zarza de Curuguaty, responsabilizó a los labriegos 
mencionados por la ocupación realizada en la fi nca N° 72, supuesta 
propiedad de Campos Morombí y los imputó por el delito de Invasión 
de Inmueble Ajeno90. El 18 de julio de 2014, el fi scal José Zarza amplió 
la imputación en la causa mencionada e imputó a Rodolfo Castro, Ro-
berto Ortega y Nolberto Rolón por Invasión de Inmueble Ajeno, todos 
miembros de la comisión vecinal Sin Tierra “Naranjaty”, que reivindi-
ca las tierras de Marina Kué91.

La tierra de Marina Kué fue donada al Estado paraguayo por la 
empresa LIPSA S.A. en el año 1967; en el 2004 fue transferida al IN-
DERT y destinada para la Reforma Agraria a través de un Decreto 
Presidencial. A pesar de esta situación, la empresa Campos Morombí 
se apropió de la misma recurriendo a un proceso de usucapión ama-
ñado y logró la intervención fi scal policial en el inmueble que derivó 
en la masacre de junio de 2012. A pesar de los 17 fallecidos en una 

90 http://www.abc.com.py/nacionales/imputan-a-campesinos-por-ocupar-inmueble-en-
marina-cue-1212292.html

91 https://www.facebook.com/curuguatypy/posts/811373958895857
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confusa intervención fi scal y policial, la justicia paraguaya hasta la fe-
cha no defi ne la situación jurídica real del inmueble (Codehupy, 2012).

Aparte de los 17 fallecidos en Marina Kué, 13 campesinos y cam-
pesinas están afrontando Juicio Oral y Público por la Masacre y otros 
imputados más se encuentran en calidad de prófugos; alegan falta de 
garantías para presentarse ante la justicia.

Organización involucrada Comisión de Víctimas Yvy Ñande Rekove y Comisión Sin 
Tierra Naranjaty.

Personas imputadas 6 
Personas detenidas No hubo.
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno. 
Fiscal interviniente José Zarza. (Curuguaty).
Defensa Sin datos 
Situación al momento de la 
Investigación

La ocupación se mantiene y los dirigentes procesados están 
con medidas alternativas a la prisión.

Fuentes consultadas:
http://www.abc.com.py/nacionales/imputan-a-campesinos-por-ocupar-inmueble-en-
marina-cue-1212292.html
https://www.facebook.com/curuguatypy/posts/811373958895857
Codehupy 2012 Informe de Derechos Humanos sobre el caso Marina Kué. Asunción: 
Codehupy

Fotos: Articulación por Curuguaty.
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Caso 
41 Guyra Kehá, Colonia Brítez Cue, Yvy Pytá, Canindeyú 

El 6 de octubre de 2014, tres labriegos agremiados a la Federación 
Nacional Campesina, fueron detenidos arbitrariamente en la vía pú-
blica de la Compañía Guyra Kehá de la Colonia Brítez Cué, según lo 
denunció la FNC.

Los detenidos fueron Mateo Rodríguez, Pánfi lo Rodríguez y Ser-
gio Ferreira, este último fue liberado mientras que los demás fueron 
trasladados a la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo.

Los labriegos detenidos venían organizando una resistencia contra 
la expansión del cultivo de soja en medio de la comunidad. Además 
de los detenidos citados más arriba, la FNC también denunció la de-
tención de un menor de 15 años y otro de sus compañeros de la misma 
edad, a la salida de su colegio; los menores fueron golpeados en la 
cara por los policías en represalia por formar parte de la organización 
que se resiste a la siembra de soja en medio de la comunidad92.

El 16 de setiembre de 2014, según publicaciones de E´a, la FNC ya 
había denunciado el atropello a la comunidad de Guyra Kehá, prota-

92 http://ea.com.py/v2/policia-detiene-a-dirigentes-de-comunidad-que-fue-atacada-por-
matones/

Foto: FNC
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gonizado por un grupo de civiles armados que dispararon contra los 
pobladores, después de que un grupo organizado haya impedido la 
siembra de soja en un lote de la comunidad. Las y los integrantes de la 
organización sospechan que estos civiles armados son enviados de los 
empresarios sojeros para amedrentarlos93.

La Federación Nacional Campesina realizó una movilización fren-
te a la fi scalía de Curuguaty y por las calles de la ciudad, por la deten-
ción arbitraria de sus integrantes94.

Organización involucrada Federación Nacional Campesina.
Personas imputadas 3 
Personas detenidas 4 
Personas heridas No hubo.
Tipos penales atribuidos Asociación Criminal.
Fiscal interviniente Néstor Cañete (Curuguaty).
Defensa Abogados de la CODEHUPY.
Situación al momento de la 
Investigación

Medidas alternativas a la prisión, dejaron de plantar soja 
hacia la comunidad, una parte.

Fuentes consultadas:
Entrevista a Marcial Gómez, Secretario General Adjunto de la FNC.
http://ea.com.py/v2/policia-detiene-a-dirigentes-de-comunidad-que-fue-atacada-por-
matones/
http://ea.com.py/v2/comunidad-campesina-resiste-una-embestida-armada-de-
sojeros/
http://demoinfo.com.py/tag/federacion-nacional-campesina/page/5/; https://www.
youtube.com/watch?v=kPJ2ktKdjxw&spfreload=10

93 http://ea.com.py/v2/comunidad-campesina-resiste-una-embestida-armada-de-sojeros/
94 http://demoinfo.com.py/tag/federacion-nacional-campesina/page/5/; https://www.

youtube.com/watch?v=kPJ2ktKdjxw&spfreload=10
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Caso 
42

 Asentamiento 1° de Marzo (Joajú), Yvyrarovaná, 
Canindeyú

El 23 de diciembre de 2014, aproximadamente 200 policías fuerte-
mente armados atropellaron el Asentamiento 1° de Marzo, ubicado en 
el distrito de Yvyrarovaná, departamento de Canindeyú. En el asenta-
miento viven aproximadamente 300 jefes de familia, asociadas y aso-
ciados de la OLT, que desde hace tres años vienen ocupando y gestio-
nando la expropiación de 4.499 hectáreas del inmueble intervenido95.

La intervención al asentamiento se realizó con mucha violencia, 
según los pobladores del lugar, los policías no exhibieron ninguna or-
den judicial ni intentaron dialogar con ellos. Procedieron a quemar 
las casas, a matar chanchos y gallinas generando pánico en el lugar.96

Según la OLT, organización de la que es parte la Comisión Vecinal 
‘Joajú’, las tierras en disputa son públicas, tienen unas 4.499 hectáreas 
y han sido adjudicadas ilegalmente por Resolución Nº 668 de fecha 11 
de junio de 1969, del Consejo del Instituto de Bienestar Rural (IBR), 
a la fi rma Perfecta S.A.M.I. en permuta por un avión marca META-
SOKOLL-L 403, propiedad de Perfecta S.A. valuado en la suma de 
3 millones de guaraníes por las partes, indican los datos de la OLT97.

Según publicación del periódico digital E´a, en el mes de mayo, 
cinco campesinos que fueron confundidos con pobladores del asen-
tamiento 1° de Marzo, en un camino vecinal de la zona, fueron se-
cuestrados y torturados por civiles armados con acompañamiento de 
personal policial98.

El último episodio atribuido a los labriegos asentados en 1° de 
Marzo “Joajú” por la fi scalía y la prensa, es el ataque a la administra-
ción de la estancia Pindó, ocurrido el día 28 de marzo de 2015, cuando 
supuestamente un grupo de aproximadamente 100 personas armadas 
con machetes y rifl es, atacaron el casco central de la estancia, reduje-
ron a los guardias privados, robaron termos y quemaron una camio-
neta. A consecuencia de este hecho, el fi scal Cristian Roig imputó a 
tres pobladores del asentamiento99. La Organización de Lucha por la 

95 http://ea.com.py/v2/regalo-de-navidad-policial-a-campesinos-les-quemaron-casas-y-
mataron-decenas-de-animales/

96 Ídem.
97 Ídem.
98 http://ea.com.py/v2/3-hechos-de-violencia-que-pasaron-desapercibidos-en-zona-de-

estancia-atacada/
99 http://www.abc.com.py/nacionales/campesinos-incendian-estancia-1351420.html
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Tierra, a través de un comunicado, negó participación de los poblado-
res del asentamiento 1° de Marzo, en lo sucedido en la estancia Pindó.

Organización involucrada Comisión Vecinal Sin Tierra “Joajú”, Organización de Lucha 
por la Tierra.

Personas imputadas 15 (4 mujeres y 11 varones).
Personas detenidas 3
Tipos penales atribuidos Invasión de Inmueble Ajeno (Salto del Guairá); Robo 

Agravado, Asociación Criminal, Coacción grave, Producción 
de Riesgos Comunes y Amenaza de Hechos Punibles 
(Curuguaty).

Fiscal interviniente Cristian Roig (Curuguaty), Lorenzo Darío Lezcano Sánchez 
(Salto del Guairá).

Defensa Abogados de la CODEHUPY.
Situación al momento de la 
Investigación

Los pobladores del Asentamiento 1° de Marzo siguen en 
sus luchas por un pedazo de tierra, los procesados están 
prófugos con órdenes de detención.

Fuentes consultadas:
http://ea.com.py/v2/regalo-de-navidad-policial-a-campesinos-les-quemaron-casas-y-
mataron-decenas-de-animales/
http://ea.com.py/v2/3-hechos-de-violencia-que-pasaron-desapercibidos-en-zona-de-
estancia-atacada/
http://www.abc.com.py/nacionales/campesinos-incendian-estancia-1351420.html

Foto: Organización de Lucha por la Tierra.
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DEPARTAMENTO DE ALTO PARAGUAY

Caso 
43  Riachuelo, Puerto Guaraní, Alto Paraguay

El 2 de marzo de 2015, un grupo de la Policía APER, proveniente 
de Asunción, atropelló a una población de Puerto Guaraní en cumpli-
miento de una orden de desalojo, varias personas resultaron heridas 
y fueron trasladadas a centros de salud de Fuerte Olimpo. También 
fueron detenidos alrededor de 40 pobladores en el operativo.

Las y los pobladores de Riachuelo, Puerto Guaraní, consideran 
que la intervención policial fue ilegal, ya que el lugar fue declarado 
colonia por el INDERT, a través de una resolución. Los pobladores 
desconocen el origen de la orden judicial, pero sospechan que pro-
vendría de una empresa extranjera denominada ABIOLAR Paraguay 
S.A., de propiedad uruguayo-francesa, ya que identifi caron entre los 
policías al administrador de esta empresa, con uniforme camufl ado 
actuando con los policías en el desalojo.

La empresa ABIOLAR Paraguay S.A. había adquirido en la zona 
un inmueble de 28.000 hectáreas con todo lo clavado y plantado; en la 
transacción del inmueble, no se consideró a unas 200 familias ubica-
das hace más de 20 años en el mismo. En el 2012, ya se habían expro-
piado unas 12.000 hectáreas a favor de los campesinos, pero en el 2013 
la expropiación fue declarada nula por la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. En noviembre de 2013, un juez en lo Civil 
y Comercial de primera instancia, otorgó un Interdicto de Retener la 
Posesión a favor de los pobladores100.

Posterior al violento desalojo ocurrido en el 2015, los pobladores 
de Puerto Guaraní denunciaron al fi scal Celso Morales, por procedi-
miento y detención ilegal101.

100 http://www.ultimahora.com/violento-desalojo-se-produjo-puerto-guarani-n876900.html;
101 http://www.hoy.com.py/nacionales/pobladores-de-puerto-guarani-denuncian-a-fiscal-

por-desalojo-violento



105

JUDICIALIZACIÓN Y VIOLENCIA CONTRA LA LUCHA CAMPESINA

Organización involucrada Pobladores de Riachuelo-Puerto Guaraní.
Personas imputadas Sin datos
Personas detenidas 40
Personas heridas Sin datos
Tipos penales atribuidos Sin datos
Fiscal interviniente Celso René Morales Fernández (Concepción). 
Defensa Hegberto Lesme (particular)
Situación al momento de la 
Investigación Sin datos

Fuentes consultadas:
http://www.ultimahora.com/violento-desalojo-se-produjo-puerto-guarani-n876900.
html;
http://www.hoy.com.py/nacionales/pobladores-de-puerto-guarani-denuncian-a-
fi scal-por-desalojo-violento

Foto: Última Hora.
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3. La aplicación del marco 
jurídico penal en los 

procesos de judicialización

3.1  Los delitos más imputados a militantes de organizacio-
nes campesinas

El Código Penal Paraguayo (Ley N° 1160/97 y su modifi cación 
Ley N° 3440/08) es el que defi ne y estipula las sanciones para los de-
litos. El Ministerio Público (la Fiscalía) es la institución encargada de 
realizar la investigación, para que posteriormente, la persona sindi-
cada como sospechosa de cometer hecho punible, sea juzgada por un 
Tribunal de Sentencia competente e imparcial, conforme a las pruebas 
colectadas por el Ministerio Público y, fi nalmente, sancionada con la 
pena correspondiente según el Código, en caso de que sea comproba-
da fehacientemente la responsabilidad de la persona procesada en los 
hechos que se le imputan.

El jurista argentino Eugenio Raúl Zaffaroni (2011), plantea que “el 
fenómeno de vincular la protesta social con el derecho penal y, funda-
mentalmente, toda la tentativa de criminalización de la protesta social 
no es un fenómeno local ni nuevo”, señalando que “plantea una serie 
de problemas muy interesantes desde el punto de vista jurídico y, par-
ticularmente, desde el punto de vista penal, donde pone de relieve de-
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terminadas formas de interpretación de dogmática jurídica, algunas 
bastante aberrantes”.102

Analizando los casos identifi cados en el período que abarca este 
estudio, se observa que los agentes fi scales encuadran las conductas 
de las y los campesinos con mayor frecuencia en ciertos tipos penales. 
La similitud de las fi guras jurídicas utilizadas por la fi scalía, se obser-
va claramente en los procesos abiertos contra militantes de organiza-
ciones campesinas que reivindican su derecho al acceso a un pedazo 
de tierra, y a quienes resisten a las fumigaciones ilegales de los mono-
cultivos extensivos. Los tipos penales más frecuentemente utilizados 
en los distintos casos son los siguientes:

Cuadro 10. Tipos penales al momento de la imputación103

Tipos penales
Casos Personas 

Imputadas
Personas 

Condenadas
N % N % N %

Art. 142. Invasión de inmueble ajeno. 13 28.89 355 45.45 37 49.33
Art. 120. Coacción. 9 20.00 53 6.79 37 49.33
Art. 121. Coacción grave. 7 15.56 63 8.07  0.00
Art. 235. Amenaza de hechos punibles. 5 11.11 50 6.40  0.00
Art. 239. Asociación criminal. 4 8.89 105 13.44 1 1.33
Art. 105. Homicidio doloso en grado de tentativa. 3 6.67 99 12.68  0.00
Art. 234. Perturbación de la paz pública. 3 6.67 41 5.25  0.00
Art. 112. Lesión grave 1 2.22 15 1.92   
Totales 45  781  75  
Fuente: elaboración propia.

Como puede observarse, los tipos penales más utilizados por los 
agentes del Ministerio Público contra las y los integrantes de las orga-
nizaciones campesinas o poblaciones movilizadas por sus derechos, 
para someterlos a un proceso judicial injusto, largo y caro, fueron: in-
vasión de inmueble ajeno (28.89%) y por coacción o coacción grave 
(sumando ambas 26.56%).

La mayoría de los delitos tienen una sanción con pena privativa 
de libertad de hasta 5 años, a excepción de Lesión Grave y Tentativa 
de Homicidio, cuya penalización sobrepasa los 5 años de cárcel y son 
tipifi cados como crímenes en nuestra ley penal.

102 http://www.prensared.org.ar/6788/la-protesta-social-es-un-derecho-que-no-puede-ser-
criminalizado

103 El cuadro fue elaborado tomando en cuenta los tipos penales; en varios casos algunas personas 
fueron imputadas por más de un tipo penal.
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A continuación, se analiza la aplicación de los tipos penales previs-
tos en el Código Penal más utilizados por los agentes fi scales, en los 
procesos abiertos a militantes de las organizaciones campesinas.

a. Coacción: se da cuando “mediante fuerza o amenaza se constriña gra-
vemente a otro a hacer, no hacer o tolerar lo que no quiera (…)”. Esta 
fi gura penal fue aplicada en el 20% de los casos analizados en este 
estudio, abriéndose así, procesos judiciales contra los campesinos 
que se oponen a la fumigación ilegal o se movilizan en defensa del 
medio ambiente.
Se puede ver en los casos descriptos, que a los agentes fi scales pa-

rece no importarles los derechos de las poblaciones violentadas con 
las acciones ilegales de los productores, cuando realizan fumigaciones 
en condiciones no permitidas por la ley, o cuando realizan desalojos 
violentos con guardias privadas, o cuando la Policía Nacional se ex-
tralimita en sus intervenciones. En los casos descriptos, se aprecia la 
reacción de las y los integrantes de las organizaciones campesinas a 
través de las protestas, se puede notar que las protestas se realizan 
por la falta de garantías de ciertos derechos por parte del Estado, y 
también, por el hartazgo de la gente contra los atropellos que sufren 
sistemáticamente. Por un lado, el Estado está ausente para garantizar 
los derechos, por otro, son los empresarios del agronegocio los que 
violentan con sus acciones ilegales los derechos de los labriegos.

Es cierto, que como se puede observar en algunos casos, los pobla-
dores o militantes de las organizaciones obligan en ciertas ocasiones a 
los operadores de las máquinas a abandonar su labor, pero esto se da 
a consecuencia de ciertas violaciones, debido a la no intervención de 
instituciones competentes del Estado en tiempo y forma.

b. Coacción grave: este tipo penal requiere “amenaza contra la vida 
o la integridad física”; esta amenaza debe ser seria, creíble y debe 
amedrentar realmente a la víctima. Teniendo en cuenta estos ele-
mentos, tampoco corresponde que las y los agentes fi scales utili-
cen esta fi gura para procesar a militantes de las organizaciones o a 
sus dirigentes por las acciones de protestas que realizan, ya que las 
acciones tienen un propósito diferente.
En los casos analizados, se constata que los labriegos no han pues-

to en peligro la vida o la integridad física de algún trabajador del agro-
negocio o agente del orden público, a pesar de las duras represiones 
que sufrieron los labriegos en muchos de los casos. Se podría conside-
rar más bien como advertencia, las acciones de protestas realizadas, 
con el propósito de que sean respetados sus derechos, y no con ánimo 
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de atentar contra la vida o la integridad física de quienes atropellan 
sus derechos.

c. Amenaza de hechos punibles:
1°) El que en forma idónea para perturbar la paz pública amenazara con:

1. Hechos punibles contra la vida o lesiones graves señaladas en el 
artículo (…)

2. Robo o extorsión con violencia señalados en los artículos (….)
3. Secuestro o toma de rehenes conforme a los artículos (…)
4. Un hecho punible doloso contra la seguridad de las personas fren-

te a riesgos colectivos conforme a los artículos (…).
En los casos analizados, se observa que esta fi gura fue aplicada 

principalmente en los casos de resistencia al agronegocio, consideran-
do la reacción de la gente ante las fumigaciones ilegales como una 
amenaza a la vida, como una amenaza a lesionar gravemente a al-
guien o como una extorsión o toma de rehenes. Se puede señalar que 
esta fi gura está siendo aplicada de forma contraria a su propósito, ya 
que el inciso 4 de la misma plantea la amenaza de un hecho punible doloso 
contra la seguridad de las personas frente a riesgos colectivos. Es justamente 
ésta situación la que se da en los casos de fumigaciones ilegales, pero 
por parte de los sojeros y no de los campesinos. La reacción de la gente 
se da en contra de este hecho, ya que una fumigación en condiciones 
no permitidas por la ley atenta directamente contra la seguridad de las 
personas y produce una situación de riesgo colectivo para los pobla-
dores de las comunidades expuestas a la misma. Por lo que se sostiene 
que la forma como están utilizando esta fi gura los agentes del Minis-
terio Público, no se adecua al propósito de la ley.

d. Perturbación de la paz pública: el Código establece “el que desde 
una multitud, como autor o partícipe realizara conjuntamente con otros, 
hechos violentos contra personas o cosas o infl uyera para realizarlos,… 
será castigado (…)”. En los casos analizados, las y los dirigentes o 
integrantes de las organizaciones campesinas imputados por este 
delito, es por el hecho de haber encabezado o participado en una 
movilización, acción de reivindicación de ciertos derechos no ga-
rantizados o violentados. 
El bien jurídico que se pretende proteger con esta fi gura es el or-

den público, la tranquilidad social; sin embargo, las movilizaciones y 
reclamos que realizaron los integrantes de las organizaciones campe-
sinas en los casos analizados, ya son consecuencia de ese quebranta-
miento de la paz social, ya es consecuencia del quebrantamiento de la 
tranquilidad de la gente, ya sea por la carencia de medios productivos 
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o el avasallamiento a sus derechos como ser: el derecho a un ambiente 
saludable, el derecho a la salud, a la educación, al trabajo, etc.

No se puede sostener que las reivindicaciones de las organiza-
ciones campesinas tengan por objetivo violentar a personas o cosas; 
generalmente son reclamos realizados por violaciones a sus derechos 
o por falta de garantías; por tanto, no corresponde adecuar este tipo 
penal de la perturbación de la paz pública, a las reivindicaciones o 
protestas campesinas.

e. Asociación criminal: para que se confi gure este tipo penal, es ne-
cesaria la “Creación de una institución estructurada jerárquicamente 
u organizada de algún modo, dirigida a la comisión de hechos punibles 
(…)”. Se puede apreciar, que el Código Penal estipula taxativa-
mente los presupuestos requeridos para que una asociación sea 
califi cada como criminal.
En los casos analizados, se encuentra que esta fi gura es utilizada 

por los agentes del Ministerio Público, indistintamente en los casos de 
confl ictos de tierra y resistencia al agronegocio. Es temeraria la utili-
zación de esta fi gura en los casos analizados, ya que, en primer lugar, 
en los casos de resistencia al agronegocio, los grupos que intervienen 
no pueden considerarse como grupos jerarquizados y mucho menos 
constituidos para cometer hechos punibles. Más bien son grupos de 
pobladores de los asentamientos, en la mayoría de los casos, agremia-
dos a una organización, pero con propósitos claramente legales, como 
los de la Federación Nacional Campesina.

Por otra parte, se aprecia que la fi gura es utilizada contra los inte-
grantes de las Comisiones Vecinales de Sin Tierras, constituidas éstas 
legalmente para reivindicar el derecho al “acceso a la tierra”, derecho 
contemplado en nuestra Constitución Nacional y el Estatuto Agrario. 
Es más, hay que entender que en el país, las propias instituciones pú-
blicas como el INDERT, exigen a los sin tierra a organizarse en Comi-
siones Vecinales para poder exigir sus derechos; y como se observa 
en casi todos los casos, terminan éstas califi cadas como “asociaciones 
criminales” por los agentes del Ministerio Público.

Cabe mencionar en este punto el caso de la Comisión Vecinal Sin 
Tierra Naranjaty de Curuguaty30, cuyos miembros fueron masacrados 
el 15 de junio de 2012 en Marina Kué. En la escena del confuso episo-
dio, donde fallecieron 11 campesinos y 6 policías, se encontró el acta 
de conformación de la Comisión Vecinal y un cuaderno que los inte-
grantes de la comisión utilizaban para registrar los aportes de las y los 
integrantes para solventar los gastos de las gestiones ante el INDERT. 
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El cuaderno constituyó una prueba fundamental para el Ministerio 
Público, para sostener su acusación contra integrantes de la comisión 
Naranjaty por asociación criminal.

Igualmente, en la descripción de los casos, muchos otros agentes 
fi scales utilizan esta fi gura para procesar a integrantes de las Comi-
siones Vecinales de Sin Tierra, pretendiendo convertir así a muchas 
organizaciones legalmente constituidas, en asociación criminal. Por 
la forma de constitución de estas organizaciones (asambleas, actas de 
constitución en presencia de funcionarios públicos, reconocimiento 
por resolución administrativa, gestiones en instancias legales) y con la 
claridad que realizan sus reivindicaciones, es ilógico que el Ministerio 
Público las califi que como asociación criminal.

La forma como está siendo utilizado este tipo penal, por tanto, se 
desvía del “espíritu” para el cual fue creado. Es insostenible que inte-
grantes de las comisiones vecinales legalmente constituidas y recono-
cidas por resoluciones de autoridades administrativas, sean acusados 
de conformar “asociación criminal”, por el simple hecho de reivin-
dicar sus derechos, que corresponde al Estado garantizar. La fi gura 
de la asociación criminal no fue concebida con ese espíritu; no pue-
den convertir en delito o crimen, las acciones o reivindicaciones de 
las organizaciones campesinas o de grupos legalmente constituidos 
con objetivos claros. Es por ello que se sostiene como puntos que se 
enmarcan dentro de la criminalización de las luchas sociales.

Tal como señala el profesor Esteban Rodírguez: “La criminali-
zación de la protesta es una de las manifestaciones de la judicializa-
ción de la política, la posibilidad de transformar los confl ictos socia-
les en litigios judiciales; de leer la realidad bajo la lupa del Código 
Penal. Criminalizar, entonces, será despolitizar y, por añadidura, 
deshistorizar, sacar de contexto a los confl ictos sociales, emplazar 
a otras instituciones como interlocutores de los problemas sociales.
Pero criminalizar también es la habilitación al poder punitivo del Es-
tado para encarar dichos confl ictos con la lógica de la guerra, legitimar 
la intervención represiva por parte de las fuerzas del Estado, se trate 
de la Policía o la Gendarmería. Criminalizando los confl ictos sociales, 
se busca desencajarlos de la arena política. La criminalización impug-
na la palabra a los actores sociales para re-encuadrarlos como “acti-
vistas”, elementos desestabilizadores del orden. Allí donde hay una 
protesta social, el Estado tenderá a ver un delito consumado o en vías 
de consumación y no dudará en caracterizar a los protagonistas de la 
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protesta como delincuentes profesionales o aspirantes y a la organiza-
ción que la sostiene como una asociación ilícita”104.

f. Invasión de inmueble ajeno: “El que individualmente o en concierto 
con otras personas, y sin consentimiento del titular, ingresara con vio-
lencia o clandestinidad a un inmueble ajeno, será castigado con pena pri-
vativa de libertad…”, reza el Código Penal. Merece resaltar que este 
tipo penal sufrió modifi cación en 2008, agravando la pena hasta 5 
años de cárcel.
Esta fi gura jurídica pretende proteger la turbación de la “propie-

dad inmueble”; por tanto, como se observa en el Cuadro 10, es la más 
utilizada por los agentes del Ministerio Público en los casos de con-
fl icto de tierra y en los procesos abiertos contra los integrantes de las 
Comisiones Vecinales de Sin Tierra; pero se pudo observar que tam-
bién fue aplicada en algunos casos de resistencia al agronegocio para 
procesar a campesinos.

La situación irregular de las tierras reivindicadas, o las gestiones 
administrativas legales que son realizadas por los diferentes grupos 
de Sin Tierra, parecen no importar a los agentes del Ministerio Pú-
blico, dado que a la hora de realizar una intervención no son tenidas 
en cuenta, tampoco a las otras instituciones estatales facultadas para 
dilucidar respecto al tema, por lo que se pudo apreciar. Casi en todos 
los casos de confl ictos de tierra identifi cados, los labriegos manifi es-
tan presunción de irregularidades sobre la situación jurídica de los 
inmuebles (adjudicación irregular, título falso o excedentes fi scales).

El punto tratado en el párrafo anterior, no es considerado por las y 
los agentes del Ministerio Público a la hora de intervenir una ocupa-
ción o para abrir una investigación en contra de asociadas y asociados 
a las organizaciones, situación que parece injusta en un “Estado de 
Derecho”, donde se establece que la ley es igual para todos.

En la mayoría de los casos se mencionan las gestiones que las dis-
tintas Comisiones Vecinales de Sin Tierras llevan adelante ante el IN-
DERT, con el objeto de acceder a un pedazo de tierra. Y con relación a 
estas gestiones, se puede apreciar lo señalado por el entrevistado de la 
Organización de Lucha por la Tierra, el Sr. Esteban Irala, sobre la falta 
de respuestas a los trámites que realiza su organización.

Los grupos de sin tierras recurren a la institución correspondiente 
–el INDERT– utilizando los canales legales establecidos por el Estado 
para canalizar las solicitudes de tierra que están garantizadas en la 

104 http://www.elterritorio.com.ar/nota4.aspx?c=4236725030446172
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Constitución Nacional y el Estatuto Agrario, pero –tal como lo señaló 
Esteban Irala de la OLT– estos mecanismos no funcionan y tienen de-
fi ciencias para ofrecer respuestas rápidas y efectivas a las solicitudes.

Las ocupaciones se realizan por falta de respuestas a un derecho 
de rango constitucional. También merece destacar que los labriegos 
llegan a esa acción, una vez agotadas las instancias legales correspon-
dientes, sin haber encontrado respuestas satisfactorias. 

Por otro lado, para los poseedores de latifundios, la ocupación es 
intolerable y –sin importar la problemática social que se genera por la 
injusta distribución de la tierra– ejercen una fuerte presión sobre las 
autoridades fi scales, policiales y judiciales, a través de sus organiza-
ciones (Asociación Rural del Paraguay, Unión de Gremios de Produc-
tores, Unión Industrial del Paraguay, Cámara Paraguaya de Exporta-
dores y Comercializadores de Cereales y Oleaginosas, etc.). 

En los casos relatados, se constata que muchas veces los agentes 
del Ministerio Público no realizan primero un examen previo, exhaus-
tivo, sobre la legalidad del inmueble ocupado o reivindicado por los 
campesinos. Hay casos donde ni siquiera se solicita el título de propie-
dad al supuesto propietario que exige el desalojo, evidenciando así la 
falta de objetividad en sus actuaciones.

Debe recordarse que cerca de ocho millones de hectáreas fueron 
repartidas a no sujetos de la reforma agraria y –por lo tanto– son po-
seedores ilegítimos e ilegales. Lo único que las y los agentes del Mi-
nisterio Público tienen en cuenta, es la acción de ocupación que es 
califi cada como fl agrancia, y rápidamente intervenida en la mayoría 
de los casos con violencia. Por ejemplo, el caso sucedido en Tembia-
porä, distrito de Raúl Arsenio Oviedo (Caso N° 18), donde la fi scalía, 
acompañada de agentes policiales e incluso de civiles armados, según 
fue denunciado, procedió a realizar un violento desalojo a partir de 
denuncias de sojeros brasiguayos; sin embargo, resultaron ser las tie-
rras de una colonia del INDERT.

Por otro lado, los agentes fi scales no llevan en cuenta las privacio-
nes de derechos a la población campesina, que conforme a la Consti-
tución Nacional, Artículos 114 y 115, tienen las y los campesinos. En 
las actuaciones del Ministerio Público, aparentemente, se consideran 
con derechos a quienes ya están en posesión o quienes dicen tener la 
posesión de los inmuebles, que muchas veces resultan ser posesiones 
irregulares. En este sentido, es evidente que las y los agentes del Mi-
nisterio Público obran en forma parcialista para abrir un proceso con-
tra militantes de las organizaciones campesinas, y buscan la manera 
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para encuadrar ciertas fi guras penales contra los que realizan acciones 
en reivindicación de sus derechos. 

g. Lesión grave: “el que, intencional o conscientemente, con la lesión: 1. 
pusiera a la víctima en peligro de muerte; 2. la mutilara considerablemen-
te o la desfi gurara por largo tiempo; 3. la redujera considerablemente y 
por largo tiempo en el uso de su cuerpo o de sus sentidos, en su capacidad 
de cohabitación o de reproducción, en sus fuerzas psíquicas o intelectuales 
o en su capacidad de trabajo (…)”, establece el Código Penal.
Con claridad establece el Código los elementos que deben existir, 

para que un hecho o acción sea considerada como causante de lesión 
grave. Teniendo en cuenta los casos donde se dieron represiones poli-
ciales, más bien los campesinos son los que salieron con secuelas como 
las señaladas por el Código, a consecuencia de la brutalidad ejercida 
por personal policial o por civiles armados. En este caso es importante 
mencionar el Caso Ara Verá y Crescencio González, San Pedro (Caso 
N° 4), donde el Sr. Aníbal Alegre perdió el ojo izquierdo a consecuen-
cia de los balines de goma que recibió por parte de la Policía, por re-
sistir a la fumigación ilegal. Sin embargo, son las y los campesinos 
que luchan por sus derechos, quienes terminan siendo imputados por 
lesión grave, surgiendo así contradicciones respecto a lo que plantea 
el Código Penal y la manera de aplicación de esta fi gura penal.

h. Homicidio doloso en grado de tentativa: el Código prevé una san-
ción para quienes atentan contra la vida del otro y establece: “El 
que matara a otro será castigado con pena privativa de libertad…”, esto 
para el caso ya consumado. “La tentativa de homicidio” también 
está penada por el Código y al respecto establece: “La tentativa de 
los crímenes es punible; la tentativa de los delitos lo es solo en los casos 
expresamente previstos por la ley. A la tentativa son aplicables los marcos 
penales previstos para los hechos punibles consumados”. Así, el Código 
Penal dispone la penalización de la tentativa en casos de críme-
nes y delitos. Teniendo en cuenta que el homicidio doloso es un 
crimen, su tentativa también es penalizada al igual que un hecho 
consumado.
En tres de los casos identifi cados y analizados, se encuentra que 

esta fi gura también está siendo utilizada últimamente contra integran-
tes de las organizaciones campesinas. Asociados a la FNC, en el marco 
de confl ictos sobre resistencia a las fumigaciones, fueron procesados 
con esta fi gura. Se evidencia que el Ministerio Público está endure-
ciendo su persecución, ya que al procesar a los integrantes de las or-
ganizaciones campesinas con esta fi gura, los priva de la posibilidad de 
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ser benefi ciados con las medidas alternativas a la prisión, teniendo en 
cuenta que el Código Procesal Penal no permite medidas alternativas 
a la prisión para casos califi cados como crímenes.

Los tipos penales más utilizados en los casos analizados se en-
cuentran con el mismo denominador común, tanto para los reclamos 
de tierras y la resistencia al agronegocio, y se usan los mismos tipos 
penales en cualquier jurisdicción fi scal del país. La CODEHUPY, en su 
informe sobre Derechos Humanos en el Caso Marina Kué, al referirse 
a las detenciones y procesamientos arbitrarios o abusivos, señala “los 
criterios que rigen esta selectividad penal no se encuentran mayor-
mente vinculados a cuestiones jurídicas sino políticas y se originan 
en negociaciones y sedes externas a la magistratura” (CODEHUPY, 
2012: 32).

3.2 Ministerio Público, su rol y actuaciones
En este apartado se hace una revisión acerca del rol del Ministe-

rio Público según las normas y se analiza la coherencia de sus inter-
venciones con estas disposiciones legales, principalmente en los casos 
identifi cados para este estudio. 

La Constitución Nacional de la República del Paraguay y la Carta 
Orgánica del Ministerio Público, son las normas que regulan sobre la 
composición, deberes y atribuciones de la misma, en los artículos que 
se transcriben a continuación:

Constitución Nacional de la República del Paraguay.
ARTÍCULO 266 - DE LA COMPOSICIÓN Y DE LAS FUNCIONES. El 
Ministerio Público representa a la sociedad ante los órganos jurisdiccionales 
del Estado, gozando de autonomía funcional y administrativa en el 
cumplimiento de sus deberes y atribuciones. Lo ejercen el Fiscal General del 
Estado y los agentes fi scales, en la forma determinada por la ley.
ARTÍCULO 268 - DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES. 
Son deberes y atribuciones del Ministerio Público:
1. Velar por el respeto de los derechos y de las garantías constitucionales;
2. Promover acción penal pública para defender el patrimonio público y 
social, el medio ambiente y otros intereses difusos, así como los derechos de 
los pueblos indígenas;
3. Ejercer acción penal en los casos en que, para iniciarla o proseguirla, no 
fuese necesaria instancia de parte, sin perjuicio de que el juez o tribunal 
proceda de ofi cio, cuando lo determine la ley;
4. Recabar información de los funcionarios públicos para el mejor 
cumplimiento de sus funciones, y
5. Los demás deberes y atribuciones que fi je la ley.
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Ley N° 1.562/00 ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 41.- DEFENSA DE LA CONSTITUCIÓN. En las causas en que 
intervenga el Ministerio Público velará por la primacía de la Constitución 
y por la efectiva vigencia de todos sus principios y normas, así como por el 
respeto de las garantías y derechos en ella establecidos, utilizando todos los 
recursos y las acciones reconocidas por la ley.
Sobre la FUNCIÓN TUTELAR DE INTERESES COLECTIVOS O 
DIFUSOS en el:
Artículo 42.- INTERESES COLECTIVOS. El Ministerio Público podrá 
promover acciones judiciales en la defensa de bienes o intereses colectivos 
cuando la comunidad afectada no esté en condiciones de ejercer las acciones 
o recursos judiciales por sí misma.

Teniendo en cuenta lo establecido en las normas transcriptas, se 
puede considerar que las actuaciones de las y los agentes del Minis-
terio Público que intervinieron en los distintos casos descriptos, no 
guardan coherencia con el fi n que se les encomienda a través de las 
normas. Así también lo entienden referentes de las organizaciones en-
trevistadas, al sostener que estas instituciones solo responden a un 
sector, que los agentes fi scales muchas veces no tienen en cuenta exi-
gencias mínimas que las normas les imponen. Como ya se mencionó 
anteriormente, en algunos de los casos analizados, se pueden apreciar 
aplicaciones contradictorias de las normas por el Ministerio Público. 
Se ve que en la práctica, los mismos se apartan de las normas y actúan 
directamente para defender intereses de sectores poderosos, perjudi-
cando así con los procesos judiciales a las y los militantes de las orga-
nizaciones campesinas.

El artículo 268 de la Constitución Nacional, establece como deber 
y atribución del Ministerio Público: “Velar por el respeto de los derechos 
y de las garantías constitucionales” y “Promover acción penal pública para 
defender el patrimonio público y social, el medio ambiente y otros intereses 
difusos, así como los derechos de los pueblos indígenas”.

Sin embargo, en los casos analizados de confl ictos de tierra y resis-
tencia al agronegocio, hay derechos violentados por sectores podero-
sos que provocan una reacción de los grupos organizados, justamente, 
para denunciar los atropellos o exigir el cumplimiento y respeto a sus 
derechos, situación de atropello que el Ministerio Público u otras ins-
tituciones estatales debieron intervenir en tiempo y forma, de manera 
a evitar los confl ictos.

Sin embargo, como se pudo apreciar en la descripción de los ca-
sos, las y los fi scales terminan procesando a integrantes de las orga-
nizaciones campesinas, sin tener en cuenta sus derechos violentados 
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o no garantizados. Por esa razón, se sostiene que hay una actuación 
parcialista de la institución, a favor de los intereses de los empresarios 
agrícolas, a costa de derechos e intereses de las comunidades.

En algunos casos, es clara la actuación errónea o contradictoria 
de los agentes del Ministerio Público, como por ejemplo en los casos 
de resistencia al agronegocio, teniendo en cuenta lo que disponen las 
normas con relación a los intereses difusos como “el patrimonio público 
y social, el medio ambiente y… los derechos de los pueblos indígenas”. Debe 
ser protegido por el Ministerio Público. Como se ve, muchos de los 
confl ictos surgen porque integrantes de las comunidades y organiza-
ciones defi enden estos bienes jurídicos, sin embargo, terminan siendo 
procesados por las acciones que realizan en defensa de los mismos.

Por su parte, la Ley Orgánica del Ministerio Público en su Art. 42 
indica “…El Ministerio Público podrá promover acciones judiciales en la 
defensa de bienes o intereses colectivos cuando la comunidad afectada no esté 
en condiciones de ejercer las acciones o recursos judiciales por sí misma”. 
Lo que se establece en este artículo es de suma importancia, ya que 
reitera la atribución de la fi scalía, consagrada en la Constitución Na-
cional para la defensa de los intereses colectivos o difusos, al tiempo 
de expresar claramente que cuando la comunidad afectada no está en 
condiciones de ejercer las acciones judiciales correspondientes para 
su defensa, es el Ministerio Público quien debería accionar por ellos.

Teniendo en cuenta la forma de actuar de los agentes fi scales refl e-
jada en los casos, es prácticamente nula la posibilidad de que la pobla-
ción campesina, o militantes de las organizaciones, tengan protección 
o garantía a sus derechos. Lo cual se difi culta aún más, con las limi-
taciones que tienen las organizaciones para entablar fuertemente sus 
reclamos ante las instancias judiciales, limitándose por eso muchas 
veces a realizar denuncias a través de los medios de comunicación o a 
través de las movilizaciones.

En la página web del Ministerio Público, se puede leer: “con la en-
trada en vigencia de la Constitución, en el año 1992 se inició un proceso 
fundamental para asegurar y desarrollar el sistema democrático en el Pa-
raguay. La Carta Magna previó una reforma del sistema penal, la cual se 
basa principalmente en un sistema oral y acusatorio (orientado al sistema 
continental-europeo) y con principios y garantías de un Estado de Derecho”. 
“En este contexto, la Fiscalía General del Estado promovió la redacción de 
los proyectos de Código Penal, aprobado en 1997, de Código Procesal Penal, 
aprobado en 1998 y de la Ley Orgánica del Ministerio Público, aprobada en 
el año 2000, leyes que implicaron cambios muy profundos y siguen vigentes 
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en la actualidad. El nuevo procedimiento está orientado a lograr más trans-
parencia y oralidad, con participación de la ciudadanía”.105

A pesar de las aspiraciones, según este texto del Ministerio Público 
y las leyes sancionadas para regir su actuar en el nuevo sistema proce-
sal penal, teniendo en cuenta sus actuaciones en los casos analizados, 
se aprecia que en la práctica las y los agentes de esta institución no 
actúan en coherencia con sus funciones. En lugar de ser una institu-
ción que vele por los derechos de la población y de los sectores más 
vulnerables, es servil y funcional a los grupos poderosos y sus inte-
reses económicos. Así, la Fiscalía se constituye directamente en una 
herramienta de control social y de criminalización, en función a la pro-
tección de los intereses del sector de los agronegocios. Si el Ministerio 
Público sigue abriendo procesos judiciales contra los que reaccionan 
ante un atropello a sus derechos, o contra los que protestan para que 
sus derechos se garanticen, no se puede considerar una buena práctica 
democrática su manera de proceder.

Cabe fi nalizar el apartado con la respuesta de Roberto Gargare-
lla106 en una entrevista, al ser consultado: ¿por qué el derecho a la 
protesta es el primer derecho?, quien señaló: “porque es la base para 
la preservación de los demás derechos, si esto falta hay razones para 
pensar que todo lo demás puede caer. Si esto no falta, uno puede re-
clamar por todo lo demás. En el núcleo esencial de los derechos de la 
democracia está el derecho a protestar, el derecho a criticar al poder 
público y privado. No hay democracia sin protesta, sin posibilidad 
de disentir, de expresar las demandas. Sin protesta la democracia no 
puede subsistir”.107

105 Ministerio Público, Historia, 4/04/015 <http://www.ministeriopublico.gov.py/historia-i4>
106 Roberto Gargarella es abogado y sociólogo, profesor de “Derecho Constitucional”. Es autor de 

una prolífi ca obra, que abarca libros como “Nos los representantes. Crítica a los fundamentos 
del sistema representativo”(1995); “La justicia frente al gobierno” (1996) y “Crisis de la 
representación política” (1997); “Teorías de la justicia después de Rawls” (1999); “Razones 
para el socialismo” (2002); “Derecho y grupos desaventajados” (2003) y “Nuevas ideas 
republicanas” (2004). Este año publicó tres libros: “Los fundamentos legales de la desigualdad. 
El constitucionalismo en América”; “Crítica de la Constitución: sus zonas oscuras” y “El 
derecho a la protesta. El primer derecho” (publicado por la editorial Ad Hoc).

107 “No hay Democracia sin Protesta” “Las Razones de la Queja” <http://www.miguelcarbonell.
com/artman/uploads/1/No_hay_derecho__sin_protesta._Entrevista_a_Roberto_
Gargarella.pdf>
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4. Derechos constitucionales 
y normativa ambiental, vulnerados

4.1  Derechos constitucionales violentados
La violación de derechos con rangos constitucionales que se se-

ñalan a continuación, es una constante, según se aprecia en los casos 
de confl ictos reunidos en este estudio. Esto se da tanto por parte del 
empresariado agrario, como también por fuerzas del orden público al 
momento de las intervenciones. La mayoría de los derechos violen-
tados a señalar, entrarían dentro de los que se caracterizan como de 
“intereses difusos”, y de cuya defensa habla el Artículo 38 de la Cons-
titución Nacional. La excepción sería el derecho a la propiedad priva-
da, que tiene carácter más individual en el marco normativo actual.

A pesar de que estos derechos son de rango constitucional, mu-
chos de ellos carecen de mecanismos efi caces para sus reclamos, ya 
sea para su prevención o reparación en instancias judiciales, por lo 
que las garantías o el cumplimiento de los mismos, depende mucho 
de las políticas públicas y de la efi ciencia de las instituciones estatales 
encargadas de implementarlas.

En las fotografías de muchos de los casos descriptos se observan 
los rastros de las intervenciones fi scales y policiales. En las mismas, se 
aprecian la violencia utilizada contra la población más vulnerable, la 
aparatosidad con que se realizan las intervenciones, los rastros de tor-
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turas, cachiporrazos, balines de goma, de la destrucción de cultivos y 
quema de viviendas; refl ejan la dura situación soportada por muchas 
familias campesinas e indígenas, sujetos de derechos como cualquier 
ciudadano o ciudadana, según se establece en nuestra Constitución 
Nacional y en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos.

a. Violación del Derecho a un ambiente saludable

ARTICULO 7 - DEL DERECHO A UN AMBIENTE SALUDABLE
Toda persona tiene derecho a habitar en un ambiente saludable y eco-
lógicamente equilibrado.
Constituyen objetivos prioritarios de interés social la preservación, la 
conservación, la recomposición y el mejoramiento del ambiente, así 
como su conciliación con el desarrollo humano integral. Estos propó-
sitos orientarán la legislación y la política gubernamental pertinente.

La violación a este derecho es constante en las zonas donde los 
productores del agronegocio vierten millones de kilos de herbicidas 
(que conjuntamente con los insecticidas y fungicidas entre otros pro-
ductos específi cos, son los denominados agrotóxicos)108, en abierta 
violación de las normas, como la de Control de Productos Fitosani-
tarios de Uso Agrícola, que exige la colocación de barreras vivas y 
ciertas condiciones climáticas para la utilización de agrotóxicos. En 
nuestro país, la violación de las normas ambientales es abierta y se 
aprecia a simple vista en las regiones donde se desarrolla el sistema 
de los monocultivos extensivos, sistema que se traduce en violacio-
nes constantes de derechos, principalmente de los campesinos que 
habitan en las proximidades de esos monocultivos. Recorriendo los 
caminos vecinales e incluso rutas nacionales de los departamentos 
de Itapúa, Canindeyú, Alto Paraná, San Pedro y otros, se observan 
extensos monocultivos sin las barreras vivas exigidas por la Ley Nº 
3742/09 de Control de Productos Fitosanitarios de Uso Agrícola. A 
menudo también se observan las máquinas agrícolas operando para 
secar humedales o fumigando en condiciones no permitidas por las 
normas. Así, son varias las formas de violación de este derecho, y son 
principalmente las poblaciones campesinas y comunidades indígenas 
en zonas de agricultura mecanizada, las que la sufren.

108 Solo en el año 2015 se importaron más de 13 millones de kilos de glifosato, casi 2 millones de 
2,4D y más de 9 millones de Paraquat. (Franceschelli, 2015).
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b. Violación del derecho a la salud

ARTÍCULO 68 - DEL DERECHO A LA SALUD
El Estado protegerá y promoverá la salud como derecho fundamental 
de la persona y en interés de la comunidad.
Nadie será privado de asistencia pública para prevenir o tratar enfer-
medades, pestes o plagas, y de socorro en los casos de catástrofes y 
de accidentes.
Toda persona está obligada a someterse a las medidas sanitarias que 
establezca la ley, dentro del respeto a la dignidad humana.

A consecuencia de las violaciones de las normas ambientales y 
las normas que regulan la utilización de agrotóxicos, sumada a la in-
efi ciencia de las instituciones estatales encargadas de monitorear el 
cumplimiento y sancionar a los que las violentan, la situación termi-
na afectando otros derechos como el derecho a la salud, que trata de 
garantizar el Artículo 68. Las denuncias realizadas por las comunida-
des afectadas por las fumigaciones de los monocultivos extensivos, 
frecuentemente se refi eren a síntomas de intoxicación (mareos, pro-
blemas respiratorios, problemas de la piel, entre otros), como conse-
cuencia de las fumigaciones con agrotóxicos. Un claro ejemplo de ello 
fue el caso de Silvino Talavera, en que hasta la justicia paraguaya dic-
taminó que había fallecido por consecuencia de las fumigaciones. En 
el año 2014, dos niñas del asentamiento Huber Duré, probablemente 
también fallecieron por la misma causa, aunque las instituciones en-
cargadas de demostrarlo no hayan actuado adecuadamente.

c. Violación del derecho a la defensa de los intereses difusos y 
de reunión y manifestación

ARTÍCULO 38 - DEL DERECHO A LA DEFENSA DE LOS INTE-
RESES DIFUSOS
Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a reclamar 
a las autoridades públicas medidas para la defensa del ambiente, de 
la integridad del hábitat, de la salubridad pública, del acervo cultural 
nacional, de los intereses del consumidor y de otros que, por su na-
turaleza jurídica, pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la 
calidad de vida y con el patrimonio colectivo.

ARTÍCULO 32 - DE LA LIBERTAD DE REUNIÓN Y DE MANI-
FESTACIÓN
Las personas tienen derecho a reunirse y a manifestarse pacífi camen-
te, sin armas y con fi nes lícitos, sin necesidad de permiso, así como 
el derecho a no ser obligadas a participar de tales actos. La ley solo 
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podrá reglamentar su ejercicio en lugares de tránsito público, en ho-
rarios determinados, preservando derechos de terceros y el orden pú-
blico establecido en la ley.

La violación de estos dos artículos de la Constitución Nacional, 
se da de manera constante y conjunta al momento de las represiones, 
dado que en los confl ictos descriptos, principalmente en lo referente 
a la resistencia al agronegocio, hay una situación de atropello a los 
derechos, y esta situación es la que activa para que la gente ejerza su 
derecho a manifestarse. Esos derechos violentados que motiva que la 
gente reaccione con una movilización, son los defi nidos como de in-
tereses difusos en nuestra Constitución, y se trata de los desmontes, 
desecación de humedales, fumigaciones, etc., realizados en condicio-
nes violatorias de las normas, actividades que atentan directamente 
contra el ambiente saludable y la calidad de vida.

Está claro que nuestra Constitución Nacional autoriza a las per-
sonas a reclamar de forma individual o colectiva la defensa de estos 
derechos. Así también, uno de los artículos establece que las personas 
tienen derecho a reunirse y manifestase pacífi camente; pero asimismo 
se constata que la mayoría de las veces, las autoridades hacen caso 
omiso a los reclamos de la gente, mientras que las y los manifestantes 
son reprimidos por la Policía Nacional, con la excusa esgrimida por 
los represores de que reclaman con violencia.

4.2  Derechos constitucionales no garantizados

a. Derecho a la Reforma Agraria

ARTÍCULO 114 - DE LOS OBJETIVOS DE LA REFORMA AGRA-
RIA
La reforma agraria es uno de los factores fundamentales para lograr 
el bienestar rural. Ella consiste en la incorporación efectiva de la po-
blación campesina al desarrollo económico y social de la Nación. Se 
adoptarán sistemas equitativos de distribución, propiedad y tenencia 
de la tierra; se organizarán el crédito y la asistencia técnica, educa-
cional y sanitaria; se fomentará la creación de cooperativas agrícolas 
y de otras asociaciones similares, y se promoverá la producción, la 
industrialización y la racionalización del mercado para el desarrollo 
integral del agro.

Han pasado 23 años de vigencia de nuestra actual Constitución 
Nacional y 13 años de la promulgación de la Ley 1863/2002 del Estatu-
to Agrario, instrumentos legales que estipulan con claridad los objeti-
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vos, las bases y las formas de aplicar la Reforma Agraria en Paraguay. 
Sin embargo, desde la puesta en vigencia de estos dos instrumentos, 
en la realidad no se observan avances con relación a la redistribución 
de la tierra al sector campesino, ni tampoco el bienestar rural de los 
mismos; más bien, como se puede constatar con los casos estudiados, 
se agudizan los confl ictos en el campo.

Durante todo este tiempo, la autoridad de aplicación de la reforma 
agraria, el IBR (Instituto de Bienestar Rural) primeramente y el IN-
DERT a partir de 2004, simplemente se ha limitado a legalizar la cons-
titución de Comisiones Vecinales de Sin Tierras, para entretenerlos 
con trámites administrativos burocráticos, costosos e inútiles.

Las pocas expropiaciones signifi cativas que se han concretizado, 
fueron las tierras de Roberto Antebi y Puerto Casado. La primera, en 
la actualidad está quedando nuevamente en manos de medianos y 
grandes productores brasileños no sujetos de la Reforma Agraria, con 
la propia ayuda del ente agrario, que ya intentó regularizar la situa-
ción de ocupación de esas tierras a favor de los ocupantes ilegales. La 
segunda, ha quedado enredada en trámites judiciales sin salida hasta 
la actualidad, a pesar de muchas movilizaciones y el inmenso esfuerzo 
de los casadeños para lograr una regularización de la situación a favor 
de los pobladores de Puerto Casado.

Con mayor frecuencia, lo que plantea el INDERT es la “compra y 
expropiación” de tierra; estas propuestas en su mayoría, son sobre pe-
queñas dimensiones que oscilan entre 800 y 1500 hectáreas, que ya es-
tán todas pobladas y al solo efecto de regularización de la ocupación. 
Más que estos planteamientos señalados, no hay ninguna expectativa 
alentadora para los aproximadamente trescientos mil campesinos Sin 
Tierra existentes en el país. Es más, cada día aumentan las complica-
ciones para la compra de tierras, ya que crece el interés por su adqui-
sición por parte de los empresarios agrícolas, y el INDERT no tiene 
voluntad política ni la capacidad económica para competir con éstos 
en el mercado.

La expropiación de tierras, también encuentra una difi cultad en 
las propias normas que la rigen. La Constitución Nacional estipula 
el previo pago, lo que se constituye en una primera barrera. El Esta-
tuto Agrario establece la inviabilidad de la expropiación por la “ex-
plotación racional de un inmueble” que se encuentra explotado en 
30% de su superfi cie total (explotación racional), como así también 
la ocupación de un inmueble por un grupo de campesinos, es motivo 
de rechazo de una expropiación. Este último punto establecido en el 
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Estatuto Agrario, expresa una contradicción debido a que la condición 
principal para concretar una expropiación es el “Interés Social”, situa-
ción que puede ser demostrada con la ocupación y la producción del 
inmueble.

La concentración de tierras en nuestro país es una de las más altas 
del mundo según la FAO. 85% de las mismas están ocupadas por el 
2,6% ¿de las fi ncas o de los propietarios? (Rojas, 2014). El acapara-
miento de la tierra por parte del sector agro-ganadero, se da simultá-
neamente en el momento en que en números absolutos, crece la pobla-
ción rural que necesita tierra y recursos naturales para satisfacer sus 
necesidades básicas. Concomitantemente también crece la necesidad 
de alimentos, fuentes de empleo, viviendas, situación que se va agra-
vando ante el acaparamiento de tierras por parte de los sectores vincu-
lados al agronegocio y la destrucción acelerada de la naturaleza, que 
muchas veces provoca la reacción campesina, tal como se describe en 
la cantidad de casos estudiados.

b. Derecho a la propiedad y a la vivienda digna

ARTÍCULO 109 - DE LA PROPIEDAD PRIVADA
Se garantiza la propiedad privada, cuyo contenido y límites serán 
establecidos por la ley, atendiendo a su función económica y social, a 
fi n de hacerla accesible para todos […].

ARTÍCULO 100 - DEL DERECHO A LA VIVIENDA
Todos los habitantes de la República tienen derecho a una vivienda 
digna.
El Estado establecerá las condiciones para hacer efectivo este dere-
cho, y promoverá planes de vivienda de interés social, especialmente 
las destinadas a familias de escasos recursos, mediante sistemas de 
fi nanciamiento adecuados.

Con relación a los dos artículos precedentes, es difícil imaginar 
que un campesino sin tierra pueda alcanzar la vivienda digna sin un 
pedazo de tierra. En primer lugar, necesita de un espacio donde cons-
truir su vivienda; en segundo lugar, necesita de espacio sufi ciente y 
condiciones para desarrollarse. Así también, difícilmente una persona 
o familia va a poder habitar una vivienda digna, en un ambiente don-
de se vierten sistemáticamente agroquímicos a través de las fumiga-
ciones en los campos de monocultivos aledaños a las comunidades, 
debido al peligro que representan esos productos químicos tanto para 
la salud humana como también para los animales y la producción de 
las familias campesinas. A pesar de que las normativas actuales exis-



127

JUDICIALIZACIÓN Y VIOLENCIA CONTRA LA LUCHA CAMPESINA

tentes no constituyen ninguna garantía para impedir el efecto negati-
vo que puedan causar los agrotóxicos en la salud, su incumplimiento 
o violación por sectores del agronegocio empeora la situación, aten-
tando directamente contra la forma de vida de las familias del campo 
y el Estado de derecho.

En marzo de 2015, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas expresó su preocupación por “la 
insufi ciente implementación de las políticas relacionadas con la refor-
ma agraria, lo cual tiene un impacto en la persistente desigualdad del 
ingreso y de la riqueza que existe en el Estado parte, afectando princi-
palmente a las personas que habitan en las zonas rurales”. Recomen-
dó “adoptar las medidas necesarias para la efectiva implementación 
de la reforma agraria, la cual de acuerdo a la Constitución del Esta-
do parte, constituye uno de los factores fundamentales para lograr el 
bienestar rural, y que dicha implementación se lleve a cabo de forma 
transparente y participativa109. 

c. Derecho al trabajo

ARTÍCULO 86 - DEL DERECHO AL TRABAJO
Todos los habitantes de la República tienen derecho a un trabajo líci-
to, libremente escogido y a realizarse en condiciones dignas y justas.
La ley protegerá el trabajo en todas sus formas y los derechos que ella 
otorga al trabajador son irrenunciables.

La mayoría de las familias del campo se dedican a la agricultura, 
por lo que necesitan de tierra y de ciertas condiciones básicas para de-
sarrollarse. Al negárseles la posibilidad de acceder a un pedazo de tie-
rra donde desenvolverse y realizar lo que saben hacer (labrar la tierra 
y criar animales menores), se les priva de la posibilidad de trabajar. 
Esta situación agrava aún más la situación de las familias campesinas, 
ante la falta de políticas públicas que fomenten e incentiven efectiva-
mente la agricultura campesina y los servicios básicos en las comuni-
dades.

4.3  Normas medioambientales y sobre aplicación de 
productos químicos de uso agrícola, violentado

Existe una serie de normas promulgadas con el objeto de precaute-
lar el equilibrio natural y evitar la explotación irracional de los recur-

109 NN. UU., Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observaciones fi nales sobre 
el Cuarto Informe Periódico del Paraguay, E/C.12/PRY/CO/4, marzo 2015.
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sos naturales existentes en nuestro país, como así también para regu-
lar la utilización de productos fi tosanitarios de uso agrícola a modo de 
evitar que los mismos causen daños en la salud humana. Sin embargo, 
así como se puede apreciar en la descripción de los casos de confl ic-
tos suscitados en el campo, habitualmente son obviadas o violentadas 
esas normas. Ellas son:

Ley Nº 422/73 Forestal.
Ley N° 2524/04 De Deforestación Cero.
Ley N° 3239/07 De los Recursos Hídricos del Paraguay.
Ley N° 1683/2002 Estatuto Agrario.
Ley Nº 123/91 Que Adopta Nuevas Formas de Protección Fitosani-
tarias.
Ley N° 3742/09 De Control de Productos Fitosanitarios de Uso Agrí-
cola.
Decreto Nº 2.048/04 Por el cual se deroga el Decreto Nº 13.861/96 y 
se Reglamenta el Uso y Manejo de Plaguicidas de Uso Agrícola esta-
blecidos en la Ley Nº 123/91.

Las leyes señaladas en el recuadro, son de alcance nacional y regla-
mentan preceptos constitucionales, principalmente en lo relacionado 
a la protección del medio ambiente y a la calidad de vida de la pobla-
ción. La aplicación y el control de estas normas está a cargo de varias 
instituciones dependientes del Poder Ejecutivo, como ser la Secretaría 
del Medio Ambiente (SEAM), el Servicio Nacional de Calidad y Sani-
dad Vegetal y de Semillas (SENAVE) y el Instituto Forestal Nacional 
(INFONA), instituciones que tienen la potestad de abrir un sumario y 
aplicar una sanción ante la violación de las mismas.

En la realidad, la mayoría de las instituciones facultadas para la 
aplicación de estas leyes no están cumpliendo con su cometido; por lo 
general, ni siquiera acuden a verifi car las transgresiones de las norma-
tivas, asumiendo un rol de meros observadores, cuando no de cóm-
plices de las abiertas violaciones y de la impunidad de las mismas. 
Marcial Gómez (2015) ha señalado: “Nosotros siempre presentamos de-
nuncias en la SEAM, en el SENAVE, en el Ministerio de Agricultura, en la 
Fiscalía del Medio Ambiente, en las Municipalidades, incluso en la Fiscalía 
General y nunca nos hacen caso, y como única forma para que la gente pueda 
defender su comunidad, su familia y su producción, se recurre a la moviliza-
ción y resistencia en las comunidades, por no tener respuestas de parte de las 
instituciones”.

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas, en el año 2015, volvió a insistir sobre un punto ya 
expresado en el año 2007, señalando su preocupación por “los efec-
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tos negativos que trae aparejado el extenso cultivo de soja en el Esta-
do parte, particularmente en la degradación del medio ambiente, el 
uso indiscriminado de agro-tóxicos, la contaminación del agua y la 
inseguridad alimentaria”. Instan al Estado “a que tome las medidas 
necesarias para controlar el cultivo de soja a fi n de que éste no traiga 
aparejado un detrimento en el disfrute de los derechos económicos, 
sociales y culturales, particularmente, el derecho a un nivel de vida 
adecuado, a la alimentación y al agua, y a la salud. El Comité insta 
al Estado parte a que adopte un marco legal efectivo de protección 
al medio ambiente, particularmente contra el uso indiscriminado de 
agro-tóxicos, y prevea sanciones apropiadas para los responsables y 
una indemnización adecuada a las personas afectadas”110. 

110 Naciones Unidas, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observaciones 
fi nales sobre el Cuarto Informe Periódico del Paraguay, E/C.12/PRY/CO/4, marzo 2015.
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Entrevistas realizadas en el 
marco de la investigación 

Antonio Farías, poblador de Laterza Kué, miembro del Movimiento 
Campesino Paraguayo.

Esteban Irala, secretario de Sin Tierras de la Organización de Lucha 
por la Tierra.

Lidia Marina Paredes, integrante de la Comisión Vecinal Ysypo Ju de 
la Organización de Lucha por la Tierra.

Marcial Gómez, secretario general adjunto de la Federación Nacional 
Campesina.

Richard Báez, abogado de la Federación por la Autodeterminación de 
los Pueblos Indígenas.

Teodolina Villalba, secretaria general de la Federación Nacional 
Campesina
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